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Editorial 
 
La edición especial de GESPYE. Gestión Pública y Empresarial, correspondiente al primer semestre de 
2026, es resultado de una estrategia de fortalecimiento a la investigación construida con la Universidad 
Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador. Los once artículos que integran esta edición comparten una 
preocupación de fondo: cómo generar capacidades institucionales, organizacionales y sociales para 
responder a entornos marcados por la transformación tecnológica, la desigualdad, la sostenibilidad, la 
fragilidad de los mercados y la necesidad de reconstruir vínculos entre conocimiento, gestión y 
desarrollo. Desde enfoques teóricos, revisiones documentales, estudios empíricos y propuestas de 
modelos organizacionales, los trabajos reunidos permiten observar una agenda común: la gestión ya 
no puede pensarse únicamente como administración de recursos, sino como articulación de 
capacidades, decisiones, valores y territorios. 

En esa línea, el artículo sobre universidades latinoamericanas e innovación plantea una reflexión 
necesaria sobre el papel de las instituciones de educación superior frente a los desafíos sociales, 
ambientales y tecnológicos de la región. A partir de los indicadores de innovación de Brasil y del 
modelo de Laboratorios Universitarios de Innovación Social, se discute la urgencia de superar la 
desconexión entre producción académica y necesidades territoriales. La universidad aparece aquí no 
solo como espacio de formación, sino como agente activo de innovación, transferencia y construcción 
de soluciones públicas. 

Esa misma preocupación se profundiza en el trabajo Agency and Development: Reimagining the Role 
of Public Universities, que propone comprender a la universidad pública como agente de desarrollo. 
Al articular la agencia individual, organizacional e institucional, el texto ofrece una lectura sugerente: 
las universidades no transforman su entorno solo por mandato formal, sino cuando logran movilizar 
capacidades, intenciones compartidas y proyectos orientados a enfrentar problemas sociales, 
tecnológicos y organizacionales. 

La edición también incorpora discusiones clave sobre sostenibilidad empresarial y coherencia 
institucional. El artículo sobre desacoplamiento institucional analiza la brecha entre los compromisos 
de responsabilidad social empresarial y la práctica real del trabajo decente. Su principal aporte 
consiste en mostrar que dicha brecha no es solo resultado de ineficiencias o fallas administrativas, sino 
de relaciones de poder que permiten adoptar estructuras formales sin transformar prácticas 
sustantivas. Con ello, el texto interpela directamente a las organizaciones que comunican valores de 
sostenibilidad mientras reproducen condiciones laborales precarias. 

Desde la perspectiva empresarial, el modelo organizacional sostenible para emprendimientos B Corp. 
del sector servicios propone una ruta para integrar innovación, digitalización, rentabilidad, 
financiamiento y valor compartido. Su énfasis en el triple impacto (social, ambiental y económico) 
resulta especialmente pertinente para pensar empresas que no se limiten a cumplir indicadores 
financieros, sino que asuman una responsabilidad más amplia frente a sus comunidades y 
ecosistemas. 

La transformación tecnológica aparece también en el artículo sobre algoritmos y gobernanza 
organizacional empresarial. El texto plantea que los algoritmos no son simples herramientas técnicas, 
sino componentes que reconfiguran prácticas, decisiones y relaciones internas. Esta idea obliga a 
discutir la gobernanza responsable de la tecnología: quién diseña los sistemas, con qué criterios 
operan, qué sesgos incorporan y qué consecuencias producen en la toma de decisiones 
organizacionales. 

En el campo del comportamiento del consumidor, el estudio sobre efectos neuroconductuales de las 
marcas ofrece evidencia experimental sobre la forma en que los estímulos de marca influyen en la 
atención, la emoción y la preferencia. Sus resultados permiten entender que las decisiones de 
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consumo no se explican únicamente por procesos racionales, sino también por mecanismos 
cognitivos y afectivos que inciden en la construcción del valor percibido. 

Otro eje relevante de la edición es la inclusión económica y financiera. El artículo sobre compras 
públicas inclusivas y dinamización de las PYME en Ecuador analiza un campo estratégico para América 
Latina: el uso del gasto público como herramienta de desarrollo productivo. A partir de información 
primaria levantada en 553 empresas, el estudio identifica factores que inciden en la participación de 
pequeñas y medianas empresas en los procesos de contratación pública, entre ellos la percepción 
ética, el tamaño de la empresa y las capacidades del talento humano. 

En diálogo con lo anterior, el trabajo sobre cooperativas de ahorro y crédito en Ecuador analiza la oferta 
crediticia de las COAC de los segmentos 1, 2 y 3. Sus hallazgos muestran una tensión importante: 
aunque estas organizaciones poseen vocación social y relevancia dentro del sistema financiero, su 
oferta continúa orientada principalmente al consumo, con limitada diversificación hacia productos 
productivos inclusivos. Este resultado abre una discusión sobre los incentivos regulatorios, la 
innovación financiera y el fortalecimiento institucional necesario para ampliar la inclusión financiera 
profunda. 

El artículo sobre finanzas comunitarias andinas complementa esta mirada al contrastar las prácticas 
financieras basadas en reciprocidad y cooperación con las políticas contemporáneas de inclusión 
financiera, frecuentemente orientadas por la formalización y la evaluación individual del riesgo. Su 
principal contribución consiste en advertir que la inclusión financiera no puede imponerse como un 
modelo homogéneo; requiere enfoques interculturales capaces de reconocer las formas locales de 
organización económica. 

La gestión pública ocupa también un lugar central. El estudio sobre la convivencia de paradigmas en 
la Corporación Estatal de Telecomunicaciones CNT-EP muestra que las organizaciones públicas no 
operan bajo un único modelo administrativo. En ellas conviven prácticas de la Nueva Gestión Pública, 
enfoques de gobernanza y rasgos patrimonialistas o tradicionales. Reconocer esta coexistencia 
permite comprender mejor las tensiones reales de la gestión pública latinoamericana, donde la 
modernización institucional suele avanzar junto con prácticas históricas difíciles de desplazar. 

Finalmente, el artículo sobre asociaciones productivas de la Economía Popular y Solidaria en el cantón 
Sozoranga aporta evidencia sobre las capacidades y limitaciones de las organizaciones comunitarias. 
El estudio identifica potencial productivo y arraigo territorial, pero también debilidades en gestión 
administrativa, infraestructura, cultura financiera y comercialización. Su conclusión es clara: el 
fortalecimiento de la economía popular y solidaria exige mayor articulación institucional, planificación 
estratégica y políticas públicas orientadas a capacidades organizativas reales. 

Esta edición especial reafirma la vocación de GESPYE como espacio de reflexión académica sobre la 
gestión pública y empresarial desde una mirada latinoamericana. Los trabajos aquí reunidos no 
ofrecen respuestas simples; más bien, colocan preguntas necesarias sobre innovación, sostenibilidad, 
inclusión, tecnología, agencia institucional y desarrollo. Esa es precisamente la contribución de una 
revista académica comprometida con su tiempo: abrir conversaciones rigurosas, situadas y útiles para 
pensar la región desde sus propios desafíos. 

Esta colaboración con la Universidad Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador, confirma además que la 
investigación se fortalece cuando cruza fronteras, disciplinas e instituciones. América Latina no 
necesita importar diagnósticos acabados: necesita producir conocimiento propio, discutirlo 
críticamente y convertirlo en capacidades para transformar sus territorios. Esa es la apuesta de esta 
edición. 

Dr. Juan José Huerta Mata 
Coordinador de la Edición (invitado) 
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Artículos 

Universidades Latinoamericanas y PINTEC: 
Innovación, Sostenibilidad y Desafíos 

Institucionales 
Latin American Universities and PINTEC: Innovation, Sustainability and Institutional 

Challenges 
 

Ximena Catalina Abril Fajardo1  

Resumen. Las universidades latinoamericanas viven hoy una tensión que ya no se puede 
ignorar: o logran conectar su producción académica con las necesidades reales de sus 
territorios, o seguirán quedándose al margen de los cambios sociales, ambientales y 
tecnológicos que atraviesa la región. Esta situación se refleja con claridad en los 
indicadores de la Pesquisa de Inovação Tecnológica (PINTEC) de Brasil, que muestran 
cómo muchas empresas siguen apostando por la compra de tecnología antes que por 
desarrollar innovación propia o establecer vínculos sólidos con instituciones académicas. 
El modelo Laboratorios Universitarios de Innovación Social (LUIS) plantea una forma 
distinta de entender y organizar el quehacer universitario. Su propuesta integra 
dimensiones académicas, tecnológicas, sociales, organizativas, empresariales e 
institucionales, buscando que los laboratorios dejen de funcionar como islas y se 
conviertan en espacios donde la formación, la investigación aplicada y la vinculación con 
el entorno se articulan, incorporando aprendizajes regionales y estándares 
internacionales como ISO 59004 e ISO 59010. 

Palabras clave: Innovación sostenible, Ecosistemas universitarios, PINTEC Brasil, 
Laboratorio LUIS, Articulación Territorial. 

Abstract. Latin American universities today face a tension that can no longer be ignored: 
either they connect their academic output with the real needs of their communities, or 
they will continue to be left behind by the social, environmental, and technological 
changes sweeping the region. This situation is clearly reflected in the indicators of Brazil's 
Technological Innovation Research (PINTEC), which show how many companies continue 
to prioritize purchasing technology over developing their own innovations or establishing 
strong ties with academic institutions. The University Laboratories for Social Innovation 
(LUIS) model proposes a different way of understanding and organizing university work. 
Its approach integrates academic, technological, social, organizational, business, and 
institutional dimensions, aiming to transform laboratories from isolated entities into 
spaces where training, applied research, and engagement with the territorial context are 
articulated, incorporating regional learning and international standards such as ISO 
59004 and ISO 59010. 

Keywords: Sustainable Innovation, University Ecosystems, PINTEC Brazil, LUIS 

 
1 Estudiante de Doctorado de la Universidad Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador, Correo: ximena.abril@uasb.edu.ec Orcid: 
https://orcid.org/0000-0002-7465-5355  
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Laboratory, Territorial Articulation. 

Introducción 

Los problemas ambientales que atraviesa el mundo —entre ellos el cambio climático, el 
deterioro de los ecosistemas y las desigualdades entre territorios— dejaron atrás la etapa 
del simple diagnóstico. Las circunstancias actuales exigen intervenciones reales, 
contextualizadas y sostenibles que articulen conocimiento, toma de decisiones y acción 
pública o comunitaria. Bajo este panorama, el rol universitario no puede reducirse a 
reproducir teoría: según Arocena y Sutz (2021), las universidades no pueden mantenerse 
al margen de su entorno, sino que deben participar activamente en los procesos 
territoriales e influir en las dinámicas productivas y sociales donde desarrollan sus 
funciones. 

En muchos países del Sur global, impulsar innovaciones con enfoque sostenible implica 
enfrentar limitaciones estructurales persistentes. La limitación de fondos, las carencias en 
infraestructura y la poca articulación entre actores estatales y privados complican el 
diseño de estrategias que realmente respondan a las particularidades de cada territorio. 
Por esa razón, algunos autores subrayan la importancia de promover modelos que 
combinen pertinencia territorial, inclusión y factibilidad económica (Arocena y Sutz, 2021). 

Aun así, dentro del ámbito universitario persisten tensiones que frenan su capacidad de 
articulación con otros actores. Uno de los problemas más reiterados es la escasa conexión 
con el aparato productivo. En numerosos casos, los laboratorios universitarios 
permanecen funcionando de forma aislada, sin mecanismos sostenidos que les permitan 
vincularse con las necesidades económicas o sociales de los territorios donde están 
insertos. Esta desconexión dificulta que evolucionen hacia espacios con capacidad real 
de impulsar transformaciones en el entorno regional (Veiga Ávila et al., 2023). 

A esto se suman factores internos que profundizan la brecha: escasez de personal técnico 
cualificado, culturas institucionales resistentes a cambios, discontinuidad en las líneas de 
acción y ausencia de políticas con enfoque sostenible (Rotondo et al., 2023). Estas 
condiciones afectan directamente la capacidad de las universidades para responder a los 
desafíos del desarrollo. 

Desde el ámbito empresarial también se observa esta desconexión. En Brasil, la Pesquisa 
de Inovação Tecnológica (PINTEC) se ha consolidado como un instrumento clave para 
observar la evolución de la inversión en I+D, la adopción de tecnologías emergentes y las 
formas de colaboración entre distintas entidades. De acuerdo con el IBGE (2024), las 
empresas han incrementado de manera progresiva el uso de soluciones digitales, 
especialmente inteligencia artificial y servicios en la nube. Aunque estas tecnologías 
suelen asociarse a mejoras en productividad y eficiencia, empiezan a reconocerse 
también por su aporte en la reducción de impactos ambientales, sobre todo en sectores 
con alta demanda de recursos (Sperotto et al., 2021). Esta coincidencia entre 
transformación tecnológica y sostenibilidad abre un espacio para que las universidades 
participen de forma más directa en estrategias de cambio. 

Al mismo tiempo, la literatura sobre innovación sostenible insiste en articular la apertura 
organizacional —open innovation— con capacidades internas orientadas a generar, 
absorber y adaptar conocimiento. En este sentido, las universidades pueden jugar un 

Abril (2026) 
Universidades Latinoamericanas y PINTEC: Innovación, Sostenibilidad y Desafíos Institucionales
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papel relevante como espacios de experimentación colaborativa, formación aplicada y 
transferencia tecnológica (Bigliardi y Filippelli, 2022). 

Comprender estos ecosistemas requiere enfoques amplios que integren dimensiones 
organizativas, sociales, tecnológicas e institucionales. Silva Neto et al. (2024) plantean 
modelos analíticos que permiten aproximarse a esas dinámicas de manera más integral. 
En distintos países de Europa se ha observado que formar profesionales con 
competencias específicas en innovación se ha vuelto decisivo para vincular el trabajo 
académico con objetivos sociales de proyección amplia y sostenida en el tiempo (Kozirog 
et al., 2022). 

A nivel internacional, distintas investigaciones coinciden en señalar obstáculos 
recurrentes: ausencia de planificación, falta de equipos ambientales, debilidad en la 
continuidad de las iniciativas y resistencias institucionales (Veiga Ávila et al., 2023). 
Algunos estudios recientes muestran cómo universidades públicas intentan incorporar 
prácticas de innovación sostenible enfrentándose a tensiones entre la cultura académica 
tradicional y las demandas de impacto territorial (Rotondo et al., 2023). Un ejemplo 
complementario proviene del ámbito de la ingeniería de software: la enseñanza de 
prácticas sostenibles dentro de los currículos sigue siendo limitada por falta de recursos, 
materiales pedagógicos y compromiso docente (Torre et al., 2017). 

En este contexto, el presente trabajo retoma estas experiencias como insumo para la 
reflexión. Reconoce los desafíos estructurales, los avances incipientes y las formas 
emergentes de articulación entre universidad, Estado, empresas y comunidad. Surge de 
una investigación doctoral basada en estudios de caso, validación tipo Delphi y análisis 
comparado utilizando indicadores de la PINTEC brasileña. 

A partir de ese proceso investigativo, se propone el modelo Laboratorios Universitarios de 
Innovación Social (LUIS) como una alternativa metodológica maleable. Este modelo 
busca responder a la necesidad de superar el funcionamiento aislado de los laboratorios 
universitarios, promoviendo su articulación con el entorno territorial, el sector productivo 
y las dinámicas sociales. 

Su estructura incorpora componentes tecnológicos, organizativos, sociales e 
institucionales, lo que permite ajustarla a distintos escenarios académicos y realidades 
territoriales. El eje central de la propuesta es mostrar cómo estos laboratorios pueden 
transformarse en puntos de conexión entre la formación, la investigación aplicada y las 
necesidades de los territorios. 

Bajo esta mirada, el modelo LUIS no se presenta como una teoría distante, sino como una 
ruta operativa que busca impulsar innovaciones sostenibles tanto al interior de las 
universidades como en sus redes de relación. 

A partir de este proceso investigativo, comenzaron a aparecer algunos patrones que se 
repiten en los distintos casos analizados. En los estudios de caso, se pudo observar que 
los laboratorios universitarios tienen dificultades para sostener vínculos estables con el 
entorno productivo y, en muchos casos, terminan operando de manera aislada. 

De forma complementaria, la validación tipo Delphi permitió reconocer que aspectos 
como la articulación institucional, la disponibilidad de recursos y la continuidad 

Abril (2026) 
Universidades Latinoamericanas y PINTEC: Innovación, Sostenibilidad y Desafíos Institucionales
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organizativa no son elementos secundarios, sino condiciones necesarias para que estos 
espacios funcionen de manera efectiva. 

Por su parte, al contrastar estos hallazgos con los indicadores de la PINTEC, se evidenció 
que la colaboración entre universidad y empresa sigue siendo limitada y poco 
estructurada. Esto refuerza la necesidad de contar con modelos que no solo promuevan 
estas relaciones, sino que permitan organizarlas y sostenerlas en el tiempo. 

Marco conceptual: laboratorios universitarios, sostenibilidad e innovación 

Entender el alcance transformador de los laboratorios requiere más que una definición 
administrativa o técnica. Se necesita un basamento conceptual que cruce lo académico 
con lo territorial. Nociones como innovación sostenible, cooperación interinstitucional, 
apertura colaborativa y compromiso universitario con el entorno constituyen los ejes que 
fundamentan el modelo LUIS. Estas ideas permiten interpretar los laboratorios no solo 
como instalaciones o proyectos, sino como engranajes con capacidad de intervención 
social, ambiental y estratégica. 

Innovación sostenible, colaboración y territorio 

La noción de innovación sostenible ha dejado de limitarse a indicadores de productividad 
o eficiencia. En los últimos años, su significado se ha ampliado hacia enfoques que 
conectan justicia social, adaptación al territorio y restauración ambiental. Bajo esta 
perspectiva, innovar implica revisar críticamente los modelos actuales de desarrollo, 
responder a desafíos globales desde lo local y generar soluciones coherentes con las 
realidades comunitarias (Bigliardi, Filippelli y Galati, 2021; Bigliardi y Filippelli, 2022). 

Este tipo de innovación no surge de manera aislada dentro de las instituciones. Diversos 
estudios muestran que las organizaciones que construyen vínculos externos —con 
universidades, redes sociales, empresas o comunidades— incrementan sus capacidades 
para desarrollar soluciones sostenibles (Bigliardi y Filippelli, 2022). En este tipo de vínculos 
se hace más viable incorporar enfoques de economía circular, ajustar tecnologías a las 
necesidades del entorno y diseñar estructuras productivas con mayor capacidad de 
resistencia y adaptación. 

Las revisiones académicas recientes destacan cuatro ejes donde convergen la 
sostenibilidad y la innovación: desarrollo de capacidades tecnológicas, rediseño de 
modelos de negocio, colaboración fluida entre sectores y criterios ecológicos en la eficacia 
innovadora (Bigliardi y Filippelli, 2022). Pero estos avances no dependen solo de alianzas 
externas; requieren también que las instituciones fortalezcan culturas internas basadas 
en el aprendizaje continuo, la apertura al cambio y la apropiación crítica del conocimiento. 

Galindo-Martín et al. (2025) muestran que la innovación abierta puede potenciar la 
sostenibilidad cuando existen redes colaborativas y estructuras institucionales flexibles. 
De manera complementaria, (Worakittikul et al., 2025) señalan que, en pequeñas y 
medianas empresas, los procesos de co-creación con actores sociales resultan claves para 
incorporar prácticas ambientales alineadas con dinámicas de economía circular. 

Cuando un laboratorio universitario se inserta en esas redes de colaboración con 
comunidades, sectores productivos y gobiernos locales, su papel deja de ser meramente 
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experimental. Se convierte en un agente articulador con capacidad de impulsar 
transformaciones sostenibles, responder a necesidades territoriales y generar impactos 
medibles en su entorno. 

Ecosistemas de innovación y universidad comprometida 

Un ecosistema de innovación se sostiene en la interacción de múltiples actores que 
comparten conocimientos, recursos, problemáticas y aprendizajes. En estos sistemas 
participan universidades, empresas, organismos públicos, comunidades y usuarios 
finales, cada uno con intereses distintos pero interdependientes. En ese marco, las 
instituciones académicas no solo producen conocimiento, sino que también lo movilizan, 
validan y adaptan a demandas reales. 

Arocena y Sutz (2001) propusieron que las universidades latinoamericanas deben vincular 
sus funciones sustantivas —docencia, investigación y relación con el entorno— con las 
dinámicas territoriales donde actúan. Su enfoque de “universidad para el desarrollo” 
cuestiona los modelos verticales de transferencia y plantea la necesidad de un 
compromiso activo con los desafíos colectivos. En trabajos posteriores, los mismos 
autores advierten que muchas instituciones siguen operando bajo una “autonomía 
académica vacía”, desconectadas de los problemas locales, y plantean que la universidad 
debe asumir un rol estratégico en los sistemas sociales y productivos (Arocena y Sutz, 
2003). 

Contexto regional y lecciones desde la encuesta PINTEC 

Al tratar de comprender cómo los laboratorios universitarios pueden incidir en dinámicas 
sostenibles de innovación, es imprescindible mirar hacia Brasil, donde la Pesquisa de 
Inovação Tecnológica (PINTEC) constituye un referente sistemático para monitorear los 
esfuerzos innovadores empresariales. El IBGE la ejecuta de forma recurrente, lo que 
permite seguir de manera continua la evolución de las iniciativas de innovación en el país. 
Dicha encuesta recopila información sobre incorporación de tecnologías, modalidades de 
financiamiento, niveles de colaboración interinstitucional y principales barreras 
identificadas por las empresas (IBGE, 2024). 

Aunque su periodicidad tradicional fue trienal, recientemente se ha explorado una 
versión semestral con objeto de mejorar la rapidez de los indicadores, aunque esa versión 
aún está en fase experimental (IBGE, 2024). En sus versiones clásicas (2005, 2008, 2011, 
2014, etc.), la PINTEC cubre tanto industrias como ciertos servicios de alta intensidad 
tecnológica, y se basa en el Manual de Oslo para definir innovaciones de producto, 
proceso, organizacionales y de marketing (IBGE, 2024; Sperotto et al., 2021) 

Tendencias observadas en los datos de la PINTEC 

Un hallazgo recurrente del análisis PINTEC es que muchas empresas innovan mediante 
la adquisición de máquinas, capacitación o externalización de servicios, más que por 
desarrollo interno (Pastore y Loural, 2017). Esa tendencia sugiere que el “pullear” externo 
domina en muchas firmas industriales brasileñas, lo que limita la creación de ventajas 
competitivas endógenas. 

Otra conclusión relevante proviene de los estudios sobre “ecoinnovación” dentro del 

Abril (2026) 
Universidades Latinoamericanas y PINTEC: Innovación, Sostenibilidad y Desafíos Institucionales

 



 
 

            11 

universo PINTEC. Sperotto et al. (2021) comparan empresas que han incorporado 
innovaciones con impacto ambiental (ecoinnovadoras) frente a aquellas que innovan sin 
efectos ambientales visibles. Encontraron que las primeras muestran un desempeño 
superior en recursos básicos, esfuerzo innovador y resultados de innovación, y además 
enfrentan obstáculos diferentes, como financiamiento limitado e insuficiente 
cooperación externa (Sperotto et al., 2021). 

Además, estudios de interacción universidad-empresa han recodificado datos de PINTEC 
como fuente secundaria. Paranhos et al. (2019) utilizaron datos de la PINTEC de 2008, 2011 
y 2014 en estudios de caso para analizar estrategias de vinculación de grandes empresas 
con universidades, identificando que dichas colaboraciones son parciales, dependientes 
de pocos proyectos de alto perfil y no sostenibles institucionalmente (Paranhos et al., 
2019) 

El análisis de políticas también es significativo. En Brasil, instrumentos como la Ley de 
Innovación y la llamada Lei do Bem han buscado incentivar inversiones privadas en I+D a 
través de deducciones fiscales, financiamiento y estímulos a alianzas universidad–
empresa (Campagnollo, 2023). Sin embargo, aunque se han reportado aumentos en la 
adhesión de empresas a estos incentivos, su impacto real a escala nacional sigue siendo 
moderado y con concentración geográfica (Campagnollo, 2023). 

Por otro lado, el contexto reciente muestra señales de fragilidad. Durante la pandemia, el 
gasto empresarial en investigación cayó en proporción al PIB, pasando de 0,58 % a 0,53 % 
entre 2019 y 2020 (Paiva, 2021). Este retroceso recuerda que los avances no son lineales y 
dependen de la estabilidad institucional y de políticas coherentes. 

Relevancia para la región latinoamericana y calibración para la investigación 

Estas lecciones de la PINTEC ofrecen valiosos apuntes para tu trabajo doctoral en América 
Latina: las empresas del continente suelen adoptar innovaciones visibles (maquinaria, 
reciclaje) más que innovaciones disruptivas o estratégicas, lo cual pone en evidencia un 
espacio de oportunidad para laboratorios universitarios orientados hacia temas 
biotecnológicos, uso sostenible del suelo o energías avanzadas. 

La diferencia entre empresas “ecoinnovadoras” e innovadoras muestra que no basta 
innovar: se debe orientar la innovación hacia la sostenibilidad, lo cual implica estrategias 
institucionales más alineadas con financiamiento, cooperación y percepción de riesgos. 
Adicionalmente, la colaboración universidad–empresa, aunque promovida por políticas 
públicas, suele depender de proyectos aislados y falta institucionalidad, lo que coincide 
con el hallazgo de que la colaboración formal sigue siendo marginal. 

Por su parte, las políticas de estímulo como exenciones fiscales pueden generar 
incentivos puntuales, pero el desafío es lograr que estas medidas sean accesibles y 
eficaces para universidades, pequeñas empresas y regiones menos favorecidas. En la 
realidad latinoamericana, factores estructurales como la inestabilidad financiera, los 
cambios constantes en las autoridades y la fragilidad de las redes de colaboración 
dificultan la continuidad de iniciativas universitarias. Por esta razón, el modelo LUIS 
incorpora estrategias que fortalezcan la resiliencia institucional y eviten que los 
laboratorios dependan exclusivamente de coyunturas o voluntades temporales. 

Abril (2026) 
Universidades Latinoamericanas y PINTEC: Innovación, Sostenibilidad y Desafíos Institucionales

 



 
 

            12 

Modelo: Laboratorio Universitario de Innovación para la Sostenibilidad 

A partir de los hallazgos recogidos en los estudios de caso, la validación experta mediante 
el método Delphi y la comparación con los indicadores de la encuesta PINTEC, el modelo 
LUIS se plantea como una metodología estructurada que combina seis dimensiones 
operativas y cinco fases sucesivas. Cada componente incorpora indicadores concretos y 
orientaciones de aplicación. A continuación, se detallan las dimensiones: 

Dimensión Académica. Este eje enlaza al laboratorio con los procesos formativos, de 
modo que los estudiantes participen activamente en la innovación y no solo desde el 
enfoque teórico. Se consideran aspectos como: asignaturas articuladas, horas efectivas 
de práctica, porcentaje de estudiantes involucrados en proyectos, integración 
interdisciplinaria y formas de evaluación vinculadas. La referencia se nutre de 
experiencias universitarias que han fortalecido competencias asociadas al desarrollo 
sostenible. 

Dimensión Tecnológica. Incluye los medios técnicos y digitales disponibles: 
equipamiento actualizado, plataformas virtuales, software especializado, herramientas de 
prototipado, sensores, conectividad y mantenimiento operativo. Cuando estos recursos 
no se renuevan o permanecen obsoletos, el laboratorio pierde capacidad de respuesta 
frente a las demandas del entorno y se desvincula de dinámicas emergentes clave para 
su pertinencia territorial. 

Dimensión Social. Evalúa el grado de interacción del laboratorio con los actores de su 
entorno. Considera la participación comunitaria, los procesos de co-creación con 
organizaciones locales, la generación de legitimidad social y las alianzas con instituciones 
públicas y sociales del territorio. Este componente define si el laboratorio se proyecta 
como un agente activo del entorno o queda reducido a un espacio aislado dentro de la 
estructura universitaria. 

Conexión territorial e institucional. Este eje es determinante para evitar que el 
laboratorio funcione como un espacio cerrado. Su finalidad es asegurar que se inserte en 
redes locales, participe en agendas de desarrollo y fortalezca su presencia en el territorio, 
articulando esfuerzos con gobiernos subnacionales, asociaciones productivas u 
organizaciones comunitarias. 

Organizativa. Esta dimensión abarca la estructura de gobernanza interna del laboratorio, 
incluyendo los mecanismos de articulación entre facultades, departamentos, centros de 
investigación y unidades de vinculación. Incluye además los mecanismos oficiales 
mediante los cuales se gestionan las decisiones y se organizan procesos institucionales 
relacionados con aspectos como la administración, la planificación presupuestaria y las 
rutinas operativas. Cuando esta base organizativa es débil o inestable, el laboratorio 
queda expuesto a disfunciones, especialmente ante cambios internos o 
reestructuraciones institucionales. 

Empresarial. Incluye las colaboraciones con empresas, incubación de emprendimientos, 
licenciamiento de tecnologías, invitaciones de proyectos conjuntos, contratos de 
prestación de servicios y transferencia tecnológica. Esta dimensión busca que el 
laboratorio actúe como puente real entre academia y sector productivo. 
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Institucional. Corresponde a las políticas universitarias que respaldan al laboratorio: 
líneas de financiamiento estable, reconocimiento institucional, incentivos para 
investigadores, alineamiento con normativas externas y estándares como ISO 59004 y 
59010. La institucionalización es lo que permite que la propuesta no dependa solo de 
voluntades individuales. 

Fases operativas del modelo LUIS: el modelo se despliega mediante cinco fases 
secuenciales que permiten estructura y flexibilidad:  

1) Diagnóstico contextual local, donde se evalúa el entorno territorial como son 
las necesidades locales, actores clave, capacidades existentes, recursos humanos 
y técnicos disponible; esto permite adaptar el laboratorio al contexto específico 
del territorio. 

2) Diseño estratégico del laboratorio que, con base en el diagnóstico, se define el 
perfil del laboratorio: dimensiones prioritarias, líneas temáticas, estructura 
organizativa, aliados potenciales, metas e indicadores. 

3) Implementación operativa, que puede ser construcción (o adaptación) de 
infraestructura, contratación de personal, adquisición de equipamiento, 
establecimiento de protocolos, inicio de proyectos piloto y apertura al entorno. 

4) Monitoreo y evaluación, donde se aplican indicadores definidos para cada 
dimensión para medir desempeño, impactos, retos y aprendizajes. Es 
fundamental contar con mecanismos de retroalimentación periódica y ajuste. 

5) Escalamiento y réplica: si el laboratorio funciona con efectividad, se pasa a una 
fase de expansión, difusión y réplica en otros contextos universitarios o 
territoriales, adaptando el modelo según las lecciones aprendidas. 

Indicadores sugeridos y presupuestación estimada 

Para cada dimensión, se pueden definir indicadores cuantitativos y cualitativos. Por 
ejemplo: académica, que implica porcentaje de estudiantes con proyecto en el 
laboratorio / número de cursos integrados, tecnológica: nivel de disponibilidad operativa 
de equipos / tasa de renovación del equipamiento; social, que es el número de actividades 
de co-creación con comunidades / nivel de satisfacción de actores externos; organizativa 
que indica el número de unidades involucradas / claridad de estructura de gobernanza; 
empresarial, que implica monto de contratos con empresas / número de colaboraciones 
formales; y, finalmente, institucional, que es el porcentaje del presupuesto universitario 
asignado / permanencia del laboratorio ante cambios administrativos. 

Discusión crítica 

Comparación con experiencias internacionales 

En escenarios europeos y asiáticos ya existen laboratorios universitarios con fuerte 
inserción en los ecosistemas de innovación. Por ejemplo, novedosos “living labs” en 
ciudades europeas han logrado una integración territorial significativa al conectar 
autoridades locales, empresas y ciudadanos en proyectos de innovación urbana (Ballon 
et al., 2005; Teli et al., 2017). Estas experiencias muestran que la legitimidad social y el 

Abril (2026) 
Universidades Latinoamericanas y PINTEC: Innovación, Sostenibilidad y Desafíos Institucionales

 



 
 

            14 

diseño participativo son tan importantes como la capacidad técnica. 

No obstante, en esos contextos, las condiciones institucionales y financieras son mucho 
más estables. Lo que funciona en una universidad europea con fondos asegurados y 
marcos regulatorios consolidados no siempre es replicable en América Latina. En muchos 
casos, los laboratorios dependen de subsidios internacionales, de proyectos puntuales o 
de la agenda de línea de financiamiento externa, lo que los vuelve frágiles. 

Otra lección proviene del ámbito de los modelos de innovación sostenible en empresas: 
los modelos de negocio que adoptan la economía circular deben conjugar diseño de 
productos, logística inversa, cooperación de cadena y aceptación del mercado 
(Nosratabadi et al., 2019). En ese sentido, el modelo LUIS debe anticipar que no basta con 
prototipos: debe haber vías de sostenibilidad económica para que los resultados puedan 
sostenerse más allá del periodo de tesis o proyecto. 

La reciente estandarización ISO también aporta una crítica necesaria: las normas ISO 
59004 e ISO 59010 son nuevas herramientas para estructurar estrategias de economía 
circular en organizaciones. ISO 59004 define vocabulario, principios y directrices para 
implementar una economía circular en cualquier organización (ISO, 2024). ISO 59010 
complementa ese marco orientando cómo transitar modelos lineales hacia esquemas 
circulares en redes de valor y cadenas de negocio (ISO, 2024). La incorporación de esos 
estándares en el modelo LUIS es un acierto, pero exige capacidad técnica y de monitoreo 
que muchas universidades latinoamericanas aún no poseen. Si no se dispone de recursos 
técnicos, institucionales ni voluntad política, basarse en estándares internacionales puede 
volverse una carga en lugar de un habilitador. 

En términos operativos, la incorporación de los estándares ISO 59004 e ISO 59010 dentro 
del modelo LUIS no se plantea como un requisito formal, sino como una guía de 
referencia para orientar la organización interna de los laboratorios. En la práctica, estos 
estándares permiten estructurar criterios básicos para la gestión de recursos, la toma de 
decisiones y el seguimiento de procesos vinculados a la sostenibilidad. Por ejemplo, 
facilitan la identificación de flujos de valor, la evaluación de prácticas internas y la 
incorporación progresiva de principios de economía circular en las actividades del 
laboratorio. De esta manera, más que imponer un esquema rígido, su uso dentro del 
modelo LUIS busca ofrecer un marco flexible que ayude a ordenar las acciones, hacerlas 
más visibles y, sobre todo, darles continuidad en el tiempo. 

Además, reciente trabajo sobre innovación abierta y sostenibilidad advierte que los 
procesos de innovación no pueden ser “abiertos” sin límites: se necesita una gobernanza 
clara que defina qué datos compartir, qué actores participar, cómo manejar la propiedad 
intelectual y cómo garantizar la equidad en la participación (Princepe et al., 2025). En otras 
palabras, abrir el laboratorio sin marcos claros puede generar tensiones internas, pérdida 
de control o conflictos entre actores con distintas expectativas. 

Riesgos y limitaciones del modelo LUIS  

Al analizar el trabajo con el modelo LUIS en el contexto universitario, es posible reconocer 
que su desarrollo no depende únicamente de la propuesta conceptual, sino que, por el 
contrario, está intrínsecamente ligado a las condiciones reales en las que funcionan los 
laboratorios. De hecho, en la práctica, muchas de las dificultades no se manifiestan como 
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errores evidentes, sino más bien como situaciones complejas que se van construyendo 
con el tiempo y que, en consecuencia, influyen en la manera en que se sostienen las 
actividades. 

Además, aumentar el número de actividades no implica, necesariamente, que el 
laboratorio esté en condiciones reales de sostenerlas. Aunque estas tensiones no siempre 
se manifiestan como interrupciones inmediatas, sí van modificando el ritmo del trabajo y 
la manera en que las acciones se desarrollan con el tiempo. 

Finalmente, algo parecido ocurre cuando la innovación se entiende principalmente 
desde un enfoque técnico. Los resultados pueden ser visibles y valorados; sin embargo, si 
no se mantienen vínculos constantes con el entorno social y territorial, estos avances 
corren el riesgo de perder fuerza con el paso del tiempo. Por consiguiente, en estos casos, 
el trabajo realizado depende excesivamente de condiciones iniciales que no siempre se 
logran sostener a largo plazo. 

Condiciones necesarias para el éxito del modelo 

Para que el modelo LUIS no quede en papel, es imprescindible que se den ciertas 
condiciones estructurales mínimas: i) políticas universitarias claras y permanentes que 
trasciendan períodos de gobierno y reconozcan institucionalmente el papel del 
laboratorio; ii) presupuesto sostenido asignado desde planta, no solo depender de 
convocatorias externas; iii) capacitación y formación de personal especializado que pueda 
operar, gestionar y liderar el laboratorio; iv) estrategias de cofinanciamiento y alianzas 
público-privadas que permitan diversificar las fuentes de ingresos del laboratorio; v) 
gobernanza participativa y mecanismos institucionales que permitan la integración de 
facultades, departamentos, unidades de vinculación y unidades comunitarias; vi) 
infraestructura tecnológica adecuada y mantenimiento continuo, considerando 
obsolescencia y actualización; y, vii) cultura de monitoreo, evaluación, rendición de 
cuentas y mejora continua. 

Si esas condiciones se cumplen, el modelo LUIS puede moverse del nivel de propuesta 
ambiciosa a una realidad institucional creíble. 

Conclusiones 

Este ensayo ha pretendido mostrar que los laboratorios universitarios no tienen que 
seguir siendo entidades aisladas ni esfuerzos individuales que dependen del entusiasmo 
de quienes los lideran. Si se estructuran bien, esos laboratorios pueden actuar como 
puentes integradores entre el conocimiento universitario, el sector productivo, la 
comunidad y las políticas territoriales. 

La propuesta del modelo LUIS—con sus seis dimensiones (académica, tecnológica, social, 
organizativa, empresarial e institucional) y cinco fases operativas— busca aportar una hoja 
de ruta técnica, pero también una invitación a repensar el rol universitario en claves de 
sostenibilidad territorial. Su validación con expertos y su alineamiento con estándares 
internacionales como ISO 59004 e ISO 59010 le confieren un respaldo importante, aunque 
también plantean exigencias técnicas que deben calibrarse con la realidad institucional. 
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Las lecciones de la encuesta PINTEC brasileña confirman hoy lo que muchas 
universidades latinoamericanas ya viven: colaboración universidad–empresa escasa, 
concentración en temas visibles (residuos, reciclaje), déficit de personal calificado y 
fragilidad institucional. Esas barreras no son anecdóticas; forman parte del ecosistema 
estructural de la región. Por eso, el modelo Laboratorios Universitarios De Innovación 
Social debe diseñarse con mecanismos de mitigación, no con ingenuidad. 

De la misma forma, resulta innegable que la innovación no puede sostenerse solo con 
resultados técnicos fríos. Por el contrario, mantener una relación constante y viva con el 
territorio, revisar nuestras propias formas de organización y reflexionar honestamente 
sobre cómo se desarrollan nuestras actividades que aparecen como indispensables para 
brindar la estabilidad que los laboratorios requieren. En consecuencia, más que buscar 
soluciones cerradas o manuales de instrucciones perfectos (que la verdad, no existen), se 
vuelve fundamental que las universidades se pregunten activamente cómo 
acompañar realmente estos procesos, qué condiciones humanas y materiales requieren 
para sostenerse y de qué manera pueden adaptarse a los cambios sin perder su sentido 
formativo esencial. Al final del día, se trata de personas trabajando para personas. 
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Artículos 

Desacoplamiento Institucional: Brecha entre 
Política Formal y Práctica de Trabajo Decente 

Institutional Decoupling: Gap between Formal Policy and Decent Work Practice 
 

María Del Pilar Alcívar Pinto2 
 

Resumen. El propósito es analizar la persistencia del desacoplamiento institucional en el 
ámbito laboral, es decir, la brecha entre los compromisos de Responsabilidad Social 
Empresarial y la práctica real del Trabajo Decente. Se sostiene que la vulneración de 
derechos no se explica únicamente por la búsqueda de eficiencia, sino por la acción 
deliberada del poder que permite a las organizaciones adoptar estructuras formales. Se 
busca superar las tendencias degenerativas del neoinstitucionalismo que simplifican la 
agencia y la estructura. La metodología que se usa es una revisión de literatura 
exploratoria que integra la Teoría Institucional, la Elección Racional y la Teoría del Poder. 
El análisis demuestra que el desacoplamiento es un ejercicio de poder asimétrico 
sostenido por la adopción ceremonial de estructuras. Se concluye que el poder de agenda 
y, fundamentalmente, el poder ideológico son los motores que naturalizan la precariedad, 
ofreciendo un aporte a la gestión de la sustentabilidad social y la coherencia empresarial. 

Palabras claves: desacoplamiento; trabajo decente; teoría institucional; responsabilidad 
social; poder organizacional. 

Abstract. The purpose is to analyze the persistence of institutional decoupling in the labor 
field, that is, the gap between Corporate Social Responsibility (CSR) commitments and 
the actual practice of Decent Work. It is argued that the violation of rights is not solely 
explained by the pursuit of efficiency, but rather by the deliberate action of power that 
allows organizations to adopt formal structures. The aim is to overcome the degenerative 
tendencies of neo-institutionalism that simplify agency and structure. The methodology 
used is an exploratory literature review that integrates Institutional Theory, Rational 
Choice, and Power Theory. The analysis demonstrates that decoupling is an exercise of 
asymmetric power sustained by the ceremonial adoption of structures. It is concluded 
that agenda power and, fundamentally, ideological power are the drivers that naturalize 
precariousness, offering a contribution to the management of social sustainability and 
corporate coherence. 

Keywords: decoupling; decent work; institutional theory; social responsibility; 
organizational power. 
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Introducción 

La administración moderna reconoce que el Trabajo Decente constituye un imperativo 
social y ético que trasciende la mera relación económica (Atencio, Arrias, Coronel, y 
Ronquillo, 2020). Este reconocimiento impulsa a las organizaciones a adoptar 
compromisos formales con la Responsabilidad Social Empresarial (RSE) y la 
Sustentabilidad Social, asumiendo políticas que se alinean con los estándares globales.  

En este sentido, la Teoría Institucional establece que las empresas están sujetas a 
presiones isomórficas que las obligan a mimetizar estructuras para parecer legítimas 
(DiMaggio y Powell, 1983); sin la adopción de estas estructuras, la organización enfrenta 
la inminente pérdida de legitimidad (Suchman, 1995). A pesar de este impulso formal, la 
persistencia de la precariedad laboral a nivel global sugiere una falla en la 
implementación, lo que nos dirige al fenómeno del desacoplamiento. 

Sin embargo, esta presión social se contrapone a la racionalidad económica, la cual busca 
constantemente maximizar el provecho de los recursos disponibles (García-Ruiz, 1999). El 
conflicto entre el deber ser social y el interés propio empresarial se manifiesta en una 
brecha persistente entre la política formal (la promesa de RSE) y la práctica real de los 
derechos laborales. Esta discrepancia se ha denominado desacoplamiento institucional, 
un fenómeno donde las estructuras formales se adoptan como mito y ceremonia para 
obtener legitimidad externa, sin alterar las rutinas operacionales internas (Meyer y Rowan, 
1977). 

El presente artículo se delimita a la articulación de tres marcos: la Teoría Institucional 
(NIS), la Teoría de la Elección Racional y la Teoría del Poder (Lukes, 2005), con el fin de 
explicar dicha incoherencia. Para evitar las tendencias degenerativas de la literatura 
institucional tradicional —que suele simplificar la relación entre agencia y estructura al 
enfocarse excesivamente en la adaptación pasiva (Modell, 2022) —, este trabajo busca 
llenar dicho vacío argumentando que las formulaciones iniciales del NIS subestimaron el 
papel central del conflicto y el poder como mediadores (Greenwood, Oliver, Sahlin, y 
Suddaby, 2008). Así, la perspectiva radical de Lukes (2005) emerge como la herramienta 
idónea para analizar la manipulación activa de la agenda y la ideología que sostienen la 
brecha de la precariedad laboral. 

Por lo tanto, la contribución esperada de este análisis es doble: primero, ofrecer una 
síntesis teórica multinivel que supere el determinismo estructural del NIS; y segundo, 
proporcionar un marco conceptual para analizar la coherencia empresarial en RSE, 
fundamental para la gestión de la sustentabilidad social. Con base en lo expuesto, el 
objetivo de este trabajo es determinar la capacidad analítica de la interacción entre la 
Teoría Institucional, la Teoría de la Elección Racional y la Teoría del Poder para explicar los 
mecanismos causales que permiten y sostienen el desacoplamiento institucional en las 
prácticas laborales.  

Este trabajo se diferencia de las aproximaciones previas al desacoplamiento institucional, 
tales como la propuesta seminal de Oliver (1991) o las lecturas críticas recientes centradas 
en la legitimidad simbólica, en que introduce una perspectiva multinivel que articula la 
racionalidad económica, la legitimidad institucional y el poder asimétrico como 
mecanismos causales interdependientes. A diferencia de los modelos clásicos que 
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explican el desacoplamiento como una respuesta adaptativa o pasiva a las presiones 
externas, este estudio lo conceptualiza como un ejercicio deliberado de poder 
organizacional, orientado a gestionar la coherencia aparente entre el discurso normativo 
y la práctica real. De este modo, la novedad teórica del trabajo reside en la integración del 
marco de Lukes (2005) dentro del análisis institucional, permitiendo observar el 
desacoplamiento no solo como un fenómeno estructural, sino también como una 
estrategia política de gestión de la legitimidad. 

Este análisis está guiado por dos preguntas de investigación que orientan la revisión de 
la literatura: ¿Cómo el ejercicio del poder asimétrico (Lukes, 2005) se articula con las 
presiones isomórficas (DiMaggio y Powell, 1983) para explicar la adopción ceremonial 
(Meyer y Rowan, 1977) de políticas de Responsabilidad Social en el ámbito laboral? Y ¿En 
qué medida el poder de agenda y el poder ideológico (Lukes, 2005) sostienen 
activamente la brecha (desacoplamiento) entre la política formal y la práctica real en la 
gestión de la sustentabilidad social? 

El artículo se fundamenta en una aproximación metodológica de naturaleza teórico-
bibliográfica de tipo cualitativo. Esta selección obedece al propósito central de la 
investigación, el cual es la integración conceptual y la construcción de un marco analítico 
que permita explicar un fenómeno complejo. Se sigue un enfoque propio de la 
investigación que busca construir teoría a partir de la articulación rigurosa de marcos 
diversos (Eisenhardt, 1989). 

Para garantizar transparencia y rigor en la revisión teórica, se definieron criterios claros 
para seleccionar las fuentes del marco conceptual. En total, se analizaron 
aproximadamente cuarenta fuentes académicas de carácter indexado, priorizando 
artículos de alto impacto y obras fundacionales vinculadas con la Teoría Institucional, la 
Teoría de la Elección Racional y la Teoría del Poder. La búsqueda se desarrolló en bases 
especializadas —Scopus, Web of Science y Scielo—; se emplearon combinaciones de 
palabras clave asociadas a desacoplamiento institucional, trabajo decente y poder 
organizacional. Asimismo, se aplicaron criterios de inclusión relacionados con la 
relevancia teórica, la coherencia conceptual y la actualidad (últimos diez años), se 
excluyeron los textos de carácter divulgativo o carentes de respaldo empírico. Este 
procedimiento garantizó que las fuentes seleccionadas respondieran a la lógica de 
integración teórica multinivel que orienta el presente trabajo. 

El proceso se concretó en una revisión de literatura exploratoria y dirigida, centrada en la 
articulación de tres cuerpos teóricos fundamentales: la Teoría Institucional (NIS), la Teoría 
de la Elección Racional y la Teoría del Poder (Lukes, 2005). El objetivo metodológico de 
esta revisión fue construir un marco analítico que integre de manera rigurosa el papel 
central del conflicto y el poder como mecanismos causales. 

El análisis resultante consiste en la síntesis e interacción de estos marcos, con el fin de 
determinar los mecanismos causales que permiten y sostienen activamente el 
desacoplamiento institucional en las prácticas laborales. El resultado final de este 
ejercicio es la proposición de un Modelo Conceptual (Figura 1) y una Tabla de Mecanismos 
Causales (Tabla 1), que buscan dotar al estudio de la sustentabilidad social de una 
hipótesis de rango medio robusta y lista para ser sometida a prueba empírica en futuras 
investigaciones.  
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El desarrollo del artículo está organizado en secciones secuenciales. Después de esta 
introducción, la sección comienza con la aproximación metodológica de revisión 
bibliográfica; posteriormente, desarrolla los tres argumentos conceptuales clave: la 
tensión entre la presión institucional y la legitimidad, el conflicto entre racionalidad y 
agencia, y el papel determinante del poder como mecanismo de desacoplamiento. 
Finalmente, presenta una reflexión crítica sobre las fortalezas y limitaciones del modelo 
teórico, y concluye con las implicaciones y el aporte central de este análisis. 

Análisis y Discusión Conceptual: El Mecanismo de la Brecha 

Presión Institucional y el Imperativo de la Legitimidad 

El estudio de las organizaciones en la época moderna no se restringe únicamente al 
examen de la racionalidad económica o la eficiencia interna, sino que requiere una 
profunda consideración del entorno cultural y normativo que las moldea. En este 
contexto, la presión institucional emerge como un mecanismo que orienta los procesos 
decisorios de las entidades hacia la conformidad, estableciendo un imperativo de la 
legitimidad como condición esencial para la supervivencia.  

Las instituciones, entendidas como las "reglas del juego" que estructuran la interacción 
humana (North, 1990), determinan un marco de actuación que impulsa a las 
organizaciones a adoptar estructuras y prácticas socialmente aceptadas. Por lo tanto, el 
marco institucional desempeña una función importante en el rendimiento de una 
economía, trascendiendo la lógica puramente transaccional (North, 1990). 

En este sentido, la teoría institucional moderna, desarrollada por autores clave, explica la 
uniformidad observada en los campos organizacionales a través del concepto de 
isomorfismo. DiMaggio y Powell (1983) postulan que la estructura formal de las 
organizaciones converge no solo por la competencia, sino por una necesidad de imitar o 
de ajustarse a las expectativas externas.  

Este isomorfismo, que puede ser coercitivo, mimético o normativo, fuerza a las entidades 
a asemejar sus características a aquellas que el entorno considera apropiadas (De Freitas 
y Da Silveira, 2021). Además, esta necesidad de conformidad se vincula intrínsecamente 
con la idea de que la estructura formal de las organizaciones institucionalizadas funciona 
a menudo como un mero "mito y ceremonia", más que como una expresión de la 
eficiencia técnica real (Meyer y Rowan, 1977). 

El núcleo de esta dinámica reside en el imperativo de la legitimidad. Mark Suchman (1995) 
identifica la legitimidad organizacional como la percepción o asunción generalizada de 
que las acciones de una entidad son deseables, adecuadas o apropiadas dentro de un 
sistema de normas, valores, creencias y definiciones socialmente construidas.  

De forma más específica, la legitimidad se manifiesta en tres formas: pragmática, basada 
en el autointerés de la audiencia; moral, fundamentada en la aprobación normativa; y 
cognitiva, ligada a la comprensibilidad y la condición de dar por sentada la existencia y 
funcionamiento de la organización (Suchman, 1995). Consecuentemente, la búsqueda de 
este reconocimiento social se convierte en una estrategia fundamental para garantizar el 
flujo de recursos y la estabilidad. 
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El foco en la legitimidad confronta la visión clásica de la racionalidad.  García (1999) indica 
que, tradicionalmente, la racionalidad se asocia con "la capacidad para obtener el máximo 
provecho de los recursos o, como dice H. Simón, a la capacidad para resolver problemas 
siguiendo el camino más corto" (García-Ruiz, 1999), vinculando la racionalidad con la 
eficiencia económica.  

Sin embargo, en un entorno institucionalizado, la adopción de prácticas legitimadas a 
menudo se impone sobre la consideración estricta de la eficiencia. Un ejemplo de esta 
tensión se observa en el ámbito empresarial moderno, donde las organizaciones se 
encuentran en la interacción entre las presiones institucionales, que exigen prácticas 
socialmente responsables como la observancia de los derechos laborales, y los procesos 
decisorios internos, que priorizan la eficiencia y la competitividad (Alcívar-Pinto, 2025). De 
esta forma, la legitimidad institucional opera como una restricción o una guía que 
complejiza la toma de decisiones. 

Finalmente, la perspectiva institucional, consolidada a lo largo del tiempo (Greenwood et 
al., 2008), demuestra que las organizaciones son estructuras sociales profundamente 
arraigadas en el orden cultural y normativo. El éxito de una entidad no reside solo en su 
capacidad de ser rentable, sino en su habilidad para ser percibida como justa, adecuada 
y necesaria por su entorno. De este modo, la presión institucional no representa un mero 
obstáculo externo, sino una fuerza constitutiva que define la forma y el propósito de la 
vida organizacional, transformando la legitimidad en el valor primordial que orienta el 
cambio y asegura la permanencia. 

Racionalidad, Eficiencia y la Agencia del Desacoplamiento 

El desacoplamiento es la respuesta a la tensión inherente entre las diversas lógicas 
institucionales que configuran el campo organizacional. Por un lado, se encuentra la 
lógica del mercado o rentabilidad, la cual impulsa de manera prioritaria a las 
organizaciones a buscar la eficiencia y la minimización de costos, una perspectiva que se 
alinea con la Teoría de la Elección Racional (North, 1990).  

No obstante, es crucial reconocer que la Teoría de la Elección Racional se ve limitada por 
su enfoque en la racionalidad perfecta, lo cual ignora la complejidad social y la naturaleza 
inherentemente restringida de la acción humana (Bunge, 1995). Por otro lado, la lógica 
ética o social impone el respeto al Trabajo Decente y la gestión responsable. El conflicto 
estructural se materializa cuando la implementación efectiva de los derechos laborales 
se evalúa internamente como una limitación directa a la eficiencia económica. 

Desde una perspectiva weberiana, este conflicto puede comprenderse como la colisión 
entre la racionalidad instrumental —orientada a la maximización de medios y 
resultados— y la racionalidad sustantiva, que obedece a valores y fines éticos (Weber, 
2002). En la práctica, las organizaciones oscilan entre ambas racionalidades para sostener 
su legitimidad. 

Esta tensión genera decisiones ambivalentes, donde la eficiencia técnica tiende a 
imponerse sobre los valores institucionales. Habermas (1998) advierte que cuando el 
sistema económico coloniza el mundo de la vida, la acción comunicativa y el consenso 
ético se debilitan, transformando la legitimidad en una formalidad vacía. Así, el 
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desacoplamiento refleja la sustitución del diálogo ético por la lógica de la eficiencia, un 
síntoma de la colonización del sistema económico sobre las normas sociales. 

La brecha entre la norma y la práctica se mantiene activamente gracias a la agencia 
organizacional, la cual dista de ser pasiva. Por el contrario, requiere del trabajo 
institucional (Lawrence y Suddaby, 2006) para sostener el desacoplamiento. Este trabajo 
consiste en acciones deliberadas y estratégicas de los actores para mantener la 
separación entre la política declarada y la práctica operativa.  

En este marco, la agencia no solo actúa en función de intereses económicos, sino que 
también opera como una construcción cognitiva y moral. Los actores organizacionales 
justifican su comportamiento mediante narrativas racionalizadoras (“cumplimos con lo 
posible”, “seguimos los estándares internacionales”) que les permiten sostener la 
identidad institucional sin alterar la estructura real. Así, la agencia se convierte en el 
vehículo que traduce la racionalidad instrumental en legitimidad aparente, haciendo del 
desacoplamiento una práctica sostenida por la justificación moral del incumplimiento. 

Para ilustrar esta dinámica en un contexto contemporáneo, el modelo de negocio de 
ciertas plataformas digitales de entrega resulta particularmente revelador. En este sector, 
las organizaciones suelen promover un discurso público de 'flexibilidad', 'autonomía' y 
'emprendimiento' que legitima su modelo ante la sociedad y los inversores, actuando 
como mito y ceremonia. Sin embargo, en la práctica operativa, los algoritmos de 
asignación y las tarifas configuran una relación laboral asimétrica que evade regulaciones 
formales y traslada los riesgos operativos al trabajador. Así, el poder organizacional 
silencia activamente las discusiones sobre seguridad social o derechos laborales 
priorizando la eficiencia financiera sobre la sustentabilidad social. 

Este proceso se logra, por ejemplo, redefiniendo de manera sutil los límites de la 
Responsabilidad Social Empresarial o manipulando las percepciones sobre lo que 
constituye el cumplimiento. Así, el desacoplamiento se concibe como una estrategia 
activa que emerge de la intersección de lógicas institucionales contradictorias (Thornton, 
Ocasio, y Lounsbury, 2015), donde el actor organizacional asume la responsabilidad de 
filtrar y justificar la priorización de la lógica de la rentabilidad sobre la social. 

De este modo, la racionalidad del desacoplamiento no es irracional, sino selectivamente 
racional: elige qué valores sostener según la conveniencia del contexto. Este tipo de 
racionalidad “estratégica” busca preservar simultáneamente la eficiencia interna y la 
legitimidad externa, configurando lo que March y Olsen (1989) denominaron una “lógica 
de la conveniencia institucional”. Tal lógica permite que las empresas mantengan un 
discurso normativo alineado con los derechos laborales, mientras internamente 
optimizan sus recursos mediante prácticas precarizadoras. 

El análisis de la agencia resulta fundamental, puesto que las tendencias degenerativas en 
la investigación institucional a menudo provienen de un énfasis unilateral, ya sea en el 
papel de las instituciones preexistentes o, a la inversa, en la agencia humana (Modell, 
2022). La integración de ambos polos es lo que permite visualizar el desacoplamiento 
como el resultado de la decisión organizacional. Por consiguiente, la elección de adoptar 
ceremonialmente una estructura para garantizar la legitimidad (Meyer y Rowan, 1977) se 
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justifica internamente mediante la racionalidad económica, pero es sostenida por la 
agencia que activamente evita los costos de la implementación real. 

En síntesis, la racionalidad, la eficiencia y la agencia del desacoplamiento conforman un 
triángulo analítico donde cada vértice sostiene al otro: la racionalidad define el marco 
justificativo, la eficiencia determina el incentivo operativo y la agencia ejecuta la 
estrategia de separación. Este triángulo explica por qué la brecha entre la política formal 
y la práctica real no es un error de implementación, sino una arquitectura deliberada del 
poder organizacional. 

El Papel Determinante del Poder en el Mantenimiento de la Brecha 

El mecanismo fundamental que faculta a las organizaciones para gestionar el conflicto 
entre la legitimidad y la eficiencia, y para sostener activamente el desacoplamiento, es el 
poder asimétrico. La Teoría Institucional, en sus formulaciones iniciales, limitó su 
capacidad de explicar el cambio o la inercia debido a que no integró de manera 
sistemática el papel del poder y el conflicto como fuerzas estructurantes (Greenwood et 
al., 2008). Por esta razón, el análisis se apoya en la perspectiva radical de Steven Lukes 
(2005), la cual concibe el poder en tres dimensiones, cada una de ellas actuando como un 
motor que perpetúa la brecha de coherencia. 

En primer lugar, el poder de decisión (la primera dimensión) se manifiesta a través de 
acciones explícitas que priorizan la rentabilidad (Lukes, 2005). Esto se observa en las 
elecciones gerenciales que favorecen, por ejemplo, modelos de contratación precarios o 
la simulación contractual, aun a costa de la normativa laboral. Esta manifestación del 
poder asegura que la maximización del provecho económico (North, 1990) se concrete en 
la práctica. 

En segundo lugar, el poder de agenda (la segunda dimensión) opera de manera más sutil, 
ejerciendo la capacidad de silenciar o desviar los temas críticos de Trabajo Decente (tales 
como la formalización laboral o la mejora salarial) de la discusión formal dentro de la 
gerencia (Lukes, 2005). Este poder limita el alcance de las presiones isomórficas 
(DiMaggio y Powell, 1983), garantizando que las políticas formales adoptadas solo 
aborden temas cómodos para la dirección y que los costos asociados a una 
implementación real no lleguen a la mesa de decisiones. 

Finalmente, el poder ideológico (la tercera dimensión) es el más profundo y estructural 
(Lukes, 2005). Este poder se refiere a la capacidad de moldear las percepciones, las 
creencias y las expectativas, logrando la naturalización de condiciones precarias. Se ejerce 
a través de narrativas empresariales que presentan la vulneración de derechos como 
"sacrificios necesarios" para la supervivencia del negocio, o como parte ineludible de una 
"cultura de esfuerzo" (Lukes, 2005).  

Este proceso logra que los propios trabajadores interioricen la brecha y la consideren 
legítima o inevitable. En síntesis, las tres dimensiones del poder actúan como un sistema 
de filtrado robusto, permitiendo a la organización mantener la fachada de RSE 
(legitimidad) mientras prioriza la eficiencia económica sin confrontación interna. 

 

Alcívar (2026) 
Desacoplamiento Institucional: Brecha entre Política Formal y Práctica de Trabajo Decente

 



 
 

            25 

En esta dinámica, el poder ideológico desempeña un papel especialmente persistente, al 
reconfigurar los marcos cognitivos mediante los cuales los actores interpretan la 
desigualdad como algo natural o incluso funcional. De este modo, el poder no solo 
disciplina la acción, sino también el pensamiento, consolidando estructuras simbólicas 
que refuerzan la obediencia organizacional. En consecuencia, el desacoplamiento deja de 
ser una anomalía para convertirse en un componente estructural del orden institucional 
contemporáneo, donde la legitimidad aparente se sostiene a través de la aceptación 
social del conflicto y la precariedad. 

A continuación, la Tabla 1 sintetiza los mecanismos causales propuestos que explican la 
interacción entre las lógicas institucionales y las tres dimensiones del poder asimétrico 
que sostienen el desacoplamiento: 

Tabla 1 

Mecanismos del Poder Asimétrico en el Proceso de Desacoplamiento Institucional 

Presión Institucional 
(Fuente Externa) 

Mecanismo de Poder 
(Dimensión Lukes) 

Lógica Organizacional 
Interna 

Resultado: Manifestación 
del Desacoplamiento 

 
Coercitiva (Leyes, OIT, 

Fiscalización) 
 

Poder de Decisión (1D: 
Elecciones Explícitas) 

Racionalidad 
Instrumental y Búsqueda 
de Eficiencia (North, 1990) 

Adopción Ceremonial de 
Políticas (Mito y 

Ceremonia; (Meyer y 
Rowan, 1977)) 

Normativa (Códigos de 
Ética, RSE, ONGs) 

 

Poder de Agenda (2D: 
Control de la Discusión) 

Trabajo Institucional 
Activo (Lawrence y 

Suddaby, 2006) 

Silenciamiento de Temas 
Sensibles (ej. precariedad, 

bajos salarios) 

Cognitiva (Valores, 
Creencias sociales) 

Poder Ideológico (3D: 
Moldeamiento de 

Percepciones) 

Gestión de la Legitimidad 
(Suchman, 1995) 

Naturalización de la 
Brecha (Es el precio por 

tener empleo; Lukes, 
2005) 

Nota: Elaboración propia a partir de la integración de la Teoría Institucional (Risi, Vigneau, Bohn y 
Wickert, 2023), la Teoría de la Elección Racional (North, 1990) y la Teoría del Poder (Lukes, 2005). 
Copyright 2023 por Wiley-Blackwell, 1990 por Cambridge University Press y 2005 por Palgrave 
Macmillan. 

La tabla articula que, ante cada tipo de Presión Institucional (coercitiva, normativa o 
cognitiva), la organización responde ejerciendo una dimensión específica del Poder 
Asimétrico (decisión, agenda o ideológico). Este ejercicio de poder se fundamenta en una 
Lógica Interna que prioriza la eficiencia o la legitimidad, lo cual se traduce en un 
Resultado concreto del desacoplamiento (adopción ceremonial, silenciamiento de temas 
o naturalización de la brecha).  

De este modo, la tabla permite visualizar cómo el poder opera como un mecanismo 
filtrador que selecciona qué presiones institucionales serán internalizadas y cuáles serán 
neutralizadas en el proceso decisorio. Esta lectura ofrece una comprensión más precisa 
de la coherencia aparente que las organizaciones proyectan hacia el entorno, al tiempo 
que revela la intencionalidad política que subyace en la gestión de la legitimidad. 

Para complementar la síntesis tabular, la figura 1 ofrece una representación visual del flujo 
propuesto, ilustrando la dinámica causal del desacoplamiento. 
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Figura 1. Modelo Conceptual del Desacoplamiento medido por el poder asimétrico Nota: Elaboración 
propia a partir de “Institutional Theory-based Research on Corporate Social Responsibility: Bringing 
Values Back In”, por D. Risi, L. Vigneau, S. Bohn y C. Wickert, 2023, International Journal of Management 
Reviews, 25 (1), p. 3; Institutions, Institutional Change and Economic Performance, por D. C. North, 1990, 
Cambridge University Press; y Power: A Radical View (2nd ed.), por S. Lukes, 2005, Palgrave Macmillan. 
Copyright 2023 por Wiley-Blackwell, 1990 por Cambridge University Press y 2005 por Palgrave 
Macmillan. 

En el diagrama, el flujo conceptual parte de la Entrada de las Presiones Institucionales 
(isomorfismo), que inciden en el Mecanismo Filtrador del Poder Asimétrico (Lukes). Este 
mecanismo, al operar en sus tres dimensiones, media la respuesta organizacional, 
generando la Salida del Desacoplamiento: una divergencia sistémica entre la Política 
Formal (orientada a la Legitimidad) y la Práctica Real (orientada a la Eficiencia y marcada 
por la precariedad). 

Reflexión Crítica: Fortalezas, Limitaciones y Oportunidades del Estudio 

El presente trabajo, como toda contribución académica, posee un conjunto de fortalezas 
y limitaciones que son cruciales exponer, pues guían las oportunidades para la 
investigación futura. La principal fortaleza de esta aproximación conceptual reside en la 
integración teórica multinivel propuesta.  

Al articular el Neoinstitucionalismo Sociológico con la Teoría de la Elección Racional y, de 
manera determinante, con la perspectiva tri-dimensional del poder de Lukes (2005), se 
ofrece un marco analítico capaz de superar el determinismo estructural. Esto permite 
conceptualizar el desacoplamiento no como una simple adaptación pasiva, sino como un 
ejercicio activo y estratégico de poder que gestiona la coherencia (Risi, Vigneau, Bohn, y 
Wickert, 2023) 
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Sin embargo, el diseño metodológico de este artículo de revisión teórica impone una 
limitación inherente: la ausencia de evidencia empírica directa. El trabajo se fundamenta 
en la interpretación conceptual de marcos existentes (Eisenhardt, 1989), lo cual, si bien 
garantiza la solidez teórica, requiere de validación en contextos organizacionales reales. 

Esta limitación se relaciona con las advertencias sobre las tendencias degenerativas en la 
investigación institucional, que surgen de un énfasis unilateral en la agencia o en la 
estructura, sin lograr articularlas de forma rigurosa (Modell, 2022). Por ello, el modelo 
teórico presentado demanda una aplicación empírica que pruebe la capacidad predictiva 
de los mecanismos de poder en un campo organizacional concreto. 

Precisamente en esta limitación, reside la principal oportunidad de proyección del 
estudio. El modelo conceptual desarrollado se constituye como una hipótesis de rango 
medio robusta que debe ser sometida a prueba. Las futuras líneas de investigación tienen 
la oportunidad de evaluar empíricamente cómo el poder de agenda y el poder ideológico 
(Lukes, 2005) se manifiestan en contextos de alta presión coercitiva, como el sector textil 
o cadenas de suministro globales.  El estudio de casos múltiples, por ejemplo, podría 
desentrañar las narrativas internas que naturalizan la precariedad y contrastarlas con las 
políticas de RSE formalmente declaradas (Suchman, 1995), cerrando así el ciclo entre la 
teoría y la evidencia práctica en la gestión de la sustentabilidad social. 

Conclusión 

El aporte central de este trabajo reside en ofrecer una síntesis teórica multinivel que, al 
incorporar la perspectiva radical del poder, proporciona el mecanismo causal que faltaba 
en las formulaciones iniciales de la Teoría Institucional. Este marco conceptual trasciende 
el determinismo estructural del Neoinstitucionalismo Sociológico (NIS) al integrar la 
racionalidad económica y demostrar que el desacoplamiento es un ejercicio activo de 
poder asimétrico, y no una simple adaptación pasiva, para sostener la brecha persistente 
entre la política formal (mito y ceremonia) y la práctica real (precariedad).  

Como resultado, esta integración conceptual fortalece los estudios de Sustentabilidad 
Social, dotándolos de herramientas más robustas para comprender la incoherencia 
empresarial y sus fundamentos estructurales. La Tabla de Mecanismos Causales (Tabla 1) 
y el Modelo Conceptual (Figura 1) constituyen una hipótesis de rango medio que articula 
cómo la Presión Institucional (coercitiva, normativa, cognitiva) es filtrada por las tres 
dimensiones del poder asimétrico de Lukes. Desde esta perspectiva, el análisis identifica 
al poder como el factor estructural que naturaliza la violación de los derechos laborales 
en aras de la eficiencia.  

Asimismo, desde una perspectiva aplicada, el análisis adquiere relevancia práctica para el 
Gerenciamiento, en la medida en que demuestra que la coherencia organizacional 
depende de desafiar activamente las tres dimensiones del poder. El liderazgo empresarial 
debe reconocer que la coherencia organizacional depende de desafiar activamente las 
tres dimensiones del poder, particularmente el Poder de Agenda, que silencia temas 
críticos (como la mejora salarial o la formalización), y el Poder Ideológico, que moldea las 
percepciones y logra la interiorización de la precariedad por parte de los propios 
trabajadores. 
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De igual manera, para los Organismos de Fiscalización y la Política Pública —
particularmente en economías como la mexicana, donde el cumplimiento laboral está 
bajo vigilancia—, se plantea que las regulaciones no deben centrarse únicamente en la 
existencia de políticas formales (Poder de Decisión), sino también en la vigilancia del 
Poder de Agenda y del Poder Ideológico, los cuales tienden a naturalizar la precariedad y 
a debilitar la efectividad normativa, requiriendo un enfoque más allá del cumplimiento 
documental.  

Para las líneas futuras de investigación, se considera imperativo trascender el análisis 
teórico del desacoplamiento institucional y, por consiguiente, someter a prueba 
empíricamente el modelo conceptual propuesto con el fin de validar su capacidad 
predictiva. En este sentido, se proponen tres ejes de investigación empírica que 
operacionalizan las dimensiones del poder asimétrico de Lukes (2005) en contextos 
organizacionales concretos: la evaluación de narrativas internas, el estudio de los 
mecanismos de resistencia de actores subordinados, y la comparación sectorial entre 
campos organizacionales con lógicas institucionales diferenciadas. 

Tabla 2 

Futuras Investigaciones Empíricas 

Eje de 
Investigación Objetivo Principal 

Mecanismo Central 
del Poder de Lukes 

a Estudiar 
Relevancia y Aplicación 

Evaluación de 
Narrativas 

Investigar los discursos 
internos de gerentes y 

trabajadores para desentrañar 
cómo el Poder Ideológico 

legitima el incumplimiento de 
los derechos laborales. 

Poder Ideológico 
(3D) 

Busca entender la 
naturalización de la 

precariedad ("sacrificios 
necesarios" o "cultura de 

esfuerzo"). 

Estudio de los 
Mecanismos de 

Resistencia 

Analizar cómo la agencia de 
los actores subordinados 
(trabajadores, sindicatos) 

puede desestabilizar la agenda 
gerencial. 

Poder de Agenda 
(2D) 

Examina cómo se puede 
promover un acoplamiento 

real entre el discurso de RSE y 
la práctica, aprovechando las 

presiones isomórficas. 

Comparación 
Sectorial 

Contrastar la capacidad 
predictiva del modelo en 

distintos campos 
organizacionales con 

diferentes lógicas 
institucionales dominantes. 

Poder de Decisión 
(1D), Poder de 
Agenda (2D) 

Permite comparar el sector 
financiero frente al 

manufacturero para observar 
cómo varían los mecanismos 

de desacoplamiento. 

Nota: Elaboración propia a partir de la articulación conceptual de la Teoría Institucional (Risi, Vigneau, 
Bohn y Wickert, 2023), la Teoría de la Elección Racional (North, 1990) y la Teoría del Poder (Lukes, 2005), 
aplicadas al estudio del desacoplamiento institucional. Copyright 2023 por Wiley-Blackwell, 1990 por 
Cambridge University Press y 2005 por Palgrave Macmillan. 

Los tres ejes presentados en la Tabla 2 no son independientes entre sí, sino que se 
articulan como un programa de investigación progresivo. La evaluación de narrativas 
provee la base interpretativa para comprender cómo el poder ideológico naturaliza la 
precariedad; el estudio de los mecanismos de resistencia introduce la perspectiva de la 
agencia subordinada como fuerza capaz de desestabilizar la agenda gerencial; y la 
comparación sectorial permite contrastar y generalizar la capacidad predictiva del 
modelo en distintos campos organizacionales. En conjunto, estas tres líneas constituyen 
el camino empírico para someter a prueba la hipótesis de rango medio que este trabajo 
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propone, cerrando el ciclo entre la construcción teórica y la evidencia práctica en la 
gestión de la sustentabilidad social. 

Finalmente, el análisis subraya que la verdadera coherencia en la Responsabilidad Social 
no radica en la mera documentación de compromisos, sino en la voluntad política de la 
dirección para desmantelar las estructuras internas de poder que sostienen la brecha 
organizacional. En suma, este constituye el auténtico desafío para la administración del 
siglo XXI, comprometida no solo con la eficiencia económica, sino también con la 
transformación ética y estructural de las relaciones de poder dentro de las organizaciones.  
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Artículos 

Compras Públicas Inclusivas y la Dinamización 
de las PYME 

Inclusive Public Procurement and the Revitalization of SMEs 
 

Wilson Enrique Araque Jaramillo3 
Andrés Jorge Argüello Salazar4 

Jairo Israel Rivera Vásquez5 
  

Resumen. Las compras públicas en América Latina y el Caribe representan, en promedio, 
el 8,6 % del Producto Interno Bruto (PIB), mientras que en Ecuador representan cerca del 
doble de ese promedio, con 16 % del PIB. En este campo, las compras públicas inclusivas 
tienen la potencialidad de abordar barreras estructurales y mejorar el impacto social del 
gasto público. El objetivo de este documento es analizar las compras públicas inclusivas 
y la dinamización de las pequeñas y medianas empresas (PYME) en el Ecuador. Para ello, 
se emplea una metodología cuantitativa que se fundamenta en información primaria 
recopilada en 553 empresas a nivel nacional entre mayo y julio de 2025. Los principales 
hallazgos del estudio indican que la participación en las compras públicas de las 
pequeñas y medianas empresas depende de la percepción ética, del tamaño de la 
empresa y de la capacidad del talento humano. 

Palabras clave: compras públicas; PYME; ética; talento humano; contratación pública. 

Abstract. Public procurement in Latin America and the Caribbean represents an average 
of 8.6% of Gross Domestic Product (GDP), while in Ecuador it accounts for nearly twice 
that figure, reaching 16% of GDP. Within this framework, inclusive public procurement 
has the potential to address structural barriers and enhance the social impact of public 
expenditure. The aim of this study is to analyze inclusive public procurement, and its role 
in fostering the dynamization of small and medium-sized enterprises (SMEs) in Ecuador. 
A quantitative methodology was applied, drawing on primary data collected from 553 
companies nationwide between May and July 2025. The main findings indicate that SME 
participation in public procurement processes depends on ethical perception, firm size, 
and the capacity of human talent. 

Keywords: public procurement; SME; ethics; human capital; public contracting. 

Introducción 

Las compras públicas en América Latina y el Caribe representan, en promedio, el 8,6 % 
del Producto Interno Bruto (PIB), equivalente a alrededor de $450.000 millones de 
dólares. Este promedio incluye una diversidad de países, como Guatemala (4% del PIB) y 
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Brasil (8% del PIB). En Ecuador, las compras públicas representan cerca del doble de ese 
promedio, con 16 % del PIB (Banco Interamericano de Desarrollo, 2018).  

Las compras públicas inclusivas tienen la potencialidad de permitir que sectores 
tradicionalmente excluidos del sistema participen en esta acción estatal. En este campo, 
existen diversos grupos que pueden beneficiarse de la inclusión, como los negocios 
liderados por mujeres, los negocios locales y los de sectores vulnerables. En ese sentido, 
las compras públicas emergen como un instrumento de política pública que genera 
incentivos estatales para dinamizar, por ejemplo, a las PYMES, representando una opción 
estratégica que, de manera integrada, puede conducir a dichas empresas a una mejora 
sistémica de su competitividad. 

Esta acción de apoyo estatal, si es bien enfocada, puede ayudar a cambiar el efecto 
negativo que genera a la competitividad -por ejemplo, de las PYME- la dificultad de 
acceso al mercado de bienes y servicios (Llisterri 2002, 3); ya que “el sistema de 
adquisiciones estatales representa una herramienta de gestión pública que trasciende la 
mera obtención de productos y servicios para las instituciones gubernamentales” (Uriña 
y Alvarado 2025, 1534). En ese sentido, la acción gubernamental puede ayudar a la 
evolución de los sectores productivos a través del fomento de la innovación y la corrección 
de las fallas de mercado (Loría y López 1999, 5). 

El objetivo de este documento es analizar las compras públicas inclusivas y la 
dinamización de las pequeñas y medianas empresas (PYME) en el Ecuador. Para ello, se 
emplea una metodología cuantitativa que se fundamenta en información primaria 
recopilada en 553 empresas a nivel nacional entre mayo y julio de 2025. En este proceso 
se utilizan pruebas estadísticas para determinar si existen diferencias entre las pequeñas 
y medianas empresas. 

El documento se compone de las siguientes secciones: 1. Introducción. 2. Marco Teórico, 
en donde se revisa las compras públicas inclusivas y el desarrollo de las PYME. 3. 
Metodología, en la que se presenta la base de datos empleada en el estudio y sus 
características. 4. Resultados, donde se muestran los hallazgos principales del estudio 
asociados a las compras públicas y a las PYME, y 5. Conclusiones. 

Marco teórico 

Compras Públicas Inclusivas 

Las compras públicas en América Latina y el Caribe representan, en promedio, el 8,6 % 
del Producto Interno Bruto (PIB), equivalente a alrededor de $450.000 millones de 
dólares. Este gasto en compras públicas resulta inferior al de los países desarrollados de 
la OECD, donde el promedio llega al 14 % del PIB. Dentro de los países de la región existe 
diversidad: Guatemala, que representa alrededor del 4%; Brasil, cerca del 8%; y Ecuador, 
que representa cerca del doble de ese promedio, con 16 % del PIB (Banco Interamericano 
de Desarrollo, 2018). 

Un problema de las compras públicas es la corrupción. Las estimaciones de pérdidas por 
corrupción para la Unión Europea oscilan entre el 7% y el 25% de lo destinado a la compra 
pública. Para América Latina no existen estimaciones recientes, pero, considerando que 
los índices de corrupción latinoamericanos superan a los europeos, podría inferirse que la 
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corrupción en compras públicas de la región supera el 2,5% del PIB (Banco 
Interamericano de Desarrollo, 2018).  

Una medida empleada para evitar la corrupción y la ineficiencia en la región 
latinoamericana ha sido la incorporación de medios electrónicos en las compras públicas 
(Harper, Calderón y Muñoz 2016). Sin embargo, todavía los resultados de esa 
implementación son diversos en la región y denotan limitaciones en la lucha contra la 
corrupción. Para ello, se recomiendan ocho elementos en las compras públicas: i) 
planificación, ii) coordinación, iii) competencia, iv) tecnología digital, v) transparencia, vi) 
profesionalización, vii) evaluación, y viii) monitoreo y control. 

Las compras públicas inclusivas tienen la potencialidad de permitir que sectores 
tradicionalmente excluidos del sistema participen en esta acción estatal. En este proceso 
pueden reducir brechas estructurales mediante la incorporación de sectores diversos. En 
esa línea, emergen también como ese espacio en el que se pueden mejorar los resultados 
de transparencia al incorporar nuevos actores. En este campo, existen diversos grupos 
que pueden beneficiarse de la inclusión, como los negocios liderados por mujeres, los 
negocios locales y los de sectores vulnerables. 

Por una parte, un ejemplo de compras públicas inclusivas es incorporar negocios 
liderados por mujeres. En ese sentido se considera que “las adquisiciones 
gubernamentales sean una herramienta para la recuperación de las empresas lideradas 
por mujeres al tiempo que fomenta el emprendimiento en el contexto de la 
recuperación” (ONU 2022, 2). Del 8,6% del PIB que representan las compras públicas en la 
región, se estima que solo el 1% del PIB corresponde a negocios liderados por mujeres (ITC 
2014). De acuerdo al tamaño de la empresa, se estima que una de cada tres micro, 
pequeñas y medianas empresas (MIPYME) está dirigida o es propiedad de una mujer, 
donde “las mujeres administran entre el 25%–43% de las micro y pequeñas empresas y el 
26%–29% de las empresas medianas” (Banco Interamericano de Desarrollo, 2019, 2). 

En este campo, resultan importantes las políticas de adquisiciones con perspectiva de 
género para favorecer la inclusión de empresas lideradas por mujeres. Este proceso se 
considera que debe superar algunas barreras de mercado relacionadas con la baja 
participación de las mujeres en la economía productiva, el acceso limitado a recursos 
financieros, limitado acceso a nuevos mercados. Al mismo tiempo, es necesario superar 
barreras derivadas de los procesos de contratación pública, asociadas con la legislación y 
políticas suficientes, información disponible y la incorporación de contratación 
electrónica, tiempo limitado de las convocatorias y sensibilización a compradores 
públicos (ONU, 2022). 

Por otra parte, un ejemplo de compras públicas inclusivas locales es lo que realiza el 
Programa Mundial de Alimentos en América Latina. Este caso permite visualizar una 
dinámica diversa de la incorporación de las comunidades territoriales en un contexto más 
nacional y mundial, en donde la creación de incentivos tiene un rol importante. Este 
estudio encuentra un impacto palpable de las compras inclusivas en el empleo generado 
en las localidades al comprar productos de sus zonas, lo que representa alrededor del 27% 
en el escenario más conservador. Sin embargo, todavía las compras inclusivas 
representan un cuarto del volumen de compras locales, lo cual desafortunadamente 
implica un retroceso importante al comparar con cifras de hace diez años atrás.  
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En este proceso, la compra inclusiva ha sido un “proceso difícil y lento de implementar” 
(Namdar y Saa, 2024, 8). Para ello, se recomienda que las compras inclusivas se adapten 
a los distintos niveles de desarrollo de los productores locales, identifiquen a los 
proveedores con mayores probabilidades de éxito, establezcan alianzas con los sectores 
privados para generar una colaboración justa y entiendan la compra inclusiva como un 
proceso que requiere progresividad y sostenibilidad. 

En ese sentido, la compra pública inclusiva es un espacio clave para abordar barreras 
estructurales para los distintos grupos tradicionalmente excluidos. Existen beneficios 
palpables de su incorporación a través de la política pública, lo cual termina mejorando el 
número de trabajadores y las ventas de las empresas incorporadas al sistema económico.  

De aquello, se puede afirmar que las compras inclusivas permiten mejorar el impacto 
social con multiplicadores económicos para toda la sociedad, donde el poder de compra 
público se usa en beneficio de la colectividad. Este espacio es un campo clave para las 
micro, pequeñas y medianas empresas que representan el 99% del tejido productivo en 
América Latina. 

Desarrollo y dinamización de las PYME  

En medio de las necesidades de incentivos estatales para dinamizar a las PYME, emerge 
la mixtura de políticas públicas con programas y proyectos dirigidos al desarrollo de 
servicios financieros y no financieros como esa opción estratégica que, de manera 
integrada, conduzca a este tipo de empresas a una mejora sistémica de su 
competitividad.  

Por ejemplo, junto a una gama diversa de servicios de desarrollo empresarial -con énfasis 
en formación y asesoría experta-, la promoción de un ecosistema de financiamiento 
especializado para PYME se podría convertir en un potenciador de la competitividad 
sectorial gracias a que existe en operación un “conjunto interrelacionado de actores, 
instrumentos, políticas y condiciones institucionales que facilitan (o restringen) el acceso 
de las pequeñas y medianas empresas a recursos financieros en sus distintas etapas de 
desarrollo” (Oddone y Stola 2025, 6). 

Entre los servicios financieros especializados para dinamizar a las PYME están, por 
ejemplo, el acceso a recursos semilla para emprendedores y, luego, cuando el negocio ya 
está en operación, a fuentes de financiamiento de riesgo que ayuden al crecimiento de 
las empresas tanto en el mercado nacional como internacional. También, los fondos de 
garantía crediticia -por su estructura y propósito- se convierten, desde la óptica inclusiva, 
en el respaldo financiero para que, actores productivos de menor tamaño, puedan 
acceder a financiamiento. 

En este accionar desde el ámbito financiero es clave que “las políticas e instrumentos de 
financiamiento a las pymes no deberían operar en el vacío, sino ser parte estructural de 
las políticas de desarrollo productivo y de las estrategias destinadas al fortalecimiento de 
cadenas de valor de una región o país” (Odonne y Stola 2025, 10). 

Ahora claro, cuando el Estado se involucra lo debe hacer bajo una política de incentivos 
que, considerando la realidad del tejido productivo, se conviertan en dinamizadores de la 
producción y comercialización de bienes y/o servicios que, dentro del mercado local y 
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nacional, pueden tener una mayor demanda gracias a las compras que hacen las 
instituciones integrantes del gobierno central y los gobiernos locales; generándose, así,  
espacios para estimular el fortalecimiento de las PYME; ya que, por ejemplo, en ámbitos 
como la comercialización de productos, “la ineficiencia de los canales de distribución y los 
problemas de concentración dificultan la competencia de las PYME en los mercados 
locales” (Llisterri 2002, 5). 

De ahí, el objetivo estratégico que busca desarrollar y dinamizar a las PYME -gracias a la 
acción pública generada por los gobiernos locales y el gobierno central-, tiene como 
herramienta directa a las políticas públicas que, desde la acción financiera y no financiera, 
estimulen el mejoramiento integrado de la calidad, productividad e innovación 
empresarial que, sistémicamente, podrían ayudar a la comprensión y acción sobre tres 
variables caracterizadoras del desempeño de las pequeñas y medianas empresas: 
producción, productividad y empleo (CEPAL 2001, 11). 

Y, precisamente, una línea de apoyo, desde las políticas públicas, son los programas y 
proyectos que, con fines de compras estatales, se puedan emprender para generar 
oportunidades de venta a las pequeñas y medianas empresas que, por su perfil e 
incidencia, tienen una presencia representativa en términos de número de 
establecimientos y de generación de fuentes de trabajo.  

Esta acción de apoyo estatal, si es bien enfocada, puede ayudar a cambiar el efecto 
negativo que genera a la competitividad -por ejemplo, de las PYME- la dificultad de 
acceso al mercado de bienes y servicios (Llisterri 2002, 3); ya que “el sistema de 
adquisiciones estatales representa una herramienta de gestión pública que trasciende la 
mera obtención de productos y servicios para las instituciones gubernamentales” (Uriña 
y Alvarado 2025, 1534). 

Emergiendo, así, la necesidad del involucramiento del Estado, como comprador de 
bienes y/o servicios, bajo un perfil operativo estratégico distinto al que tiene en los 
procesos de contratación pública tradicional (Pérez y Barreto 2025, 78); enfatizando en la 
creación de incentivos que, desde las compras públicas, ayuden a la consolidación de una 
economía nacional inclusiva y sostenible (Lozano 2025, 111). 

Para que las compras públicas dirigidas a fortalecer a las PYME tengan mayor impacto, 
es necesario que, los actores privados o públicos interesados en ese fortalecimiento, 
pueden actuar en doble vía, por un lado, ayudando a los sectores empresariales a 
estandarizar y mejorar la producción en términos de calidad, productividad e innovación 
y, por otro, a apoyar en las tareas de negociación, vínculo comercial y cumplimiento de 
requisitos sobre el uso de plataformas digitales y de la aplicación de normativa 
especializada en contratación pública exigida por entidades gubernamentales 
nacionales o locales.  

Como se aprecia, la acción gubernamental puede ayudar a la evolución de los sectores 
productivos a través del fomento de la innovación y la corrección de las fallas de mercado 
(Loría y López 1999, 5) y, así, consolidar tejidos productivos y sociales más inclusivos, 
innovadores y adaptados a un mercado local, nacional y global que se encuentra en 
permanente cambio.  

En medio de este escenario de apoyo a las PYME, algo importante a considerar es que, la 
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acción del Estado en materia productiva, debe estar basada en un ejercicio de 
conocimiento directo de las realidades territoriales y sectoriales, ya que, no es lo mismo 
una empresa ubicada en el sector rural que en el urbano; igual, no es lo mismo una 
empresa dedicada a la agricultura, al comercio o a los servicios; pues cada tipo de 
organización tiene su propia dinámica y sus propias necesidades. 

En definitiva, el conocimiento específico de las necesidades sectoriales -como las de las 
PYME- permitirá alcanzar un mayor impacto en las condiciones de vida de la población 
local gracias al desarrollo de actividades productivas basadas en una diversificación 
económica territorial (Pinargote y Díaz 2021, 37). 

En medio de este escenario de apoyo estatal a las actividades empresariales -con énfasis 
en las pequeñas y medianas empresas- se debe resaltar, como un ámbito clave de gestión 
sectorial, a la articulación de un apoyo gubernamental que llegue, con criterios de 
prioridad, a todas las empresas integrantes del tejido productivo del país.  

Siendo importante, en este ejercicio de priorización, la selección correcta de instrumentos 
de promoción económica adaptados a la realidad específica que exige el desarrollo 
productivo local y regional como medio de fomento de una competitividad con enfoque 
sistémico (CEPAL 2001, 6). 

Aquí, entes ministeriales encargados del ámbito productivo, comercial y de dinamización 
de inversiones, deberían ser los llamados a asumir el liderazgo de una política pública 
orientada a la transformación competitiva de una nación, eso sí, acompañada de altas 
dosis de equidad social; siendo para ello necesario que esta acción de apoyo estatal esté 
basada en la concepción de que “mientras las PYME se desarrollen en un ambiente 
empresarial saludable e inclusivo, estas podrán tener un mejor rendimiento y aportarán 
en mayor medida a la economía nacional” (CAF  2023, 21). 

Ahora, pensando en el efecto sinérgico de la acción estatal, es importante resaltar a otros 
actores clave que, por su capacidad de incidencia, complementan de forma directa a la 
acción gubernamental que está dirigida al potenciamiento productivo de las PYME. 

En el caso de la cooperación internacional, como complemento a los recursos estatales, 
es otro actor promotor que emerge, también, como una importante palanca para lograr 
un efecto inclusivo dinamizador, sobretodo, en aquellos sectores y territorios donde el 
Estado ha permanecido ausente por años. Ahora, claro, es importante que esa ayuda 
internacional se articule con la aplicación de recursos públicos y, así, evitar duplicación de 
esfuerzos y subutilización de dinero que, bien usado, puede lograr impactos más 
potentes. 

La academia, a través de sus funciones misionales -docencia, investigación y vinculación 
con la sociedad- debe ser relievada como otro aliado clave de las instituciones estatales 
encargadas del fomento productivo; ya que, la generación de conocimiento científico,  se 
puede convertir en ese aporte direccionador para lograr un encaje entre lo que necesitan 
las empresas y lo que creativamente se debería hacer para una mejora integrada; en 
donde “la innovación puede ser motor del progreso económico si sus dos propulsores 
fundamentales, la generación de conocimiento útil y la explotación y comercialización de 
ese conocimiento, funcionan y se complementan” (Loría y López 1999, 3).  

Araque, Argüello y Rivera (2026) 
Compras Públicas Inclusivas y la Dinamización de las PYME

 



 
 

            37 

Con esto se evidencia que, cuando se involucra la academia, esta puede ayudar a mejorar 
“la productividad de las empresas debido a que los propietarios y colaboradores podrían 
aplicar medidas más eficientes y eficaces al contar con una base académica para 
implementar estrategias más efectivas. Sin embargo, la base académica se tiene que 
acompañar de experiencia a fin de mejorar resultados para las empresas” (CAF 2023, 23).  

Los gobiernos locales, por su parte, gracias al conocimiento del perfil específico del tejido 
de empresas vinculado al territorio que representan, son esos actores que pueden liderar 
el desarrollo productivo local bajo un enfoque de dinamización de encadenamientos 
empresariales que, por su efecto sinérgico, podrían aumentar la competitividad de las 
pequeñas y medianas empresas (Llisterri 2002, 2).  

Pensando en los gremios empresariales, estos también, al interactuar con los entes 
gubernamentales, juegan un rol clave dentro del proceso de desarrollo y dinamización de 
sectores como el de las PYME; ya que, además, de ofrecer servicios para sus agremiados 
tienen una función de alto impacto denominada incidencia sectorial que, ante todo, 
busca que las leyes y políticas públicas sirvan de medio para esa transformación 
productiva que atraiga inversión, aumente la productividad y, con ello, se generen fuentes 
de trabajo que mejoren el bienestar socioeconómico de la población.  

En la construcción de este escenario sobre la acción gremial, desde la óptica del 
pensamiento estratégico, por ejemplo, las PYME, estarán en la capacidad de identificar 
ventajas propias de su ubicación territorial para, desde ese potenciamiento local, diseñar 
y poner en acción ventajas competitivas (Castelletti y Canzanelli 2005, 11).   

Otro actor clave a ser considerado, como parte de la acción sinérgica pública y privada 
para fortalecer y dinamizar a las PYME, son las organizaciones no gubernamentales (ONG) 
especializadas en el apoyo productivo que, gracias a su cercanía con diversos sectores 
integrantes del tejido empresarial, pueden ser canalizadores de oportunidades 
comerciales y, al unísono, de espacios de acción dirigidos al desarrollo de capacidades 
productivas, comerciales, tecnológicas y financieras. Esta acción la pueden cumplir, ya 
que las ONG, como principio motivador de su origen, buscan ser ese agente articulador 
entre el Estado, la empresa privada y la sociedad civil (Pinzón 2005, 83). 

Metodología 

La presente investigación se sustenta en los datos recopilados a través de la Encuesta de 
Coyuntura de la PYME correspondiente al primer cuatrimestre de 2025, aplicada por el 
Observatorio de la PyME de la Universidad Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador. Este 
levantamiento, que se desarrolla de manera sistemática desde el 2011, tiene como 
propósito analizar el comportamiento, desempeño, perspectivas y entorno de las 
pequeñas y medianas empresas (PYME) del Ecuador, con énfasis en el sector industrial. 

El trabajo de campo de esta investigación se llevó a cabo entre los meses de mayo y julio 
de 2025, obteniéndose información de 553 empresas a nivel nacional. El diseño muestral 
se estructuró con un nivel de confianza del 95 % y un margen de error máximo del 5%. La 
mayoría de las personas entrevistadas fueron gerentes, propietarios y/o directores de las 
empresas participantes.  En cuanto a la estructura de la muestra por tamaño empresarial, 
el 66,7% corresponde a empresas pequeñas, seguido de un 22,6% de empresas medianas 
y un 10,3% de microempresas. 
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Para los fines específicos de esta investigación, se utilizó la sección de preguntas móviles, 
espacio que en el primer cuatrimestre de 2025 estuvo orientado a recabar información 
sobre la participación de las PYME en los procesos de compras públicas. 

En este sentido, la siguiente investigación se plantea como objetivo analizar los factores 
que influyen en la participación de este tipo de empresas en los procesos de contratación 
pública considerando la percepción ética, el tamaño empresarial y el nivel de capacidad 
del talento humano. Para esto se formularon tres hipótesis, la primera sostiene que la 
percepción ética sobre el proceso de contratación pública se convierte en un elemento 
determinante para que las empresas decidan participar o no en estos espacios. La 
segunda hipótesis plantea que el tamaño de la empresa influye en la participación, 
considerando las diferencias estructurales entre micro, pequeñas y medianas empresas. 
Finalmente, la tercera hipótesis analiza si el nivel de capacidad del talento humano dentro 
de la organización condiciona la probabilidad de involucrarse en estos procesos.  

Para contrastar estas hipótesis, se analizaron las variables antes mencionadas tomando 
como eje común la participación en compras públicas, la misma que fue medida de forma 
dicotómica (Si/No). En la primera hipótesis, esta variable se comparó con la percepción 
ética sobre los procesos de compras públicas, variable también medida 
dicotómicamente. Para la segunda hipótesis se contrastó con el tamaño empresarial, el 
cual fue clasificado en micro, pequeña y mediana empresa. Finalmente, para la tercera 
hipótesis, se evaluó la relación entre la participación y el nivel de capacidad del talento 
humano, variable estructurada en cuatro niveles: alto, medio, bajo y ninguno. 

Siendo las variables categóricas, se empleó la prueba de Chi-cuadrado de independencia 
para determinar la existencia de asociaciones estadísticamente significativas, 
complementándose con las pruebas de Phi y V de Cramer para estimar la fuerza de la 
relación en las tablas de contingencia superiores a 2x2. Este enfoque permitió identificar 
la influencia de estos factores sobra la participación empresarial en los procesos de 
compras públicas. 

Resultados 

De manera inicial, es importante destacar que el 89% de las empresas encuestadas 
señalaron no haber participado en procesos de contratación pública durante los últimos 
3 años, mientras que el 11% sí indicó haber intervenido en estos espacios. Así mismo, los 
resultados revelan que el 28% de las empresas ha considerado participar en futuros 
procesos de compras públicas, en contraste con el 72% que manifestó no haberlo 
contemplado.  

En lo que refiere a los principales beneficios identificados por las PYME al participar como 
proveedoras del Estado, los resultados muestran que el mayor ingreso y aumento en las 
ventas (26%) constituye el beneficio más relevante percibido por las empresas. Le siguen 
la estabilidad y sostenibilidad (23%), el fortalecimiento empresarial (20%) y el acceso a 
nuevos mercados y oportunidades (19%), mientras que la experiencia y aprendizaje 
empresarial (12%) aparece como el aspecto menos destacado. En conjunto, estos 
resultados reflejan que la participación en los procesos de compras públicas es vista 
principalmente como un mecanismo de dinamización económica y consolidación 
financiera. 
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Gráfico 1. 

Beneficios de participar en compras públicas 

 
Fuente: Encuesta de Coyuntura de la PYME del Observatorio de la PyME de la UASB-E. Elaboración: 
Equipo de investigación 

Para analizar si los factores vinculados con la percepción ética, el tamaño de la empresa 
y el nivel de capacidades del talento humano influyen en la participación de las PYME en 
los procesos de contratación pública, se plantearon las siguientes hipótesis de 
investigación: 

• H1: La percepción ética que tienen las empresas sobre los procesos de contratación 
pública influye en la decisión de participar o no en dichos procesos. 

• H2: El tamaño de la empresa influye significativamente en la participación de las 
PYME en los procesos de compras públicas. 

• H3: El nivel de capacidad del talento humano de las empresas se asocia 
significativamente con la probabilidad de participar en procesos de compras 
pública. 

Para comprobar estas hipótesis se procedió a realizar las pruebas de chi cuadrado de 
independencia, al igual que las pruebas de Phi y V de Cramer. Estos cálculos se realizaron 
a través del paquete estadístico SPSS versión 30.  

A continuación, se presentan los resultados obtenidos: 
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Tabla 1. 

Resultados estadísticos obtenidos 

Hipótesis Chi-cuadrado gl p-valor Phi / V de 
Cramer 

H1: La participación depende de la 
percepción ética 45,594 1 < 0,001 0,287 

H2: La participación depende del 
tamaño de empresa 19,854 3 < 0,001 0,189 

H3: La participación depende de 
la capacidad del talento humano 10,895 3 0,012 0,140 

Fuente: Resultados estadísticos de la Encuesta de Coyuntura de la PYME del Observatorio de la PyME 
de la UASB-E. Elaboración: Equipo de investigación 

Para la primera hipótesis, los resultados de la prueba de Chi-cuadrado mostraron una 
asociación estadísticamente significativa entre la percepción ética de los procesos de 
contratación pública y la participación de las PYME en estos procedimientos (X² = 45,594; 
gl = 1; p< 0,001). La fuerza de relación, medida mediante los coeficientes Phi y V de Cramer 
(0,287), indica una asociación moderada. Estos resultados permiten aceptar la hipótesis 1, 
al demostrarse que la percepción ética constituye un factor relevante que condiciona la 
participación de este tipo de empresas en procesos de contratación pública, siendo la 
percepción negativa una barrera de entrada a estos procesos. 

En lo referente con la segunda hipótesis, la cual plantea que el tamaño de la empresa 
influye significativamente en su participación en los procesos de compras públicas, los 
resultados del análisis confirman la existencia de una relación significativa entre las dos 
variables. La prueba de Chi-cuadrado de Pearson arrojó un valor de X² = 19,854; p < 0,001, 
lo que indica que la participación de las empresas difiere según su tamaño. De acuerdo 
con el nivel de asociación, los datos registraron Phi y V de Cramer de 0,189, lo que implica 
una relación de intensidad débil-moderada, pero estadísticamente significativa. Estos 
resultados sugieren que el tamaño de la empresa condiciona en alguna manera la 
probabilidad de participación en procesos de contratación pública. 

Finalmente, en cuanto a la tercera hipótesis, que plantea que el nivel de capacidad del 
talento humano influye en la participación de las empresas en los procesos de compras 
públicas, los resultados obtenidos sugieren una asociación estadísticamente significativa 
entre ambas variables. La prueba de Chi-cuadrado de Pearson alcanzó un valor de X² = 
10,895 y un nivel de significancia de p = 0,012, lo que permite aceptar la hipótesis 
planteada. La magnitud de relación fue medida mediante con Phi y v de Cramer, cuyo 
valore fue de 0,140, indicando una asociación débil pero estadísticamente significativa 
entre el nivel de capacidad del talento humano y la participación empresarial. Estos 
resultados sugieren que las empresas con mejores niveles de capacidades internas de su 
talento humano muestran una mayor probabilidad de participación en procesos de 
contratación pública. 
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Discusión 

Los resultados demuestran que el tamaño de las empresas influye de manera significativa 
en la participación de los procesos de compras públicas. En este sentido, la literatura 
señala que las diferencias en capacidades productivas, acceso a recursos y niveles de 
productividad generan condiciones desiguales para acceder a mercados más exigentes 
(CEPAL, 2021, 22). Así mismo, se identifica que las limitaciones para comercialización y el 
acceso a mercados afectan más a empresas de menor tamaño (Llisterri, 2002, 3), lo que 
permite entender que este tipo de empresas enfrentan mayores dificultades para 
participar en procesos como el de contratación pública. 

Por otra parte, los resultados asociados a la capacidad del talento humano muestran una 
relación significativa con la participación en compras públicas, lo cual se alinea con el 
enfoque teórico que destaca la importancia de la formación y los servicios de desarrollo 
empresarial como factores clave para la competitividad. En este sentido, autores como 
Oddonne y Stola (2025) señalan que el fortalecimiento de capacidades internas permite 
a las PYME mejorar su desempeño y acceder a nuevos mercados. De igual forma, el marco 
teórico resalta que la articulación entre conocimiento y práctica contribuye a mejorar la 
productividad y la capacidad de respuesta empresarial, lo cual es consistente con los 
resultados obtenidos. 

Finalmente, en relación con la percepción ética, los resultados muestran una asociación 
significativa con la participación en los procesos de contratación pública, la literatura 
revisada reconoce la importancia de la transparencia, la confianza institucional y los 
mecanismos de control como elementos básicos para un adecuado funcionamiento de 
las compras públicas (Harper, Calderón y Muñoz, 2016). Desde esa perspectiva, se puede 
interpretar que una percepción negativa sobre la ética y la equidad de los procesos actúa 
como una barrera de entrada para las empresas, lo que sugiere la necesidad de 
profundizar en este componente para futras investigaciones y desarrollos teóricos. 

Conclusiones 

Las compras públicas representan el 8,6% del Producto Interno Bruto, y en Ecuador este 
porcentaje supera el 16%. En este espacio emergen las compras públicas inclusivas, con 
el propósito social de incorporar a sectores tradicionalmente excluidos por el sistema, 
como los negocios liderados por mujeres, los locales, los de sectores vulnerables y las 
PYME. Esta inclusión representa una oportunidad para estos negocios, en la que se 
plantea la corrección de problemas estructurales mediante la apertura de espacios en los 
procesos de compras públicas.  

Existen experiencias latinoamericanas de compras inclusivas que evidencian la 
complejidad y la riqueza de incorporar a sectores excluidos. En estos procesos, se 
identifican algunos factores comunes relacionados con la importancia de la capacitación 
de los sectores que se incorporan, para que puedan desarrollar productos que formen 
parte de la cadena productiva o vayan directamente a la venta. Asimismo, es crucial 
entender este proceso de inclusión como algo que requiere progresividad y 
sostenibilidad en el tiempo, lo que permite la adaptación de las partes involucradas y 
promueve un desarrollo que perdure.  

Las políticas públicas de apoyo al sector productivo, enfocadas a los procesos de 

Araque, Argüello y Rivera (2026) 
Compras Públicas Inclusivas y la Dinamización de las PYME

 



 
 

            42 

contratación pública para las PYME, deben incorporar un componente orientado a 
garantizar y demostrar la transparencia en estos procedimientos. Solo así las empresas 
podrán percibir estos espacios como confiables y equitativos. Reforzar estos elementos 
institucionales no solo mejora la legitimidad del sistema, sino que además podría 
incentivar una mayor participación de las PYME en las compras públicas, ampliando su 
acceso a un mercado estratégico para su crecimiento y sostenibilidad, dado la relación 
que se encontró entre la percepción ética de estos procesos y su participación. 

Es fundamental establecer y reforzar procesos de contratación pública diferenciados por 
tamaño empresarial, lo que permitirá un acceso real y equitativo a estos espacios para 
empresas de distintas escalas. Dado que la estructura productiva ecuatoriana está 
conformada mayoritariamente por microempresas, las cuales representan cerca del 93% 
del total de unidades productivas del país, resulta indispensable que los mecanismos de 
contratación pública consideren sus capacidades, limitaciones y necesidades específicas. 
La adecuación de estos procesos constituye un elemento clave para fortalecer al sector 
productivo más pequeño del país y promover su participación efectiva en este mercado. 

La formación y capacitación del talento humano constituye un eje fundamental para las 
PYME que buscan participar en los procesos de contratación pública. La evidencia 
muestra que la cualificación interna guarda relación con la predisposición de las 
empresas a involucrarse en estos procedimientos. Es así que resulta indispensable que 
las PYME impulsen la contratación y el desarrollo de personal calificado -con 
competencias sobre uso de aplicaciones digitales, normativa jurídica y tramitología 
especializadas en compras públicas-, ya que este fortalecimiento de capacidades internas 
aumenta la posibilidad de acceder de manera efectiva a este mercado estratégico del 
sector público. 

Definitivamente, como se puede apreciar, la orientación de las compras públicas hacia la 
dinamización del tejido productivo con énfasis en las PYME, es una herramienta potente 
de política pública pro fomento de la producción y generación de empleo local y nacional.  

De ahí, la importancia que esta herramienta sea usada de forma eficiente y ética 
adaptada al desarrollo de nuevas tecnologías que, por su poder de impacto innovador, 
pueden colaborar a la consolidación de la transparencia y la inclusión de actores 
productivos que requieren de oportunidades para comercializar de manera oportuna y 
continua sus productos.  

Ahora, claro, para aprovechar la oportunidad de negocios emergida desde la contratación 
pública, es fundamental que, pensando de forma integrada, se diseñen y ejecuten 
programas de fortalecimiento para la mejora de la calidad, productividad e innovación de 
las potenciales empresas a ser parte de este tipo de iniciativas, en donde las entidades 
gubernamentales nacionales y locales pueden también ayudar en alianza con otros 
actores interesados en la mejora de la competitividad del tejido productivo de sectores 
como el de la PYME que, en muchas ocasiones, se ven limitados debido a que sus 
procesos de producción y comercialización no son capaces de cubrir las exigencias de 
cantidad, cantidad y continuidad de los abastecimientos que, generalmente, espera el 
comprador -en este caso el de origen estatal- para que, así, lo que hace no se paralice y, 
sobre todo, evite efectos negativos en la satisfacción de los usuarios de los servicios que 
tienden a proveer las organizaciones gubernamentales en sectores clave del 
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funcionamiento de la sociedad. 

Finalmente, en todo este conjunto de acciones potenciadoras de las compras públicas 
inclusivas pro dinamización de sectores como la PYME, un elemento que se debe 
considerar para cerrar el círculo potenciador del sistema de contratación estatal es la 
observancia minuciosa y crítica dirigida al aprendizaje de buenas prácticas presentes en 
otros países de la región.  
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Artículos 

Modelo organizacional sostenible para 
emprendimientos B Corp de servicios 

Sustainable organizational model for B Corp service ventures 
 

Dennys Alexander Enríquez Hidalgo6 
María Genoveva Espinoza Santeli7 

 
Resumen. Se propone un modelo de gestión sostenible para emprendimientos B Corp 
del sector servicios, que integra principios de innovación, digitalización, rentabilidad, 
financiamiento y valor compartido. Como diseño metodológico se utilizó una revisión 
sistemática de literatura. La búsqueda fue con Google Académico mediante una cadena 
de búsqueda construida con operadores booleanos y truncadores, se obtuvieron 477 
resultados iniciales. Tras aplicar criterios de inclusión y exclusión, la muestra final fue de 
21 artículos. La información se organizó de tal forma que permitió identificar patrones 
conceptuales y ejes de gestión relevantes para el modelo propuesto. Las conclusiones 
evidencian la necesidad de fortalecer la articulación entre los niveles (estratégico, 
ejecutivo y operativo), promover la innovación, digitalización, acceso al financiamiento y 
consolidar una visión empresarial de triple impacto alineado con la sostenibilidad en la 
dimensión social, ambiental y económica. El modelo planteado contribuye a decisiones 
más coherentes, sostenibles y orientadas al impacto colectivo. 

Palabras clave: Modelo de gestión sostenible; sostenibilidad empresarial; estrategia 
organizacional; innovación empresarial; desempeño organizacional. 

Abstract. A sustainable management model is proposed for B Corp ventures in the 
service sector, integrating principles of innovation, digitization, profitability, financing, 
and shared value. A systematic literature review was used as methodological design. The 
search was conducted using Google Scholar with a search string constructed with 
Boolean operators and truncators, yielding 477 initial results. After applying inclusion and 
exclusion criteria, the final sample consisted of twenty-one articles. The information was 
organized in such a way as to identify conceptual patterns and management axes 
relevant to the proposed model. The conclusions highlight the need to strengthen 
coordination between levels (strategic, executive, and operational), promote innovation, 
digitization, and access to financing, and consolidate a triple-impact business vision 
aligned with sustainability in the social, environmental, and economic dimensions. The 
proposed model contributes to more coherent, sustainable decisions oriented toward 
collective impact. 

Keywords: sustainable management model; corporate sustainability; organizational 
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strategy, business innovation; organizational performance. 

Introducción 

La participación de emprendimientos en el sector de servicios supera a la de otros 
sectores clave como el comercio, la agricultura, las industrias manufactureras, la 
construcción y la minería, lo que indica una notable concentración de la productividad 
emprendedora en dicho ámbito (Coba, 2019). Este sector engloba una amplia gama de 
actividades como construcción, salud, educación, transporte, suministros de servicios 
básicos, financieras y profesionales, entre otras (Paredes et al., 2019; Paolini & Odriozola, 
2019; Indio & Soriano, 2021). Sin embargo, como Salgado (2023) identifica existen muchos 
emprendimientos en dicho sector que no se sostienen en el tiempo debido a limitaciones 
en la gestión de cuatro ejes fundamentales: rentabilidad; financiamiento; innovación; y, 
marketing digital.  

Específicamente, es la ausencia de un modelo de gestión que integra los procesos 
financieros, publicitarios y de productividad lo que contribuye a que estos negocios 
tengan una corta permanencia en el mercado (Loor et al., 2024). Las estadísticas reflejan 
esta problemática, con un 40 % de los emprendedores cerrando por falta de rentabilidad, 
un 22 % debido a la insuficiencia de financiamiento, y un 20% enfrentando problemas 
estructurales (Orozco, 2024). Estos datos destacan la necesidad de un enfoque holístico y 
estratégico en la gestión de dichos emprendimientos para mejorar sus posibilidades de 
éxito. 

Adicionalmente, la evidencia indica que los emprendedores no aplican un régimen 
sistemático que integre elementos y actividades productivas y administrativas. Esta 
sinergia es esencial para estructurar, comprender y representar la realidad organizacional 
de manera simplificada (Rojas & Chávez, 2024; Meyli et al., 2023). En este contexto, Julio 
(2020) propone tres niveles de gestión para una correcta administración: ejecutivo, 
operativo y estratégico.  

Con base en lo mencionado, se sugiere reconocer la relevancia de la gestión 
organizacional, pero también de los criterios de sustentabilidad para asegurar la 
permanencia en el mercado de los emprendimientos. Para este efecto, se considera la 
estructura propuesta por las B Corp que, a diferencia de las empresas tradicionales no 
solo persiguen el éxito económico, sino también buscan generar un impacto positivo en 
la sociedad y el medioambiente (Fierro, 2023). 

Proveer a los emprendimientos en el área de servicios, de una propuesta de modelo de 
gestión sostenible aporta a que se promueva su permanencia a largo plazo, favoreciendo 
a los procesos internos y proporcionando conocimientos valiosos en la administración, así 
como también, en gobernanza, capital laboral, comunidad, clientes y medio ambiente.  

Es así como el objetivo de este artículo es proponer un diseño de un modelo de gestión 
sostenible para emprendimientos basados en la estructura de las B Corp para el sector 
de servicios que permite interrelacionar las actividades fundamentales dentro de un 
emprendimiento, en los tres niveles (jerárquico, administrativo y operativo), tomando 
como referencia los procesos de innovación; rentabilidad; financiamiento; y, marketing 
digital.  
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Marco teórico 

El emprendimiento, tradicionalmente, es concebido como el proceso de crear y 
desarrollar un negocio con el objetivo de ofrecer soluciones innovadoras y generadoras 
de valor, asumiendo riesgos y liderando los procesos en un entorno competitivo (Duarte, 
2007). Lederman et al. (2015) señalan que, en Latinoamérica, el emprendimiento a 
menudo se asocia con la creación de empresas sin necesariamente considerar la 
innovación e identifican cuatro factores principales que influyen en este argumento: la 
baja competencia en los mercados, la brecha en el capital humano, las restricciones en el 
acceso al crédito y el entorno normativo.  

Según el Global Entrepreneurship Monitor (2024), el emprendimiento juega un papel 
determinante en el desarrollo y crecimiento económico de cualquier sociedad. Permite 
diversificar la economía, y reducir la dependencia en sectores como los de extracción de 
recurss naturales no renovables al incentivar la creación de nuevas empresas basadas en 
la innovación, el conocimiento y la sostenibilidad. Además, fomenta la generación de 
empleo, la competitividad y la resiliencia económica al promover soluciones locales a 
desafíos sociales y ambientales, contribuyendo así a un desarrollo más inclusivo y 
sostenible. Es a partir de este proceso que la actividad emprendedora es propia de las 
personas que crean negocios para enfrentar problemas económicos y de desempleo 
(Salgado, 2023). 

Sin embargo, los emprendedores enfrentan una serie de desafíos y barreras que pueden 
obstaculizar el éxito de sus iniciativas. Uno de los principales obstáculos es la falta de 
acceso a financiamiento, debido a un entorno financiero restrictivo, sobre todo si el 
emprendedor se encuentra en etapa temprana; barrera burocracia, propia de los 
obstáculos que se derivan de un complicado andamiaje jurídico; barrera de capacidades 
como la escasa educación en materia de emprendimiento; barrera de mercado, al existir 
escasa investigación de mercado o dificultad para encontrar nuevos productos; barrera 
de gestión empresarial, que se traduce en falta de planificación; y, barreras personales 
como miedo al fracaso,  (Andrade, 2012; Awatara, 2018; Robichaud et al., 2024).  

Por otro lado, las B Corp son un modelo aplicable a cualquier tipo de organización ya sea 
una empresa, microempresa o emprendimiento, en cualquier actividad o región del 
mundo (Álvarez et al., 2021), buscan alcanzar objetivos sociales y medioambientales 
mientras generan rentabilidad, logrando un triple impacto positivo: económico, social y 
ambiental (Stubbs, 2017). Además, están alineados con los criterios ASG (Ambiental, Social 
y de Gobernanza), que son utilizados para evaluar la sostenibilidad y el impacto ético de 
una organización.  

Los criterios ambientales examinan cómo una empresa gestiona su impacto en el medio 
ambiente, incluyendo la gestión de residuos, las emisiones de gases de efecto 
invernadero y el uso de recursos naturales; los sociales se centran en las relaciones de las 
empresas con empleados, proveedores, clientes y comunidades, abarcando temas como 
condiciones laborales, diversidad e inclusión, derechos humanos y el impacto social; y los 
de gobernanza analizan la dirección y gestión de la empresa, evaluando la estructura del 
consejo de administración, la ética empresarial, la transparencia, y las políticas contra la 
corrupción (De Souza Barbosa et al., 2023).  
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Estos criterios proporcionan una visión integral del desempeño y la sostenibilidad de una 
empresa más allá de sus resultados financieros (Chen et al., 2023; Correa & Vásquez, 2020; 
Morales, Santiesteban & Monzón, 2019). Además, con relación a las B Corp la legislación 
de cada país establece requisitos adicionales para regular aspectos como la transparencia 
y los reportes obligatorios para garantizar que las sociedades cumplan con sus objetivos 
sociales, ambientales y de gobierno corporativo. La integración de estos elementos 
asegura que las B Corp no solo persigan objetivos económicos, sino que también 
contribuyan de manera significativa al desarrollo sostenible y a la creación de valor para 
la sociedad y el medio ambiente. 

En América Latina, las B Corp han tomado gran importancia y se han integrado en el 
marco jurídico de varios países como en Ecuador, Perú, Colombia, Brasil, Argentina, Chile 
y Uruguay (Fierro, 2023), tomando como base el modelo de las corporaciones 
estadounidenses (Moscoso et al., 2023). Con este argumento, son tres los componentes 
que son replicados en organizaciones latinoamericanas: régimen de transparencia y 
reporte obligatorio; adicional a la actividad propia del giro de negocio, un propósito de 
beneficio ambiental y social; y, la variación del régimen de responsabilidad (Connolly et al. 
2020). 

Un modelo de gestión organizacional se define como un conjunto de principios, prácticas 
y procesos diseñados para estructurar y orientar las actividades y decisiones dentro del 
negocio con el fin de alcanzar los objetivos planteados (Huertas et al., 2020). Este modelo 
actúa como un marco conceptual guía para planificar, coordinar y controlar los recursos 
y esfuerzos de la organización. Además, asegura que las áreas de la empresa como 
planificación estratégica, estructura organizativa, sistemas de control y procesos 
productivos, trabajen de manera coherente hacia metas comunes. Dentro de estos se 
encuentra el marketing digital, la innovación, la rentabilidad, el financiamiento y la 
estrategia organizacional. Conjuntamente, el modelo proporciona una base para evaluar 
el desempeño de los actores y la adaptación al entorno por medio de la innovación y la 
mejora continua; en esencia, crea un entorno estructurado que favorece la eficiencia, 
efectividad e innovación dentro del negocio (Cañar e Hidalgo, 2021). 

En un sentido más estricto, Julio (2020) propone que la gestión organizacional es la 
dinámica mediante la cual se puede gerenciar y administrar los procesos operativos o 
productivos, mismos que se encuentran dispuestos en tres niveles: nivel operativo, 
ejecutivo y estratégico. 

El nivel operativo se centra en la ejecución de las tareas diarias y la administración de los 
recursos inmediatos de la organización. Aquí se llevan a cabo los procesos operativos 
donde se concentra la mano de obra y se aplican las estrategias previamente definidas. 
Los colaboradores en este nivel se encargan de realizar actividades específicas y 
reiterativas, utilizando herramientas administrativas y tecnologías de la información para 
garantizar la efectividad en la productividad. Estos procesos son fundamentales para 
mantener la continuidad y estabilidad en la gestión diaria del negocio, asegurando que 
las actividades se realicen conforme a los estándares establecidos y se alcancen los 
objetivos (Ronda, 2004). 

En el nivel ejecutivo, la atención es dirigida a la coordinación y supervisión de las 
operaciones diarias y, la implementación de las decisiones estratégicas formuladas por la 
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alta dirección (nivel estratégico). Los encargados del nivel ejecutivo (gerentes) tienen la 
responsabilidad de la planificación y la asignación organizada de recursos necesarios para 
alcanzar los objetivos estratégicos. Este nivel actúa como un puente entre la estrategia 
organizacional y las actividades operativos, garantizando que las directrices establecidas 
se traduzcan en acciones concretas y eficientes. Los procesos de toma de decisiones en 
este nivel implican la evaluación del rendimiento operativo, el ajuste de las estrategias 
según sea necesario y el aseguramiento de que los recursos se utilicen de manera óptima 
para lograr los resultados planeados (Cedeño et al., 2019). 

El nivel estratégico es el más alto en la jerarquía organizacional y se enfoca en la 
formulación de políticas y metas a largo plazo de la empresa. Los directivos y ejecutivos 
de alto nivel como los presidentes, gerentes generales, CEO y miembros del consejo 
directivo se encargan de desarrollar el propósito, misión, visión, estrategias generales y 
objetivos de la organización. Los procesos de toma de decisiones en este nivel incluyen el 
análisis del entorno competitivo y la identificación de oportunidades y amenazas, y la 
definición de los objetivos estratégicos que guiarán la dirección del negocio, 
emprendimiento o empresa. La estructura organizativa en este nivel define la asignación 
de autoridad y la coordinación entre las distintas áreas estratégicas, asegurando que la 
empresa pueda adaptarse a los cambios del mercado y alcanzar sus metas a largo plazo 
de manera efectiva (García et al., 2017). 

En lo que se refiere a los ejes previamente definidos, la rentabilidad es un indicador clave 
en la evaluación del desempeño económico de una organización ya que permite 
identificar la capacidad de generar beneficios en relación con el capital invertido por sus 
dueños o accionistas (Morillo, 2001). Este concepto se fundamenta en la relación entre el 
beneficio neto obtenido y el capital propio, lo que permite a los inversionistas analizar la 
eficiencia en el uso de los recursos financieros. La rentabilidad no es solo una herramienta 
para medir el éxito, netamente económico, de una estrategia organizacional, sino que 
también entrega una base para la toma de decisiones informadas sobre inversiones, 
financiamiento y distribución de utilidades (Contreras, 2006; Martín, 2024).  

El financiamiento se refiere al proceso de proporcionar fondos económicos o capital a una 
organización, proyecto o emprendimiento para cubrir gastos, inversiones o actividades 
operativas. Existen diversas fuentes de financiamiento, que pueden ser internas, como 
utilidades retenidas, o externas: préstamos bancarios, emisiones de acciones o bonos 
(León & Schreiner, 1998). Los indicadores de financiamiento proveen una clara visión para 
los gerentes, inversionistas y analistas evaluar la solvencia, liquidez y la eficiencia del uso 
de capital de una empresa, facilitando la toma de decisiones informadas sobre su 
financiamiento y operación (Alay, 2020). 

La innovación permite a las empresas adaptarse a un entorno competitivo en constante 
cambio y que se mantenga su relevancia en el mercado. La innovación se refiere a la 
introducción de nuevos productos, servicios, procesos o modelos de negocio que generan 
valor; mientras que, la mejora continua implica el esfuerzo constante por optimizar y 
perfeccionar los procesos existentes para aumentar la eficiencia y la calidad (Carrascoa, 
Peiró & Segarra, 2012). La teoría del ciclo de vida de la innovación, propuesta por 
Schumpeter, destaca cómo las innovaciones disruptivas pueden transformar industrias y 
crear nuevas oportunidades de mercado (Montoya, 2004).   

Enríquez y Espinoza (2026) 
Modelo organizacional sostenible para emprendimientos B Corp de servicios

 



 
 

            50 

Finalmente, el marketing digital se define como el conjunto de estrategias, técnicas y 
metodologías que utilizan medios digitales para promocionar productos y servicios, 
interactuar con los clientes y construir relaciones comerciales a largo plazo. Su evolución 
se ha visto marcada por el avance de la tecnología y el cambio en el comportamiento del 
consumidor (Bricio, Calle & Zambrano, 2018), las métricas y analíticas digitales son 
fundamentales para evaluar el rendimiento de las campañas de marketing y a su vez, 
comprender el comportamiento de la clientela.  

Por medio de herramientas de analítica web, como Google Analytics, las organizaciones 
pueden medir indicadores clave de rendimiento (KPIs), como el tráfico del sitio, la tasa de 
conversión, etc. Estas métricas permiten a los especialistas identificar qué estrategias 
serían las más efectivas y cuáles se deberían reformular. Además, el análisis de datos en 
tiempo real permite a las organizaciones tomar decisiones informadas y optimizar sus 
campañas de manera continua, mejorando así su capacidad para alcanzar sus objetivos 
comerciales (Pitre, Builes & Hernández, 2021). 

Metodología 

La investigación es de tipo cualitativa y el diseño metodológico es una revisión 
sistemática de la literatura (RSL), entendida como un diseño observacional y retrospectivo 
que sintetiza metodologías, resultados y conclusiones de diversos autores a partir de 
investigaciones primarias (Beltrán, 2005; Manterola et al., 2013). De León-Casillas et al. 
(2020) precisan que esta revisión debe realizarse mediante un método transparente y 
prestablecido, que comprende actividades fundamentales como la identificación y 
búsqueda de artículos, la evaluación de la calidad de la evidencia y, la síntesis de los 
artículos. A continuación, se describe cada etapa del proceso seguido. 

La primera actividad consistió en definir los conceptos clave que sustentan el marco 
teórico del estudio: emprendimiento, industria de servicios, Sociedades de Beneficio e 
Interés Colectivo (BIC) y modelo de gestión organizacional. Estos conceptos articulan la 
base conceptual sobre la que se construyeron la cadena de búsqueda y los criterios de 
selección. Se utilizó Google Académico como motor de búsqueda para acceder a 
diferentes bases de datos de revistas científicas. La cadena de búsqueda se construyó con 
operadores booleanos (AND) y truncadores (*), incorporando los descriptores centrales del 
estudio: [(emprendimiento) "B Corp" (servicios) ("modelo de gestión")]. Esta estrategia 
arrojó 477 resultados iniciales. La temporalidad fue delimitada entre 2020 y 2024. El límite 
inferior se justifica en que 2020 es el año en que Ecuador promulgó la Ley Orgánica de 
Emprendimiento e Innovación, norma que incorpora por primera vez en el ordenamiento 
jurídico nacional la figura de las Sociedades de Beneficio e Interés Colectivo.  

Para garantizar la pertinencia y calidad del corpus analizado, se establecieron criterios de 
inclusión y exclusión que rigieron el proceso de selección. En cuanto a los criterios de 
inclusión, se consideraron únicamente artículos científicos publicados en revistas 
arbitradas o con revisión por pares, pertenecientes al área de conocimiento de 
administración y negocios, publicados en el período comprendido entre 2020 y 2024, y 
que abordaran al menos uno de los ejes temáticos definidos para el modelo: 
emprendimiento, rentabilidad, financiamiento, innovación, marketing digital, modelo de 
gestión y/o sociedades B Corp o de Beneficio e Interés Colectivo (BIC). 
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Respecto a los criterios de exclusión, fueron descartados: los documentos que no 
correspondían al tipo de artículo científico, tales como libros, tesis de investigación, 
artículos periodísticos, memorias de conferencias, ponencias, sitios web, blogs, 
documentos alojados en academia.edu, informes de investigación y reportes 
gubernamentales; los documentos que, si bien abordaban alguno de los descriptores de 
búsqueda, se encontraban enfocados en ciencias de la naturaleza, salud, ingeniería u 
otras áreas disciplinares ajenas a la administración y los negocios; los artículos publicados 
fuera del rango temporal 2020–2024; los registros duplicados en los resultados de 
búsqueda; los artículos sin acceso al texto completo; y los artículos que, tras la lectura 
completa, no aportaban información sustantiva a ninguno de los ejes del modelo 
propuesto. 

Se realizó una revisión preliminar de los 477 resultados, centrada en la lectura del título, 
resumen, palabras clave y área de conocimiento de cada registro. Este análisis permitió 
identificar y descartar artículos que no correspondían al tipo documental definido y 
aquellos sin relación temática con los ejes del modelo. Asimismo, se descartaron trabajos 
enfocados en disciplinas ajenas a la administración y los negocios, como ciencias de la 
naturaleza, salud o ingeniería, aunque abordaran tangencialmente alguno de los 
descriptores de búsqueda. Tras esta fase de filtrado, se identificaron 47 artículos 
potencialmente elegibles. 

Los 47 artículos preseleccionados fueron leídos en su totalidad por cada uno de los 
autores. En esta etapa se excluyeron aquellos a los que no fue posible acceder al texto 
completo y los que, tras la lectura exhaustiva, no aportaban información sustantiva a 
ninguno de los ejes del modelo de gestión: rentabilidad, financiamiento, innovación, 
marketing digital, estrategia organizacional y beneficio e interés colectivo. Como 
resultado, la muestra final quedó conformada por 21 artículos científicos, organizados en 
función de los ejes definidos y con base en los estudios de Salgado (2023) y Loor et al. 
(2024). 

Los 21 artículos seleccionados fueron incorporados a una matriz de síntesis que recogió el 
año de publicación, título, palabras clave, idea clave, vínculo bibliográfico y cita (Anexo 1). 
Posteriormente, para organizar la información en función de los ejes que componen el 
modelo de gestión, se aplicó la metodología de análisis de contenido que, como lo detalla 
Fernández (2002), ayuda a identificar patrones, temas, significados y tendencias dentro 
de un conjunto de datos, de forma sistemática y objetiva. Cada artículo fue revisado 
minuciosamente, destacando las ideas aplicables y categorizándolas según los ejes del 
modelo: rentabilidad, financiamiento, innovación, marketing digital y estrategia 
organizacional, con el beneficio e interés colectivo como eje transversal. 

Con toda la información recopilada, clasificada y sistematizada, se redactó la propuesta 
del modelo de gestión organizacional para emprendimientos B Corp del sector de 
servicios, estructurada en los ejes seleccionados y jerarquizada en los tres niveles 
organizacionales: estratégico, ejecutivo y operativo. 

Resultados 

A continuación, se presenta la tabla 1 que presenta la síntesis de las ideas clave de cada 
uno de los 21 artículos, organizadas de acuerdo con su aplicabilidad en cada uno de los 
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ejes del modelo de gestión propuesto: rentabilidad, financiamiento, innovación y mejora 
continua y marketing digital; considerando los aportes del B Corp.  

Tabla 1. 

Matriz de sistematización 

Art Idea aplicable 
Rentabilidad 

01 
Las empresas de interés común buscan maximizar los intereses de todos los grupos de interés de una 
organización, tanto internos como externos, con el fin de trascender el modelo tradicional de 
acumulación de capital hacia la creación de valor compartido (pág. 2). 

01 
La estructura de las empresas B permite que dichas organizaciones se enfoquen tanto en la rentabilidad 
como en el cumplimiento de objetivos sociales y ambientales para aportar al desarrollo sostenible en sus 
tres dimensiones. (pág. 3) 

01 

En el caso de las empresas de interés común, la rentabilidad como tal, pasa de ser el principal objetivo de 
la organización a convertirse en una herramienta para alcanzar objetivos sociales y ambientales, al mismo 
tiempo que atiende la materialidad de otros actores claves como son los empleados, proveedores, 
clientes, la comunidad y el medio ambiente (pág. 6). 

02 
Las empresas de interés común incorporan estándares de responsabilidad social y ambiental en sus 
procesos y gestión. Adicionalmente incorporan principios de transparencia y rendición de cuentas (pág. 
6). 

02 

Otro elemento para resaltar de las empresas de interés común es la influencia de la bioética personalista, 
que busca equilibrar el desarrollo económico con el bienestar humano global. Su objetivo es crear 
condiciones dignas para mitigar problemas sociales, con innovación social y ambiental, sin comprometer 
la rentabilidad de la organización (pág. 9). 

02 

A pesar de sus principios y objetivos, las empresas de interés común se enfrentan con desafíos 
estructurales al momento de equilibrar su rentabilidad con la gestión de los impactos sociales y 
ambientales que genera su actividad económica. Para superar esta barrera, la literatura sugiere mejorar el 
compromiso ético y responsable de los representantes y colaboradores para abordar los conflictos y 
controversias que surgen (pág. 12). 

04 Existen consumidores dispuestos a pagar más por bienes y servicios de empresas que cuentan con 
programas de sostenibilidad organizacional o son empresas de interés común (pág. 19). 

05 Los consumidores están dispuestos a pagar el precio que refleje la internalización de las externalidades 
ambientales y sociales (pág. 3). 

05 Las empresas que aportan al desarrollo sostenible equilibran sus objetivos de rentabilidad con la 
consecuencia de objetivos sociales, ambientales y de gobernanza (pág. 4). 

07 Las organizaciones que se digitalizan, en el tiempo, tendrán un mejor rendimiento financiero (pág. 12). 

12 En países como Colombia, las empresas de interés común tienen beneficios monetarios y tributarios 
como el acceso preferente a líneas de crédito del Estado, deducción y excepción de impuestos (pág. 6). 

Financiamiento 

04 

Con relación a las empresas de interés común, se sugiere que los países desarrollen política pública y 
normativa que favorezca dicho ecosistema. Por ejemplo, se podría facilitar el acceso a créditos y fondos, 
promoviendo así inversiones en organizaciones comprometidas con generar un impacto social y 
ambiental positivo (pág. 9). 

05 Argentina aprobó la Ley de Fomento al Capital Emprendedor que apalanca el financiamiento de 
crowfunding (pág. 9). 

06 
En el caso de Ecuador, se identificaron varios semilleros para emprendedores. Por ejemplo, el Fondo 
Emprende: Ecuador Productivo, las garantías parciales del Fondo Nacional de Garantías (FNG), la 
negociación con clientes y proveedores, y el crowdfunding (pág. 6). 

06 

Se insiste en la importancia de contar con plataformas de fondos colaborativos, mismos que deben estar 
regulados por el Estado. Los aportes que se realizan mediante el uso de dichas plataformas pueden ser: 
donaciones, recompensas, pre-compras, inversión en acciones y financiamiento responsable. Además, al 
inscribirse en el Registro Nacional de Emprendedores, podrán acceder a programas de promoción 
comercial en el exterior y acceso a servicios financieros y fondos de inversión públicos y privados (pág.8 y 
9). 

15 
Realizar una auditoría de gestión contribuye al crecimiento económico de las organizaciones mediante la 
supervisión de sus procesos administrativos y financieros, facilitando la emisión de recomendaciones 
orientadas a optimizar la toma de decisiones empresariales (pág, 3). 

17 Las incubadores fomentan la creación y fortalecimiento de nuevos negocios mediante procesos de 
capacitación y asistencia técnica durante sus cuatro fases: pre-incubación, incubación, pos-incubación y 
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seguimiento.  
Innovación 

02 

La ciencia, la tecnología y la innovación son aspectos fundamentales para el crecimiento de las 
organizaciones y el desarrollo de nuevos productos. Sin embargo, se debe considerar los límites éticos, la 
dignidad humana, la privacidad y la confidencialidad al momento de llevar a cabo las investigaciones para 
nuevos productos (pág. 7). 

03 

Para la sostenibilidad y sostenibilidad de la organización, se debe contar con herramientas que les 
permita gestionar adecuadamente a sus clientes (pág. 5) Un ejemplo es la implementación de un CRM 
que ayuda a gestionar, eficientemente, los recursos de una organización y contribuye al rendimiento 
financiero de una organización al mismo tiempo que crea valor para sus clientes (pág. 6). También se 
recomienda la incursión en herramientas tecnológicas, como la realidad aumentada para comercializar 
sus productos (pág. 9) y funciones del KAM para el manejo de cuentas clave (pág. 10). 

06 La tecnología, al proporcionar un acceso amplio a diferentes tipos de herramientas, se convierte en un 
driver indispensable para los emprendimientos (pág. 16). 

07 

Los emprendedores utilizan varios recursos digitales como las redes sociales para comercializar sus 
productos, esto supone un cambio de paradigma ante la presencia de tiendas físicas que cada vez 
pierden más mercado .Los países pueden guiarse con los dispuesto en el Índice Digital de Economía y 
Sociedad de la Unión Europa para mejorar la innovación en cinco dimensiones: conectividad, capital 
humano, uso de servicios de Internet, integración de tecnología digital y servicios públicos digitales (pág. 
5). 

09 La transformación y mejora de las organizaciones, catalizadas por el uso de tecnologías contemporáneas, 
están intrínsecamente vinculadas con la influencia de las TIC (pág. 7). 

09 

Las TIC permiten la automatización de procesos, es así como la transformación digital y el uso de 
tecnologías es el nuevo estándar para la mejora continua de las organizaciones. Adicionalmente, la 
inteligencia artificial ayuda a los gestores a resolver problemas complejos lo que mejora la gestión de la 
organización. (pág. 7, 8) 

17 La metodología del desing thinking está bien valorada entre los emprendedores porque ayuda a generar 
ideas innovadoras para nuevos mercados (pág. 2). 

Marketing digital 

03 

La implementación de una estrategia integral de marketing orientada al valor requiere establecer un 
cronograma de postventa para el seguimiento sistemático de clientes, desarrollar planes de capacitación 
continua que fortalezcan la fidelización del nicho de mercado definido y ejecutar un plan promocional 
semanal que dinamice la comercialización de las distintas líneas de productos; todo ello apoyado en el 
fortalecimiento del sistema digital mediante marketing de contenidos, uso estratégico de redes sociales y 
la adopción de sistemas integrados de atención al cliente, alineados con un modelo de creación de valor 
en cinco etapas: comprender el mercado, diseñar estrategias de marketing, desarrollar un programa de 
marketing integrado y captar valor del cliente. Se sugiere incorporar enfoques de marketing experiencial 
que activen los sentidos y las conexiones emocionales para influir positivamente en la decisión de compra. 
(pág. 3, 6, 7, 8). 

04 Se considera como un incentivo de atracción y retención de clientes que las empresas divulguen su 
compromiso con la sostenibilidad (pág. 18). 

06 

Las redes sociales son una herramienta estratégica para que los emprendimientos promocionen sus; 
permiten la adaptación a nuevos procesos para facilitar la exhibición de productos en línea, el contacto 
digital con un público más amplio, el asesoramiento personalizado y los pagos mediante transferencias 
en línea (pág. 5). 

07 La digitalización de pagos es un proceso pivotal para los emprendimientos, más aún si son en línea. (pág. 
3) 

09 
Las TIC generan cambios significativos en la gestión de las organizaciones. Por ejemplo, facilitan el acceso 
a recursos de manera eficiente y efectiva, mejora la gestión, competitividad y la productividad de las 
empresas (pág. 3). 

11 

Las relaciones públicas son un proceso determinante para la organización. No puede tratarse al 
relacionamiento público de forma improvisada, sino como parte de la planificación estratégica de la 
empresa. La comunicación positiva debe abordarse de forma coherente en los ámbitos mediático y social, 
interpersonal e intrapersonal, con el objetivo de fortalecer la gestión comunicacional de la organización y 
promover la construcción de vínculos con sus diferentes públicos. (pág. 4. 6) 

17 

Un plan de marketing debe integrar, de manera sistemática, la planificación, gestión, prueba y medición 
de resultados, apoyándose en la identificación del buyer persona mediante un modelo arquetípico 
construido a partir de la investigación previa del perfil para comprender sus características, motivaciones, 
procesos de decisión y hábitos de compra (pág. 5, 6). 

21 
Varias investigaciones han analizado la efectividad de la participación de los influencers en campañas de 
marketing para mejorar la intención de compra en su público objetivo. Los resultados indican que el 
público acepta el mensaje dependiendo, principalmente de las características del emisor. Entre las 
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características que evalúan los consumidores se pueden mencionar: la experiencia, la confiabilidad y el 
atractivo, así como factores complementarios de similitud y familiaridad con la audiencia. Basándose en 
estos resultados cerca del 90 % de los departamentos de marketing utilizan influencers como una 
estrategia para posicionar sus marcas y productos (pág. 5, 6, 7, 8). 

12 
Los estudios de mercado permiten a las organizaciones levantar información sobre nuevos mercados, 
nuevos nichos, la necesidad de nuevos productos y la situación de la competencia. Al determinar la 
demanda insatisfecha pueden incursionar en otros espacios (pág. 5). 

12 

El estudio de mercado también ayuda a reducir el riesgo de una nueva idea de negocio, ya que permite 
comprender el sector. Para ejecutar, correctamente un estudio de mercado se define el mercado objetivo, 
la estimación de la demanda del producto, el análisis cualitativo del mercado y la segmentación de los 
grupos Adicionalmente se debe realiza el análisis de las variables clave del producto, su precio, los canales 
de distribución. Toda esta información sirve para tomar decisiones informadas sobre las estrategias de 
marketing y posicionamiento del producto (pág. 5, 6, 15, 17). 

Estrategia organizacional 

01 El liderazgo sostenible fomenta la implementación de un modelo de gestión sostenible que, en este caso, 
se traduce en la implementación de unas empresas B (pág. 3). 

02 

 La importancia de fomentar e integrar valores éticos en la organización, no únicamente como 
instrumentos de aplicación puntual, sino como soporte estratégico en el modelo de gestión del cual la 
rentabilidad se proyecta, y sea duradera en el tiempo.  de esta forma la integridad y ética se consolide en 
la esencia de toda organización, La responsabilidad social, plantea una transformación de la empresa para 
incorporar los valores y principios de justicia, transparencia y responsabilidad, con la finalidad de fortalecer 
la competitividad. 
(pág. 6, 10). 

03 
Las empresas han desarrollado diferentes estrategias para tener un crecimiento económico, entre estas 
está utilizar el marketing relacional. Es más rentable mantener y lograr fidelizar a los clientes existentes 
que conseguir nuevos clientes (pág. 6). 

03 

Las organizaciones empresariales tanto microempresa, como macroempresa dentro de su directriz, debe 
estar relacionada con la optimización y seguimiento de la vivencia y la adquisición de sus clientes con sus 
productos. Marketing experiencial. 
Las cuentas (KAM) y su administración, es una herramienta fundamental para proveedores y el 
encaminamiento a clientes de alto potencial con requerimientos rigurosos y específicos, brindándoles un 
trato guiado en el campo del marketing. 
(pág. 8, 9). 

04 

En perspectiva empresas de triple impacto parecidas a las BIC, son identificadas como un baluarte dentro 
del cuarto sector de la economía. Para reforzar su competitividad tienen que ajustar su estrategia al 
mercado actual, considerando la fluctuación de los mercados y la carencia de recursos. 
El amoldamiento y sostenibilidad de las organizaciones a largo plazo se enfoca en la obtención de 
modelos de gestión estratégicos que generen un valor de entendimiento enfocado a los grupos de 
interés. 
Es fundamental estimular innovaciones que impulsen valor y refuercen la competitividad y contribuyan al 
desarrollo económico social ambiental de las comunidades. 
La BIC, sociedades que se valen de tácticas como eje principal tales como: trabajadores, clientes, 
ambiente y comunidad, otros ejes como la gobernanza no fue tratado, quizás por de pequeñas empresas 
girar en entorno a pequeñas empresas. 
(pág. 3, 8, 9). 

05 

La cultura organizacional de una empresa está asociada naturalmente con la sostenibilidad empresarial  
La sostenibilidad no puede utilizarse de manera desierta o fragmentada en algunas áreas de la empresa, 
por lo cual exige un deber al revisar el modelo de negocio, la transformación de la visión y enfoque de la 
concepción de éxito y crecimiento de la organización (pág. 7, 11). 

06 El cumplimiento de las normas mercantiles, tanto sus requisitos y formalidades legales son la columna 
para forjar un negocio (pág. 15). 

07 

La digitalización tiene cuatro dimensiones: conectividad, contenido, comercio y cultura digital. 
Por ende, las organizaciones deben pasar, por las cuatro dimensiones para el curso conectividad, 
contenido, comercio y cultura digital. 
Los emprendimientos que requieran incrementar sus dividendos, crear nuevas plazas de empleos y 
modernizar sus negocios tienen que invertir en digitalización. 
Las prácticas empresariales responsables dentro de todas las áreas de la organización desde gestión 
ambiental, el impulso de la equidad de género y de derechos humanos. Acciones que generan un 
patrimonio tangible para la organización o empresa (pág. 3, 13). 

09 
Las tecnologías de la información y comunicación están ligadas directamente y son indispensables en las 
organizaciones. 
La tecnología es el vector para implementar, para decisiones administrativas y operativas, fortaleciendo 
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conocimientos específicos e implementando de forma más eficiente los procesos y toma, gestión de 
decisiones dentro de una organización moderna. 
Las empresas con mayor inversión en tecnología se expanden a la optimización enfocándose al cliente y a 
su nicho de mercado. 
Establecer TIC y considerar una estrategia de acuerdo con los requerimientos de la organización con el fin 
de generar una ventaja en la competitividad y sostenibilidad de la organización. 
Las TIC son componentes esenciales para impulsar los temas de sostenibilidad y competitividad, así como 
su reorganización en operaciones empresariales. 
Se destaca la importancia de la IA, pero cabe recalcar las limitaciones, responsabilidades y la ética en su 
difusión para un impacto real y seguro. 
(pág. 1, 3, 4, 7, 8). 

11 

La sociedad en si está expuesta a una basta información lo que se traduce en una exigencia de las marcas 
a instituir una ‘identidad corporativa’ organizacional que sea consecuente y férrea. 
La EIB una herramienta de gestión organizacional con su plataforma, mide los modelos, configura y 
define objetivos corporativos y funcionales de una organización. 
Los 5 rasgos del perfil organizacional son: responsabilidad, sostenibilidad, innovación, transparencia y 
creatividad. 
5 cualidades competitivas: Trabajar con ímpetu, brindar productos y servicios de calidad, crear impacto 
social ambiental autentico y verdadero, implementar un modelo de impacto para aportar a los ODS. 
(pág. 4, 9, 11). 

14 

Una herramienta estratégica es la auditoría de gestión que busca fortalecer el control administrativo y 
financiero, optimizar la toma de decisiones y minimizar riesgos organizacionales en contextos de 
incertidumbre. De forma complementaria, el cuadro de mando integral permite la alineación de recursos, 
procesos y responsabilidades con los objetivos estratégicos, apoyando un proceso decisional basado en 
información oportuna, análisis del contexto interno y evaluación de los principales sistemas de control, 
comunicación, rentabilidad y desempeño financiero (pág. 3, 6, 7, 13, 14). 

15 

El cuadro de mando integral brinda a los directivos herramientas que facilitan la comprensión del 
desempeño general del negocio y de cada una de sus áreas de gestión, favoreciendo la articulación de 
recursos, procesos y equipos de trabajo en función del cumplimiento de los objetivos organizacionales 
(pág. 6). 

15 

La dirección estratégica constituye un factor fundamental dentro del proceso de toma de decisiones 
gerenciales, ya que permite a las organizaciones identificar y responder de manera efectiva a las 
oportunidades y amenazas del entorno, aprovechando sus capacidades y recursos para generar ventajas 
competitivas sostenibles (pág. 7). 

17 

Para la innovación, el design thinking tiene la visión holística. 
El emprendedor debe identificar las necesidades que el mercado requiere, esto con lleva al uso eminente 
de tecnología y asociar de forma inteligente y precisa la digitalización. 
La metodología design thinking, es un proceso que identifica con facilidad alternativas para abordar un 
problema y hallar soluciones, también permite aprender del cliente y conseguir relación gratificante con 
el cliente. 
(pág. 2, 3, 10). 

18 

El análisis sistémico permite estudiar los procesos empresariales, observar las interdependencias entre los 
procesos de insumo, los procesos en sí y las salidas del sistema. Esta técnica proporciona principios 
cualitativos como cuantitativos, lo que facilita la creación de valor e incluso la destrucción de valor, 
identificándola (pág. 4). 

19 La dirección, finanzas, producción-operación, innovación, mercadotecnia están dentro de los procesos del 
sistema, aquellos factores que optimizaran los resultados en las MYPE (pág. 27). 

21 
El comportamiento de compra o consumo de la generación de millennials o de los nativos digitales, están 
altamente relacionados con el ambiente de sus pares y personalidades influyentes que modifican su 
actuar, los millennials son un grupo etario ideal de estudio para el marketing (pág. 5). 

12 

Un estudio de mercado en el cual se evidencie con información veraz y precisa, un análisis del impacto, 
para disminuir los riesgos y tomar las decisiones más acertadas, sobre el mercado en estudio y reducir 
amenazas en la inversión, con esos resultados se planearán estrategias que direccionen a una prosperidad 
y podrá satisfacer los requerimientos y demandas del mercado con éxito. 
Las directrices y estrategias para lograr los objetivos de marketing: 4P, plaza, precio, promoción y 
producto. 
(pág. 5, 7, 14). 

10 Las PYME asociadas al género femenino, como gerente o dueña, tienen un balance positivo en los 
rendimientos de la PYME (pág. 16, 17). 

10 El gerente- dueño o CEO femenino en la PYME, genera un desempeño financiero positivo esto es medido 
en ROA (pág. 17). 

 

Enríquez y Espinoza (2026) 
Modelo organizacional sostenible para emprendimientos B Corp de servicios

 



 
 

            56 

Beneficio e Interés Colectivo 

01 

La redistribución de la riqueza y el desarrollo sostenible vienen de la mano de las sociedades BIC. 
Es indispensable buscar el equilibrio económico, social y ambiental de las empresas para integrar los ODS 
a tácticas eficientes de responsabilidad social empresarial. 
Las empresas B son el resultado a la respuesta latinoamericana con ello aparecen las sociedades BIC. 
Las empresas BIC están en estas áreas: Gobernanza, capital laboral, comunidad, clientes y medio 
ambiente, con sus respectivas variables. 
La sociedad BIC tiene como objetivo principal, generar un impacto positivo en la sociedad y el medio 
ambiente, para certificar el debido cumplimiento deben presentar un informa que será abalado por un 
organismo que siga los modelos internacionales como los B Corp o los GRI (pág. 2, 3, 8). 

02 
Surge un nuevo paradigma de la conjunción de un negocio con su capital social y de protección del 
medio ambiente, que respalde la ejecución de los objetivos y el desarrollo actividades con fines de lucro, 
respetando los estatutos implementados en sus objetivos (pág. 4). 

04 

Las sociedades BIC con sus representantes respectivos en una entrevista, señalaron que es esencial crear 
un plan de incentivos que estimule a los empresarios a optar por el modelo BIC. Aunque lo primordial 
para implementar este modelo es el principio de lo correcto, que haya incentivos podría ser la directriz 
más conveniente para que más empresas caminen a una práctica social y medio ambiental responsable 
(pág. 18). 

05 El cambio de status de las sociedades BIG debe reflejar la validación de las acciones sociales y 
ambientales para ejecutar el cumplimiento de los objetivos (pág. 9). 

08 

Las Sociedades de Beneficio e Interés Colectivo integran en su modelo empresarial el compromiso de 
atender problemáticas sociales y ambientales, alineándose con el enfoque de empresas de triple impacto 
y sustentando su gestión en principios de responsabilidad social empresarial evaluados mediante criterios 
ambientales, sociales y de gobernanza (pág. 39). 

08 

Actualmente, las empresas están incorporando prácticas responsables en todas sus áreas operativas, 
abarcando desde la administración sostenible de recursos ambientales hasta la promoción de la equidad 
de género y el respeto a los derechos humanos, generando valor tanto organizacional como social (pág. 
42). 

11 
B Lab diseñó la “Evaluación de Impacto B (EIB)”. Una herramienta de libre acceso, simple y práctica, que 
ayudan analizar el desempeño organizacional en 5 áreas claves: gobernanza, clientes/as, trabajadores, 
comunidad y medioambiente (pág. 9). 

12 

Hay tres tipos de empresas: las tradicionales que tienen como primordial interés la utilidad de sus 
inversionistas; empresas de responsabilidad social que tienen como objeto aprovechar su utilidad al 
máximo, pero también se enfocan en problemas sociales y ambientades que conectan con la dinámica de 
su actividad económica y las empresas con propósito, que generan sus ganancias con el objeto de invertir 
en la resolución problemas sociales o ambientales. 
La utilidad tiene tres fines: los dividendos, reinversión y/o actividades sociales. 
Distribución presupuestaria: desarrollo de sus actividades incluyendo responsabilidad social, distribución 
presupuestaria: desarrollo de sus actividades incluyendo responsabilidad social. 
Presentación de informes de RSE: interna y externa (al estado) de acuerdo con su gestión. 
Tiene obligación de realizar actividades de RSE. 
La Ley de Emprendimiento e Innovación en la Republica del Ecuador no tiene ningún tipo de incentivo o 
privilegio estatal, para las empresas BIC. 
(pág. 3, 4, 7) 

13 

En las sociedades BIC, las utilidades pueden destinarse a reinversión, distribución de dividendos o 
ejecución de iniciativas sociales; de igual manera, la asignación presupuestaria se orienta al 
fortalecimiento de sus operaciones y al cumplimiento de compromisos vinculados con la responsabilidad 
social empresarial (pág. 123). 

13 
En el caso ecuatoriano, de acuerdo con la Ley Orgánica de Emprendimiento e Innovación de 2020, las 
empresas que adoptan la figura de sociedad BIC no acceden a incentivos o beneficios estatales 
específicos por asumir esta modalidad societaria (pág. 126). 

14 

Las BIC tienen como modelo de negocio la adquisición de bienes o contratación de servicios de empresas 
locales, microempresas o empresas que correspondan a una minoría, cabe resaltar que comercio justo 
está dentro de sus prácticas. 
En el manual del gobierno corporativo se indica las directrices para los empleados para donde incorpora 
los valores y expectativas sociales de la empresa. También, enfoca criterios de diversidad cultural y de 
género en los diversos organigramas directivas y equipos de trabajo. 
La jornada laboral, las prácticas laborales, la remuneración salarial para los cooperantes o trabajadores de 
una organización se establezcan en los valores razonables de equidad, capacitación constante y efectiva 
de los colaboradores. 
En la gestión ambiental, la realización y control de auditorías, donde se supervisan y utilizan prácticas 
sostenibles, como emisiones de gases, reciclaje y reutilización de residuos. 
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Trabajar con la comunidad un vector esencial para generación de empleo para población sin empleo, 
creando Las prácticas con la comunidad crean opciones de trabajo para la población desempleada, 
permite incentivar el voluntariado afianzando el compromiso involucrando a fundaciones. 
(pág. 17, 18) 

16 
Las empresas que busquen implementar la naturaleza de las empresas con propósito pueden comenzar 
con   una sola dimensión como la implementación del modelo de negocio, gobierno corporativo, prácticas 
laborales, prácticas ambientales o prácticas sostenibles con la comunidad) (pág. 6) 

18 
El crecimiento de las mujeres con una apertura a la educación de calidad, salud, una capacitación y 
acceso a crédito puede establecer el cierre de brechas e implementar oportunidades ganadas contra la 
pobreza violencia, buscando equidad y protagonismo en la sociedad. (pág. 4) 

20 Los procesos de certificación como empresas B, complementan los requerimientos para el informe de 
gestión que expone las sociedades BIC (pág. 1). 

Fuente: Elaboración propia. 
 
Esta propuesta integra los aspectos clave de un modelo de gestión organizacional como 
las jerarquías, procesos y actividades; además, recoge las ideas clave de los estudios 
analizados en tanto a los ejes de acción planteados: rentabilidad, financiamiento, 
innovación, marketing digital y la estrategia organizacional; finalmente, el modelo 
destaca un enfoque transversal de beneficio e interés colectivo.  

Este modelo se estructura en torno los ejes identificados. Para cada uno de los ejes, el 
modelo se organiza en tres niveles de gestión: estratégico, ejecutivo y operativo. Dentro 
de esta estructura, cada eje cuenta con un conjunto de actividades y responsabilidades 
claramente definidas para cada nivel de gestión, con el objetivo de asegurar que todas las 
acciones se alineen con los objetivos generales del emprendimiento. Este enfoque 
permite que cada nivel de la organización sea responsable de cumplir con los 
compromisos adquiridos en su respectiva área, garantizando la coherencia y el trabajo 
conjunto. Además, un elemento clave y transversal al nivel estratégico es el beneficio e 
interés colectivo.   

El modelo de gestión organizacional para B Corp del sector servicios propone una forma 
de dirigir y consolidar estos negocios desde una mirada integral, donde las decisiones 
empresariales responden tanto a la sostenibilidad económica como al compromiso social 
y ambiental propio de aquellas. Para ello, se estructura en torno a cuatro ejes que dialogan 
permanentemente con los grupos de interés y que, en conjunto, permiten materializar el 
propósito B Corp. 

El primer eje, rentabilidad, invita a superar la lógica tradicional de acumulación de capital 
para transitar hacia una rentabilidad que se reinvierte en objetivos sociales y ambientales. 
Bajo este enfoque, se reconoce que es posible —y deseable— equilibrar el desarrollo 
económico con el bienestar humano y la protección del entorno. Esto implica diseñar 
estrategias que valoren a clientes dispuestos a pagar por servicios responsables, y 
consolidar procesos internos que garanticen que dichas estrategias se lleven a la práctica 
de forma coherente y sostenible. 

El segundo eje, financiamiento, plantea que los emprendimientos B Corp pueden 
fortalecer su sostenibilidad accediendo a fuentes diversas, desde garantías estatales 
hasta mecanismos colaborativos como el crowdfunding. Inscribirse en registros oficiales 
y participar en programas de incubación abre puertas a fondos públicos y privados, 
mientras que una adecuada gestión interna permite que estos recursos se utilicen 
eficazmente y que los equipos involucrados ejecuten las acciones necesarias para 
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mantener la salud financiera del emprendimiento. 

En el tercer eje, innovación, el modelo propone incorporar herramientas y metodologías 
que fortalezcan la relación con los clientes y mejoren los procesos internos. La 
implementación de sistemas CRM, el uso de plataformas digitales para comercializar 
servicios, la automatización de procedimientos y la adopción de enfoques creativos como 
el design thinking configuran un camino hacia la modernización constante. Este eje 
impulsa a los emprendimientos a adaptarse a los cambios tecnológicos, a profesionalizar 
la gestión y a generar soluciones innovadoras de forma continua. 

El cuarto eje, marketing digital, aborda la creación de vínculos significativos con los 
públicos. Aquí se plantea establecer cronogramas de seguimiento posventa, diseñar 
campañas que combinen marketing relacional y experiencial, y utilizar redes sociales 
como medio dinámico para posicionar servicios. Identificar al cliente ideal, trabajar con 
influencers y generar contenido confiable y relevante son prácticas que fortalecen la 
presencia digital de los emprendimientos y potencian su capacidad para comunicar su 
propósito triple impacto. 

Estos cuatro ejes se activan en tres niveles: uno estratégico, donde se definen metas y 
orientaciones; uno ejecutivo, que traduce esas metas en procesos y coordina los equipos; 
y uno operativo, donde las actividades concretas se ejecutan y se identifican 
oportunidades de mejora. De esta manera, el modelo asegura coherencia entre la visión 
y la práctica cotidiana. 

Figura 1. 

Modelo de gestión organizacional para emprendimientos B Corp para el sector de servicios 

 
Fuente: Elaboración propia. 
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Finalmente, todos estos componentes convergen en un eje transversal: el beneficio e 
interés colectivo. Este principio orientador recuerda que el propósito último de un 
emprendimiento B Corp es generar valor para la sociedad y el ambiente, no solo para la 
empresa. Por ello, cada decisión estratégica y cada acción operativa está pensada para 
contribuir a la comunidad, a los colaboradores, al entorno natural y a la cadena de valor, 
reforzando un modelo empresarial que entiende la rentabilidad como una vía para 
transformar positivamente el territorio. 

El eje transversal de beneficio e interés colectivo del modelo de gestión propuesto se 
fundamenta en la premisa de que la utilidad generada por los emprendimientos B Corp 
debe orientarse hacia la reinversión y la destinación de recursos a actividades sociales o 
ambientales. Este enfoque integra dimensiones económicas, sociales y ambientales, 
articulando prácticas responsables que fortalezcan el impacto positivo de la organización 
en su entorno. 

En el ámbito ambiental, se plantea la necesidad de realizar auditorías periódicas y 
supervisar las emisiones de gases de efecto invernadero, así como implementar 
programas de reciclaje y reutilización de residuos bajo los principios de la economía 
circular (7R). 

En relación con la comunidad, el modelo enfatiza la creación de vínculos con poblaciones 
vulnerables mediante la adquisición de bienes y servicios a proveedores locales o 
pertenecientes a minorías. Además, incentiva la generación de empleo para personas 
desempleadas, la promoción del voluntariado, la articulación con fundaciones y la 
colaboración con mujeres para disminuir barreras históricas y contribuir a la reducción de 
la pobreza y la inequidad. 

Con los clientes, se impulsa la adopción de prácticas de comercio justo basadas en precios 
razonables, condiciones laborales transparentes, responsabilidad empresarial y comercio 
directo. Se destaca, además, la importancia de comunicar el valor agregado del beneficio 
colectivo para que los clientes se identifiquen con el propósito social del emprendimiento. 

En cuanto a los colaboradores, se propone establecer un manual interno que incorpore 
los valores y expectativas sociales de la empresa, incluyendo criterios de diversidad 
cultural y de género para la conformación de juntas directivas y equipos de trabajo. Se 
plantea también la adopción de políticas salariales razonables, estándares de equidad, 
subsidios de formación profesional y mecanismos de flexibilización laboral. 

Finalmente, en el ámbito de la gobernanza, se reconoce que los emprendimientos 
pequeños suelen no considerar inicialmente esta dimensión; sin embargo, se sugiere 
avanzar progresivamente hacia prácticas de gobernanza que fortalezcan la 
transparencia, la participación y la responsabilidad organizacional. 

En conjunto, este eje transversal orienta a los emprendimientos B Corp a consolidar un 
modelo de gestión que priorice el bienestar colectivo, la sostenibilidad y la creación de 
valor social más allá de los resultados económicos tradicionales. 
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Figura 2. 

Eje transversal del beneficio e interés colectivo del modelo de gestión propuesto 

 

 
Fuente: Elaboración propia. 

Los hallazgos derivados del análisis de los 21 artículos seleccionados permiten establecer 
un diálogo productivo con la literatura existente sobre gestión organizacional sostenible, 
emprendimiento y modelos B Corp, al tiempo que revelan convergencias, tensiones y 
vacíos que merecen ser interpretados con profundidad. 

Sobre la rentabilidad como instrumento, no como un fin. Uno de los patrones más 
consistentes identificados en la matriz de sistematización es el desplazamiento 
conceptual de la rentabilidad: de objetivo central a herramienta para alcanzar propósitos 
sociales y ambientales. Este hallazgo es coherente con lo que Stubbs (2017) describe como 
la lógica característica de las empresas B, que no abandonan la rentabilidad, sino que la 
resignifican dentro de una visión de triple impacto. En la misma línea, De Souza Barbosa 
et al. (2023) y Chen et al. (2023) confirman que la integración de criterios ASG en los 
procesos decisionales no compromete el desempeño financiero, sino que puede 
fortalecerlo a largo plazo. Sin embargo, la literatura revisada también evidencia que esta 
reorientación no está exenta de tensiones: equilibrar la rentabilidad con los impactos 
sociales y ambientales exige un compromiso ético sostenido por parte de los directivos, 
tal como señala Correa y Vásquez (2020). Este hallazgo no fue suficientemente explorado 
en los artículos seleccionados, lo que sugiere que el debate sobre los mecanismos 
concretos de dicho equilibrio constituye aún una agenda pendiente en la literatura 
latinoamericana en español. 

Un dato particularmente relevante que emerge de la matriz es que la digitalización 
aparece como predictor de mejor desempeño financiero en el tiempo. Esta constatación 
converge con los planteamientos de Bricio, Calle y Zambrano (2018) y Pitre, Builes y 
Hernández (2021), quienes documentan cómo las herramientas digitales optimizan la 
eficiencia operativa y amplían el alcance comercial. No obstante, la literatura revisada 
proviene principalmente de contextos latinoamericanos de mediana o gran escala 
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empresarial; su aplicabilidad directa a emprendimientos de servicios en etapa temprana, 
que operan con recursos limitados, debe ser asumida con cautela. 

Los artículos analizados identifican mecanismos de financiamiento alternativos como 
crowdfunding o incubadoras. Sin embargo, uno de los hallazgos más significativos es que, 
pese a la introducción jurídica de la figura BIC en Ecuador, no se establece incentivos 
fiscales ni preferencias crediticias específicas para este tipo de organizaciones, a 
diferencia de lo que ocurre en Colombia, donde la normativa sí prevé beneficios 
tributarios y acceso preferente a líneas de crédito estatales.  

A su vez, las barreras de acceso al financiamiento identificadas en la literatura (Andrade, 
2012; Lederman et al., 2015) recomiendan la diversificación de fuentes y el 
aprovechamiento de plataformas colaborativas reguladas. Esto refuerza la pertinencia de 
incluir el eje de financiamiento como componente estructural del modelo propuesto. 

La teoría señala que la innovación es el motor central de la competitividad organizacional. 
Los artículos seleccionados confirman esta premisa, pero añaden una dimensión práctica: 
la innovación en emprendimientos de servicios no se manifiesta principalmente en 
nuevos productos, sino en la adopción de herramientas de gestión de relaciones con 
clientes (CRM), metodologías como el design thinking y la incorporación de tecnologías 
de la información y comunicación (TIC). Este hallazgo es coherente con Carrasco, Peiró y 
Segarra (2012), quienes sostienen que la mejora continua y la innovación son procesos 
complementarios. Sin embargo, la literatura en español sobre innovación en 
emprendimientos BIC de servicios es escasa, lo que representa tanto una limitación del 
presente estudio como una oportunidad de investigación futura. 

Los artículos revisados revelan que el marketing digital cumple una doble función en los 
emprendimientos B Corp: por un lado, sirve como herramienta de posicionamiento 
comercial y captación de clientes; por otro, actúa como mecanismo de comunicación del 
propósito colectivo de la organización. Este segundo rol resulta especialmente relevante 
para los emprendimientos BIC, cuyo valor diferencial frente a empresas convencionales 
reside precisamente en su triple impacto. Este hallazgo amplía el marco conceptual de 
Bricio, Calle y Zambrano (2018), que entiende el marketing digital fundamentalmente en 
clave transaccional, e introduce una perspectiva relacional e identitaria que la literatura 
de gestión sostenible empieza a reconocer, pero que aún no ha sido suficientemente 
sistematizada en el contexto latinoamericano. 

Un hallazgo transversal a toda la revisión es que la literatura converge en reconocer la 
pertinencia del modelo BIC como marco organizacional, pero diverge significativamente 
en cuanto a su operacionalización. Mientras que Álvarez et al. (2021) y Fierro (2023) ofrecen 
descripciones detalladas del marco legal y conceptual, los artículos revisados presentan 
escasas orientaciones sobre cómo traducir los principios BIC en actividades concretas 
dentro de los tres niveles organizacionales que propone Julio (2020). Esta brecha entre 
conceptualización y operacionalización es precisamente la que el modelo propuesto en 
este artículo busca atender, lo que refuerza la relevancia y originalidad de la contribución. 

Asimismo, los artículos revisados evidencian que la gobernanza es la dimensión que 
menos atención recibe en los emprendimientos pequeños de servicios, en parte porque 
estas organizaciones suelen estar conducidas por sus propios fundadores, con 
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estructuras directivas informales. Esto es consistente con lo señalado por Huertas et al. 
(2020) sobre las particularidades de los modelos de gestión en organizaciones de menor 
escala, y reafirma que la gobernanza en el modelo propuesto deba plantearse como un 
proceso gradual y progresivo, no como un requisito inmediato de adopción total. 

Conclusiones 

El modelo de gestión propuesto para los emprendimientos B Corp en el sector de 
servicios integral busca no solo impulsar el crecimiento económico de los 
emprendimientos, sino también garantizar su sostenibilidad a largo plazo, promoviendo 
un impacto positivo en la comunidad, el medio ambiente y los colaboradores, con un 
enfoque en el beneficio e interés colectivo; además, articula estrategias clave para 
optimizar la rentabilidad, mejorar el acceso a financiamiento y fomentar la innovación.  

A través de un uso más eficiente de los recursos y la implementación de tecnologías 
digitales, se asegura la competitividad y adaptabilidad de los emprendimientos. Las 
estrategias de marketing digital, centradas en la personalización y el uso de plataformas 
tecnológicas, permiten ampliar su alcance y fortalecer las relaciones con los clientes. La 
implementación de una estructura sólida para gestionar a los clientes, como un sistema 
CRM, permite mejorar la interacción y fidelización, optimizando el servicio y la experiencia 
del cliente.  

La adopción de medidas de digitalización, como la automatización de procedimientos y 
la agilización de la comunicación interna a través de las TIC, permite a los 
emprendimientos aumentar su eficiencia operativa. Asimismo, la implementación de 
inteligencia artificial abre nuevas oportunidades para optimizar procesos, personalizar 
servicios y anticipar las necesidades del mercado. Finalmente, fomentar un entorno 
creativo mediante metodologías como design thinking es crucial para generar ideas 
innovadoras que permitan a los emprendimientos diferenciarse y adaptarse a los 
cambios del mercado, asegurando así un ciclo constante de mejora continua y 
competitividad. El eje transversal de beneficio e interés colectivo es crucial para la 
sostenibilidad de los emprendimientos BIC en el sector de servicios, ya que integra 
aspectos económicos, sociales y ambientales de manera equilibrada.  
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Artículos 

Algoritmos como herramientas y actores en la 
gobernanza organizacional empresarial 

Algorithms as tools and actors in corporate organizational governance 
 

Fernando Ricardo Gaibor Martínez8 

Resumen. El artículo explora la agencia de los algoritmos como instrumentos y agentes 
en la gobernanza corporativa. Se analizan sus impactos en la forma de hacer una elección, 
su incorporación en los sistemas de gestión y su contribución a la eficiencia y 
sostenibilidad operativa. Se utiliza un enfoque cualitativo-documental, apoyado en 
literatura reciente e informes especializados. Los resultados revelan que los algoritmos, 
cuando se integran en los procesos organizacionales, no solo automatizan tareas técnicas, 
sino que crean dinámicas socio-técnicas que reconfiguran las estructuras y prácticas 
internas. Finalmente, se señalan desafíos y oportunidades para una gobernanza 
responsable. 

Palabras clave: algoritmos; gobernanza organizacional; inteligencia artificial; agencia 
algorítmica; toma de decisiones. 

Abstract. The article explores the agency of algorithms as both instruments and agents 
within corporate governance. It examines their impact on decision-making processes, 
their incorporation into management systems, and their contribution to operational 
efficiency and sustainability. A qualitative-documentary approach is used, supported by 
recent literature and specialized reports. The findings reveal that when algorithms are 
integrated into organizational processes, they do not merely automate technical tasks, 
but also generate socio-technical dynamics that reshape internal structures and 
practices. Finally, the study highlights challenges and opportunities for responsible 
governance. 

Keywords: algorithms; organizational governance; artificial intelligence; algorithmic 
agency; decision-making. 

Introducción 

La llegada de la inteligencia artificial (IA) y, sobre todo, de los algoritmos al mundo de la 
empresa ha supuesto una transformación cuya sostenibilidad económica aún genera 
debate (Carvão, 2025), representando una revolución en la forma en que se estructuran 
las empresas, se toman decisiones y se gobiernan. Como alertan Katzenbach y Ulbricht 
(2019), los algoritmos no solo automatizan procesos, sino que crean maneras específicas 
de sociabilidad, codificando reglas, expectativas y mecanismos de coordinación entre 
actores. En este ambiente de transformación digital acelerada, los algoritmos ya no 
pueden ser considerados como simples herramientas técnicas subordinadas al control 
humano, sino como agentes que moldean interacciones, tienen lógicas propias y, en 

 
8 Alumno del Doctorado en Administración de la Universidad Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador, Correo: fernando.gaibor@uasb.edu.ec 
Orcid: https://orcid.org/0009-0008-4366-2457  

 
GESPYE GESTIÓN PÚBLICA Y EMPRESARIAL (e-ISSN: 3061-8630) 
Año 3, Núm. 5 (ene-jun 2026) • Págs. 66-77 • DOI https://doi.org/10.32870/gespye.vi5.5   
Recibido: 20/02/2026 • Aprobado: 27/04/2026 • Publicado: 30/05/2026 

mailto:fernando.gaibor@uasb.edu.ec
https://orcid.org/0009-0008-4366-2457
https://doi.org/10.32870/gespye.vi5.5


 
 

            67 

algunos casos, se convierten en instancias que determinan cómo fluyen la información y 
el poder en las organizaciones. 

En este sentido, la gobernanza algorítmica se presenta como un proceso que reconfigura 
capacidades de decisión y agencia, transformando prácticas, jerarquías y relaciones 
laborales bajo modalidades de control y coordinación mediadas por sistemas 
informáticos. Como señalan Kellogg et al. (2020), el control algorítmico en el trabajo se da 
a través de mecanismos que guían, evalúan y disciplinan a los trabajadores, 
transformando las relaciones de gestión y supervisión. Esta ambigüedad abre la puerta a 
preguntas esenciales sobre la influencia de los algoritmos en la gobernanza corporativa y 
cómo su integración transforma las prácticas de gestión y control corporativo. 

La digitalización de los sistemas integrados de gestión (IMS) ha demostrado que la 
incorporación de tecnologías digitales, como la IA, mejora la eficiencia, la gestión de 
riesgos y la transparencia en las organizaciones, permitiendo la alineación estratégica con 
las metas de sostenibilidad y responsabilidad corporativa (Ahmed, 2026). Pero esta 
evolución también plantea desafíos complejos en términos de interpretación, 
transparencia y ética de los algoritmos, que pueden reproducir sesgos y desigualdades si 
no se abordan adecuadamente (Bustelo, 2025; Pi et al., 2025). En ese contexto, la 
gobernanza algorítmica es un área de estudio que pretende entender y controlar cómo 
los algoritmos afectan la toma de decisiones, fomentando prácticas responsables, 
transparentes y justas (Katzenbach, & Ulbricht, 2019). 

Desde un punto de vista teórico, las aproximaciones socio-técnicas y la teoría del actor-
red proveen marcos conceptuales para entender la integración de los algoritmos en las 
organizaciones. Estas teorías conciben los algoritmos no como meros artefactos técnicos, 
sino como actores que co-constituyen las prácticas organizacionales con los agentes 
humanos, creando redes sociotécnicas complejas en las que la agencia se distribuye 
entre humanos y máquinas (Jianu et al., 2025). Esta perspectiva desafía las formas 
convencionales de gobernanza, que tienden a enfocarse solo en la agencia humana, y 
permite repensar la gobernanza corporativa con agencia algorítmica como parte 
constitutiva de las relaciones, estructuras y procesos organizacionales. 

La importancia de estudiar el papel de los algoritmos en el gobierno corporativo se vuelve 
más apremiante a medida que los sistemas algorítmicos se integran en funciones 
esenciales de las empresas, desde la gestión de riesgos y la toma de decisiones financieras 
hasta la dirección ejecutiva y la innovación (Babaei y Giudici, 2025; Ko, 2024; Singla et al., 
2025a). Esta apropiación, si bien es prometedora en términos de eficiencia y 
competitividad, implica entender cómo los algoritmos interactúan con los actores 
humanos, cómo impactan las relaciones de poder y cómo pueden ser auditados y 
regulados para prevenir resultados no deseados, como la discriminación algorítmica o la 
pérdida de autonomía (Oladele, 2024). 

En ese contexto, esta investigación busca examinar cómo los algoritmos se involucran en 
la gobernanza corporativa, tanto como instrumentos técnicos como actores con agencia. 
¿Cómo los algoritmos se involucran y participan en las prácticas, relaciones y procesos 
decisionales de las organizaciones empresariales como herramientas o actores de 
cambio digital? Para dar respuesta a esta pregunta, se asumen enfoques teóricos desde 
la teoría del actor-red y la perspectiva socio-técnica, y se complementa con un análisis 
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cualitativo de revisión documental. 

El objetivo de este artículo es aportar a la comprensión crítica y multidimensional de la 
gobernanza algorítmica empresarial, reconociendo cómo los algoritmos moldean la 
estructura, la toma de decisiones y las relaciones de poder dentro de la empresa. Además, 
se busca comparar la teoría con casos estudiados en fuentes secundarias para plantear 
una nueva perspectiva de gobernanza organizacional que integre la agencia algorítmica 
y sus implicaciones éticas y estratégicas, así como los desafíos y oportunidades que 
presenta para la gestión en la era digital. 

Esta investigación se suma a la corriente que reconoce la IA y los algoritmos como 
agentes transformadores de las organizaciones actuales, ofreciendo marcos 
conceptuales y análisis críticos para guiar una gobernanza responsable, transparente y 
eficaz en la era de la innovación tecnológica acelerada y compleja. 

Revisión de Literatura y Marco Teórico 

La gobernanza corporativa en la era de la transformación digital se ha visto impactada 
con la creciente presencia de algoritmos y sistemas de IA en los procesos de negocio. Este 
hecho requiere de un análisis profundo y desde diferentes perspectivas para entender 
cómo los algoritmos se desempeñan no solo como herramientas, sino como agentes con 
agencia en las organizaciones. Para ello, se apela a marcos teóricos que combinan 
perspectivas socio-técnicas y actor-red, así como estudios recientes que analizan la 
gobernanza algorítmica desde diferentes ángulos. 

Digitalización y Sistemas Integrados de Gestión 

La digitalización de los sistemas integrados de gestión (IMS) es un punto de partida para 
comprender la transformación organizacional habilitada por tecnologías digitales 
avanzadas, como la IA. Ahmed (2026) hace una revisión sistemática que muestra cómo la 
implementación de plataformas IMS digitales mejora la eficiencia operativa, la gestión de 
riesgos y la elaboración de informes ESG (ambientales, sociales y de gobernanza). Esta 
digitalización permite el monitoreo en tiempo real, el mantenimiento predictivo y los 
informes automatizados, superando los sistemas tradicionales y convirtiéndose en un 
pilar para la Industria 5.0. Desde la gobernanza, la digitalización permite la alineación 
estratégica con objetivos de sostenibilidad y mejora la transparencia y la confianza de las 
partes interesadas, una necesidad para la gestión organizacional actual. 

Gobernanza Algorítmica: Conceptos y Desafíos Éticos 

La gobernanza algorítmica es un tipo de gobernanza que coordina actores a través de 
reglas, las cuales codifican procedimientos epistemológicos complejos, los cuales son 
ejecutados por algoritmos computacionales. Y esto incluye prácticas, políticas y marcos 
legales para regular, supervisar y justificar el uso de algoritmos en la toma de decisiones 
del sector público y privado. A diferencia de la regulación tradicional, la gobernanza 
algorítmica da cuenta de la pluralidad de formas de orden social, incluidas las 
descentralizadas y no estatales, y de cómo los algoritmos moldean y codifican las 
interacciones sociales y las relaciones de poder (Katzenbach & Ulbricht, 2019; Srivastava, 
2021). 
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Este campo interdisciplinario trata con los problemas éticos, legales, sociales y técnicos 
que surgen de la automatización y la IA, como sesgos algorítmicos, discriminación, falta 
de transparencia y responsabilidad. Bustelo (2025) propone auditorías periódicas de 
sesgo para una gobernanza algorítmica transparente y justa, y hace hincapié en la 
distinción entre algoritmos, programas y datos para una supervisión eficaz. Además, 
argumenta que la gobernanza algorítmica necesita marcos legales y capacitación 
institucional para rectificar las decisiones automatizadas y generar confianza pública. 

La discriminación algorítmica es bien tratada por Pi, Huang y Zhang (2025), quienes 
discuten las razones y los peligros de la caja negra algorítmica y los datos de 
entrenamiento sesgados. Sugieren una métrica para medir el riesgo de discriminación y 
una gobernanza colaborativa entre sociedad, empresas y gobierno para fortalecer marcos 
legales y alfabetización digital y así reducir los riesgos. Y esta mirada es fundamental para 
analizar cómo la agencia algorítmica afecta las relaciones organizacionales y sociales, ya 
sea reproduciendo desigualdades o fomentando la justicia social. 

Teorías Socio-Técnicas y del Actor-Red en la Integración Algorítmica 

Para entender cómo los algoritmos se integran en las organizaciones empresariales, el 
enfoque sociotécnico es útil, ya que explora la interacción entre factores sociales y 
tecnológicos en la creación de prácticas y estructuras organizacionales. Jianu, Tussyadiah 
y Miller (2025) argumentan que los sistemas de gestión algorítmica son ensamblajes co-
creados por prácticas organizacionales. Recalcan que la humanización de la gestión 
algorítmica no está en el algoritmo como cosa, sino en la agencia humana, en la 
negociación interpretativa y resistente que lo reconfigura para mantener la autonomía, 
la discreción y la dignidad en el trabajo. 

Así, lo algorítmico se entiende como un agente activo de gobernanza organizacional 
que construye relaciones de poder a través de formas estratégicas de visibilidad e 
invisibilidad, las cuales moldean las condiciones para que la gestión algorítmica se 
manifieste como más o menos humanizante. 

Bruno Latour, en Reassembling the Social (2005), propone una mirada que puede 
enriquecer la comprensión de los algoritmos en las organizaciones desde la teoría del 
actor-red (ANT). Para Latour, los actores no son entidades estáticas, sino más bien flujos y 
objetos circulantes que se estabilizan gracias a muchas interacciones y experimentos. En 
este sentido, los algoritmos pueden considerarse agentes no humanos que participan en 
redes sociotécnicas complejas, en las que humanos y tecnologías se coconstituyen. 

Esta perspectiva hace posible examinar cómo los algoritmos no son simples 
instrumentos, sino agentes con agencia distribuida que participan activamente en la 
toma de decisiones, ejecución y control en las organizaciones. La ANT, al dejar "plano" lo 
social y destacar la heterogeneidad y performatividad de las relaciones, ofrece un marco 
para pensar la gobernanza corporativa incluyendo la agencia algorítmica y 
reconociendo la naturaleza relacional y compleja de las redes organizacionales (Latour, 
2005). 

Agencia Algorítmica y Modelos de Toma de Decisiones 

La agencia algorítmica revoluciona la noción de agencia, la cual siempre se ha asociado 
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con la acción humana. Con la inteligencia artificial, los algoritmos se convierten en actores 
con poder real sobre los procesos decisorios, no como simples herramientas, sino como 
fuerzas que dan forma a las conductas y los resultados administrativos. Como señala 
Peeters (2020), esta agencia algorítmica trasciende el código informático, influyendo en 
la conductua de los seres humanos y cambiando la forma en que interactúan con las 
máquinas. Y ello impacta en el margen de discrecionalidad humana, ya que las decisiones 
automatizadas pueden llegar a restringir la capacidad de supervisión y revocación por 
parte de los profesionales, generando preocupaciones en términos de transparencia y 
rendición de cuentas en la administración pública, así como en la gestión algorítmica del 
trabajo (Jarrahi et al., 2021). 

La caja negra técnica de muchos algoritmos, en particular los de aprendizaje automático, 
dificulta su comprensión y control, abriendo la puerta a nuevas formas de “gobernanza 
algorítmica” o “algocracia” que redefinen el poder y la responsabilidad. Como ya afirma 
Swarup (2025), la agencia debe entenderse como multiagente, en la que agentes 
humanos y algorítmicos definen los límites de la acción. Las desviaciones de agencia se 
dan manipulando las creencias, los deseos y los planes, lo que requiere modelos con 
cognición y autoevaluación para identificarlas. Así, la agencia algorítmica no solo ejecuta 
decisiones, sino que moldea el comportamiento humano y organizacional, necesitando 
enfoques interdisciplinarios que incorporen transparencia, supervisión humana y 
capacitación profesional para garantizar justicia y equidad en las decisiones apoyadas por 
IA. 

Metodología 

La investigación se ubica en el campo de la gobernanza organizacional y los algoritmos 
de cambio digital, buscando como objetivo general explorar el papel de los algoritmos en 
la gobernanza organizacional empresarial y cómo afectan las relaciones, estructuras y 
procesos internos para resignificar la gobernanza a través de la agencia algorítmica. La 
pregunta de investigación que aborda este estudio es: ¿Cómo los algoritmos se 
involucran en las prácticas, relaciones y procesos decisorios de las organizaciones 
empresariales como herramientas o actores del cambio digital? 

Para ello, se asume una mirada socio-técnica y de actor-red que da cuenta de la 
integración de los algoritmos como actores técnicos y sociales en las organizaciones. En 
este sentido, el enfoque reconoce la co-constitución de las prácticas organizacionales y 
las tecnologías algorítmicas, dando agencia a los humanos y a las máquinas (Jianu et al., 
2025). El diseño metodológico es cualitativo, exploratorio-descriptivo, buscando 
desarrollar una comprensión rica y contextualizada de los fenómenos estudiados. Se 
utiliza el método de análisis documental. 

Análisis documental 

Se hace una revisión de literatura científica, informes corporativos, leyes y casos de 
estudio sobre gobernanza algorítmica, digitalización de sistemas integrados de gestión, 
gestión de riesgos con IA y participación de algoritmos en la toma de decisiones 
corporativas. Esta revisión se apoya en literatura académica y técnica pertinente, como 
Ahmed (2026) en digitalización de sistemas integrados de gestión, Bustelo (2025) en 
auditoría de sesgos algorítmicos y Oladele (2024) en implicaciones éticas y de gobernanza 
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de la IA en la toma de decisiones empresarial. Además, se abordan marcos teóricos y 
normativos internacionales y casos regulatorios como la ley californiana de transparencia 
en IA y la gobernanza algorítmica en China. La revisión documental identifica las 
principales teorías, prácticas y desafíos de la incorporación de algoritmos en la 
gobernanza organizacional y compararlos con evidencia empírica existente y 
regulaciones actuales. 

La identificación y selección de fuentes siguió un proceso sistemático en dos fases. En la 
primera fase exploratoria, se utilizaron las plataformas ResearchRabbit y Consensus para 
mapear redes de citas e identificar autores clave e interconexiones temáticas. En la 
segunda fase de búsqueda sistemática, los hallazgos fueron verificados y ampliados 
mediante consultas directas en Scopus, Web of Science, Google Scholar y SciELO, 
empleando términos como "algorithmic governance", "AI corporate governance", 
"gobernanza algorítmica" y "agencia algorítmica", entre otros.  

Se priorizaron publicaciones recientes, principalmente de los últimos cinco años, junto 
con referentes teóricos fundacionales anteriores. A partir de un universo aproximado de 
250 documentos afines, se seleccionó un conjunto de fuentes pertinentes y se 
incorporaron al manuscrito aquellas referencias nucleares que sustentan directamente 
la pregunta de investigación, el marco teórico y la discusión del artículo. 

Tabla 1. 

Criterios de inclusión y exclusión para la selección de fuentes documentales 

Criterio Inclusión Exclusión 

Tipo de fuente 
Artículos peer-reviewed, libros académicos, 
informes de organizaciones especializadas, 
preprints en repositorios reconocidos 

Editoriales, notas de opinión sin respaldo 
empírico, publicaciones sin revisión por 
pares 

Temática 
Algoritmos en contexto organizacional, 
gobernanza algorítmica, agencia algorítmica, 
IA en toma de decisiones corporativas 

Artículos puramente técnicos sin 
enfoque de gobernanza u organizacional 

Temporalidad 
Publicaciones 2020-2026; referentes teóricos 
clásicos anteriores cuando fundamentan 
marcos conceptuales 

Publicaciones anteriores a 2015 sin 
relevancia teórica fundacional 

Idioma Inglés y español prioritarios; otros idiomas en 
bases de indexación reconocidas 

Fuentes en idiomas sin traducción 
verificable o en bases no indexadas 

Accesibilidad Documentos con DOI, URL accesible o 
disponibles en bases indexadas 

Artículos sin DOI ni enlace accesible y no 
localizables 

Pertinencia 
Relación directa con la pregunta de 
investigación: algoritmos como herramientas 
y actores en gobernanza organizacional 

Documentos tangencialmente 
relacionados sin aportar a la dualidad 
herramienta/actor 

Nota. Elaboración propia con base en el diseño metodológico de la investigación. 
 
Análisis de datos 

Los datos cualitativos recolectados en el análisis documental fueron codificados y 
categorizados, siguiendo el método del análisis temático. Este método hace posible 
reconocer patrones, recurrencias y conflictos sobre la agencia de los algoritmos en las 
prácticas organizacionales, comparando las categorías emergentes con los marcos 
teóricos de gobernanza algorítmica, socio-técnico y teoría del actor-red. La comparación 
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sistemática entre categorías y fuentes permitirá conocer mejor la agencia distribuida 
entre humanos y artefactos algorítmicos en procesos de decisión, control y coordinación 
organizacional. 

Para fortalecer la validez analítica, se contrastó la información proveniente de distintos 
tipos de fuentes documentales (literatura científica, informes corporativos, legislación y 
estudios de caso de fuentes secundarias), buscando convergencias y divergencias entre 
las evidencias revisadas. Este proceso de contrastación documental pretende fortalecer 
la validez interpretativa de la investigación e identificar posibles sesgos o lagunas en la 
documentación. Además, se abordaron las formas de visibilidad e invisibilidad en los 
sistemas algorítmicos de toma de decisiones, en línea con perspectivas sociomateriales 
que cuestionan cómo ciertas cosas se hacen presentes y otras se ausentan en la 
gobernanza organizacional. 

En suma, esta metodología cualitativa y multidimensional permitirá comprender en 
detalle cómo los algoritmos operan y participan en la gobernanza organizacional 
empresarial, en tanto que herramientas y actores sociotécnicos, para proponer una nueva 
mirada de la gobernanza en la era digital. 

Herramientas y recursos de apoyo 

Para manejar la cantidad de información revisada y mejorar la consistencia del análisis, 
se utilizaron diferentes herramientas digitales especializadas. Se usó como software de 
análisis cualitativo a MaxQDA para codificar, categorizar y visualizar patrones emergentes, 
sistematizando el material documental, comparando categorías y creando matrices 
temáticas. Esta herramienta permitió rastrear las decisiones analíticas y fortalecer la 
transparencia del proceso interpretativo. En particular, MaxQDA facilitó la generación de 
matrices de co-ocurrencia entre categorías temáticas y la visualización de frecuencias 
conceptuales en el corpus, lo que permitió identificar patrones recurrentes sobre agencia 
algorítmica y gobernanza organizacional con mayor precisión. 

Además, se utilizaron plataformas de soporte con IA, de manera instrumental, para 
complementar el proceso de investigación. ResearchRabbit permitió mapear redes de 
citas a partir de artículos semilla, identificando autores clave y conexiones temáticas que 
orientaron la búsqueda sistemática. Consensus complementó este proceso al articular 
consensos y divergencias en la literatura sobre gobernanza algorítmica. Ambas 
herramientas facilitaron la localización de literatura relevante en bases indexadas 
mediante sugerencias algorítmicas y análisis de redes de citas. 

Para la organización del corpus, se emplearon gestores PDF que permitieron tomar notas, 
marcar y clasificar las fuentes seleccionadas. Al mismo tiempo, se aprovecharon modelos 
generativos de lenguaje exclusivamente como asistentes de edición y corrección de 
estilo, mejorando la claridad, consistencia terminológica y fluidez del manuscrito, sin 
intervenir en el análisis interpretativo ni en la formulación de hallazgos. 

Estas herramientas no sustituyeron el juicio académico, sino que fueron complementos 
que mejoraron el flujo de trabajo y la gestión documental. La interpretación, síntesis y 
conceptualización quedaron en manos del investigador, asegurando el rigor 
epistemológico y la honestidad intelectual. 

Gaibor (2026) 
Algoritmos como herramientas y actores en la gobernanza organizacional empresarial

 



 
 

            73 

Discusión 

Esta investigación ha abordado el algoritmo como un agente en la gobernanza 
corporativa, tanto en su función como herramienta tecnológica como actor con agencia 
en las dinámicas, relaciones y procesos de decisión del cambio digital. Los resultados 
teóricos y conceptuales se combinan con las perspectivas y evidencias de la literatura 
científica consultada para reflexionar críticamente sobre la integración algorítmica en las 
organizaciones y sus implicaciones para la gobernanza actual. 

Primero, la digitalización de los sistemas integrados de gestión (IMS) es un habilitador 
que redefine la gobernanza organizacional, aprovechando tecnologías digitales, incluida 
la IA, para optimizar la eficiencia operativa, la gestión de riesgos y la transparencia en la 
rendición de cuentas (Ahmed, 2026; Ispas et al., 2025; Tummalapalli et al., 2023). Esto 
muestra cómo los algoritmos no son solo automatizadores, sino que crean nuevas formas 
de interacción entre humanos y algoritmos para monitorear en tiempo real y tomar 
decisiones basadas en datos. La digitalización de IMS, al favorecer la alineación 
estratégica con objetivos de sostenibilidad y economía circular, implica una 
transformación en la estructura y cultura organizativa que integre la agencia algorítmica 
como parte de la gobernanza corporativa. 

La teoría socio-técnica y la perspectiva actor-red que informan esta investigación se 
alinean con el análisis sociomaterial de los sistemas de gestión algorítmica, en los que la 
agencia no está localizada en los algoritmos ni en los humanos, sino en su co-constitución 
en prácticas organizacionales situadas (Jianu et al., 2025). La humanización de los 
sistemas algorítmicos como resultado emergente de la interacción entre capacidades 
tecnológicas y marcos normativos institucionales puede mantener la discrecionalidad y 
autonomía laboral y prevenir riesgos de deshumanización y pérdida de control. Énfasis 
en concebir los algoritmos como agentes con agencia restringida, pero relevante, que 
moldean las relaciones de poder y la gobernanza organizacional (Catapang & 
Ashipaoloye, 2024). 

En la toma de decisiones, la IA explicable (XAI) es un paso metodológico para resolver el 
trade-off clásico entre exactitud predictiva y transparencia, permitiendo tomar decisiones 
más informadas y responsables (Babaei y Giudici, 2025). El uso de modelos explicativos, 
como los valores de Shapley, ayuda a explicar la contribución de variables financieras en 
la estimación del riesgo y rendimiento esperado, siendo útil para la gobernanza financiera 
y la gestión estratégica en empresas, sobre todo en pymes. Ello refuerza la noción de que 
los algoritmos no son meros instrumentos de cálculo, sino agentes que participan en la 
creación de conocimiento y en la toma de decisiones, con consecuencias para la 
rendición de cuentas y la transparencia en las organizaciones. 

Pero la introducción de algoritmos en la gobernanza corporativa también abre la puerta 
a preocupaciones éticas y de sesgo que deben abordarse. La literatura de auditoría de 
sesgos algorítmicos destaca que, a pesar de su promesa de objetividad y eficiencia, los 
algoritmos pueden reproducir o incluso agravar desigualdades y discriminaciones por la 
calidad de los datos, las elecciones de diseño y la falta de transparencia (Bustelo, 2025; Pi 
et al., 2025). La gobernanza algorítmica transparente requiere marcos regulatorios, 
auditorías independientes y capacitación institucional para monitorear y rectificar las 
decisiones automatizadas, transformando las prácticas de gestión y control de las 
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organizaciones. Esta faceta ética es esencial para legitimar la agencia algorítmica y 
asegurar que su rol en la gobernanza no sacrifique la justicia social y la confianza pública. 

En línea con ello, la responsabilidad algorítmica y la rendición de cuentas son puntos clave 
en la gobernanza de tecnologías digitales, como ilustra la campaña gubernamental china 
para regular algoritmos y crear un ecosistema más justo y transparente (Li, Fan, & Nie, 
2025). Estas acciones responden a la necesidad de ajustar la innovación tecnológica a la 
protección social, problema que también enfrentan las empresas, cuya gobernanza debe 
incorporar mecanismos de garantía de equidad, seguridad y ética en el uso de algoritmos. 
La gobernanza algorítmica, por tanto, no es solo una cuestión técnica, sino la creación de 
marcos sociales y políticos que gobiernen la agencia de los algoritmos en aras del bien 
común (Schuett et al., 2025). 

Conclusiones 

El estudio de los algoritmos en la gobernanza corporativa revela que estos no son simples 
instrumentos, sino agentes con agencia en las prácticas organizacionales. Esta dualidad 
impacta las relaciones, estructuras y procesos de toma de decisiones en las 
organizaciones, creando una nueva forma de gobernanza algorítmica que necesita ser 
entendida desde perspectivas socio-técnicas y actor-red. 

En primer lugar, la incorporación de algoritmos en los sistemas de gestión, 
principalmente en los contextos de transformación digital y sistemas integrados de 
gestión (IMS), ha mejorado la eficiencia, la gestión de riesgos y la transparencia, apoyando 
la excelencia operativa y la sostenibilidad corporativa. Pero esta integración también abre 
la puerta a desafíos relacionados con la calidad de los datos, la interpretación de modelos 
algorítmicos y la necesidad de una cultura organizacional para su uso responsable. 

En segundo lugar, el uso de teorías actor-red y enfoques socio-técnicos ha ayudado a 
entender cómo los algoritmos co-constituyen las prácticas organizacionales con los 
actores humanos, creando relaciones de poder y modos de visibilidad e invisibilidad que 
impactan la toma de decisiones y la ejecución de procesos. Esta co-constitución significa 
que la agencia algorítmica no es una característica inherente a la tecnología, sino algo 
que emerge de la interacción entre personas, reglas institucionales y artefactos 
tecnológicos. 

Además, la evidencia de los documentos analizados muestra que los algoritmos están 
involucrados en la gobernanza corporativa, no solo como herramientas de 
automatización, sino como actores que moldean las políticas internas, supervisan los 
procesos y evalúan los riesgos. Pero esta implicación algorítmica necesita marcos 
regulatorios y auditorías de transparencia, justicia y responsabilidad, por el riesgo de 
sesgos y discriminación en los sistemas automatizados. 

Por otro lado, la gobernanza algorítmica es un campo multidisciplinario que abarca 
dimensiones técnicas, éticas, legales y sociales, en el que diseñadores, gerentes y 
reguladores tienen la responsabilidad de prevenir riesgos y promover un desarrollo 
tecnológico justo y sostenible. En esta línea, la creación de órganos de ética y auditorías 
especializadas se vuelve una práctica necesaria para garantizar que la agencia 
algorítmica beneficie la gobernanza organizacional. 
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En última instancia, la reformulación de la gobernanza organizacional con agencia 
algorítmica requiere reimaginar las estructuras tradicionales de poder y control, 
fomentando modelos colaborativos y adaptativos donde la IA sea un socio en la toma de 
decisiones. Esta perspectiva abre caminos para investigar cómo la agencia algorítmica 
puede humanizarse y contextualizarse para proteger la autonomía y la dignidad de los 
actores humanos y mejorar la resiliencia y la innovación organizacional en la era digital. 

En resumen, este trabajo proporciona un marco teórico para entender la interacción 
entre algoritmos y humanos en la gobernanza corporativa y enfatiza la necesidad de 
modelos integrales que consideren la agencia algorítmica y fomenten una gobernanza 
ética, transparente y sostenible en la era digital. Vale la pena seguir trabajando en la 
articulación entre teoría y práctica y en la traducción en políticas públicas y estrategias 
organizacionales para una gobernanza algorítmica responsable. 

Limitaciones 

Esta investigación tiene algunas limitaciones propias de su diseño y alcance que deben 
tenerse en cuenta para interpretar correctamente sus resultados. Primero, la 
investigación es de abordaje cualitativo exploratorio-descriptivo, sustentado en la revisión 
documental. Si bien este método profundiza en el conocimiento conceptual y teórico de 
la función de los algoritmos en la gobernanza corporativa, restringe la generalización de 
los resultados a otros contextos corporativos más amplios o distintos, ya que carece de 
datos cuantitativos y análisis estadísticos para confirmar empíricamente las relaciones 
planteadas (Ahmed, 2026; Jianu et al., 2025). 

Segundo, la elección de fuentes y casos se limita a literatura y evidencia disponible hasta 
2025, por lo que los desarrollos tecnológicos y regulatorios posteriores podrían alterar o 
ampliar las dinámicas estudiadas. Además, la dispersión en la adopción y sofisticación de 
tecnologías algorítmicas entre sectores y geografías puede introducir variaciones no 
consideradas en este trabajo (Singla et al., 2025a; Singla et al., 2025b). 

Además, la caja negra algorítmica —sesgos y falta de transparencia— dificultan su análisis 
en profundidad y de manera crítica, ya que muchas organizaciones niegan el acceso a 
información confidencial o propietaria, imposibilitando su auditoría y evaluación externa 
(Bustelo, 2025; Pi et al., 2025). Esta restricción impacta la capacidad de poner a prueba la 
teoría de gobernanza algorítmica con evidencia empírica fuerte. 

Finalmente, la perspectiva socio-técnica y la teoría del actor-red que aquí se abrazan 
logran enriquecer la comprensión de la agencia algorítmica, pero pueden descuidar otros 
factores organizacionales, culturales o políticos que moldean la gobernanza corporativa, 
lo que exige futuros trabajos interdisciplinarios que combinen métodos cuantitativos y 
cualitativos para obtener una visión más completa (Swarup, 2025). 

En definitiva, estas restricciones implican que los hallazgos se interpreten como una 
conceptualización exploratoria que abre la puerta a futuras investigaciones con 
metodologías mixtas y muestras más amplias para fortalecer la evidencia sobre cómo 
algoritmos y gobernanza organizacional interactúan en la transformación digital. 
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Artículos 

Efectos neuroconductuales de las marcas en la 
elección del consumidor 

Neurobehavioral effects of brands on consumer choice 
 

Jaime Gustavo Gallo Mendoza9 

Resumen. El estudio analiza los efectos neuroconductuales de las marcas en la elección 
del consumidor, considerando los procesos conscientes e inconscientes que influyen en 
la toma de decisiones. Se desarrolló una investigación experimental con enfoque 
cuantitativo y técnicas neurocientíficas, entre ellas el seguimiento ocular, para medir la 
atención visual, la respuesta emocional y la preferencia ante distintos estímulos de marca. 
La muestra estuvo conformada por jóvenes consumidores con visión normal, expuestos 
a imágenes y logotipos de marcas reconocidas. Los resultados evidencian que las marcas 
activan mecanismos automáticos de atención y emoción que influyen en la evaluación y 
preferencia del producto, aun sin intervención racional. Se concluye que las marcas 
operan como estímulos neuroconductuales capaces de modular procesos cognitivos y 
afectivos, reforzando su papel en la formación de valor percibido y en la predicción del 
comportamiento de elección del consumidor. 

Palabras clave: marcas; toma de decisiones; neurociencia del consumidor; 
procesamiento inconsciente. 

Abstract. The study analyzes the neurobehavioral effects of brands on consumer choice, 
considering the conscious and unconscious processes that influence decision-making. 
Experimental research with a quantitative approach and neuroscientific techniques, 
including eye-tracking, was conducted to measure visual attention, emotional response, 
and preference toward different brand stimuli. The sample consisted of young consumers 
with normal vision, exposed to images and logos of well-known brands. The results show 
that brands activate automatic mechanisms of attention and emotion that influence 
product evaluation and preference, even without rational mediation. It is concluded that 
brands operate as neurobehavioral stimuli capable of modulating cognitive and affective 
processes, reinforcing their role in shaping perceived value and predicting consumer 
choice behavior. 

Keywords: brands; decision-making; consumer neuroscience; unconscious processing. 

Introducción 

Las marcas constituyen uno de los principales activos estratégicos de las organizaciones 
y un componente esencial en la construcción de valor y preferencia en los mercados 
actuales. Más allá de su función identificadora, las marcas actúan como símbolos que 
condensan significados, emociones y experiencias capaces de influir en la percepción, la 

 
9 Profesor del Área Académica de Gestión, Universidad Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador, Correo: gustavo.gallo@uasb.edu.ec Orcid: 
https://orcid.org/0000-0001-9465-0415  

 
GESPYE GESTIÓN PÚBLICA Y EMPRESARIAL (e-ISSN: 3061-8630) 
Año 3, Núm. 5 (ene-jun 2026) • Págs. 78-88 • DOI https://doi.org/10.32870/gespye.vi5.6   
Recibido: 20/02/2026 • Aprobado: 27/04/2026 • Publicado: 30/05/2026 

mailto:gustavo.gallo@uasb.edu.ec
https://orcid.org/0000-0001-9465-0415
https://doi.org/10.32870/gespye.vi5.6


 
 

            79 

memoria y el comportamiento del consumidor (Keller, 2013; Aaker, 1996). 

Los avances en neurociencia del consumidor han permitido comprender que las 
decisiones de compra no se originan exclusivamente en procesos racionales, sino 
también en mecanismos automáticos e inconscientes determinados por la actividad 
cerebral y la experiencia previa (Ariely y Berns, 2010; Plassmann, Ramsøy y Milosavljevic, 
2012). Estos hallazgos desafían el modelo clásico del consumidor racional y refuerzan la 
visión de la racionalidad limitada propuesta por Simon (1982), según la cual los individuos 
toman decisiones basadas en heurísticos, sesgos y emociones, más que en análisis 
deliberados. 

Desde este enfoque, las marcas actúan como atajos cognitivos que reducen la 
incertidumbre y facilitan la elección, influyendo en la valoración emocional y simbólica de 
los productos (Kahneman, 2012; Schmitt, 2012). Estudios recientes evidencian que la 
exposición a estímulos de marca activa áreas cerebrales relacionadas con el placer, la 
confianza y la recompensa, como el núcleo accumbens y la corteza orbitofrontal, lo que 
condiciona la preferencia incluso antes de que el individuo sea consciente de su decisión 
(Reimann et al., 2011; Berridge y Kringelbach, 2015). 

En este contexto, la neurociencia del consumidor se presenta como una herramienta 
clave para comprender los mecanismos conscientes e inconscientes que median entre la 
percepción y la elección de marca. Esta perspectiva resulta particularmente valiosa para 
las organizaciones, al permitir diseñar estrategias de comunicación y branding basadas 
en evidencia científica sobre la atención, la emoción y la memoria implícita (Lindstrom, 
2011; Morin, 2011). 

El presente estudio tiene como propósito analizar los efectos neuroconductuales de las 
marcas en la elección del consumidor, considerando la interacción entre los procesos 
conscientes e inconscientes que determinan la atención visual, la respuesta emocional y 
la preferencia. A través de un enfoque experimental de base neurocientífica, se busca 
aportar evidencia empírica sobre cómo las marcas influyen en la decisión de compra, 
contribuyendo tanto al desarrollo teórico del campo como a la práctica gerencial en 
contextos competitivos. 

Metodología 

Diseño de investigación 

La investigación se desarrolló bajo un diseño experimental de laboratorio con un enfoque 
cuantitativo, explicativo y neuroconductual, orientado a analizar la relación entre las 
marcas, la atención visual y la respuesta emocional del consumidor. Este tipo de diseño 
permite observar la influencia directa de variables controladas sobre el comportamiento 
y los procesos fisiológicos, asegurando un elevado nivel de validez interna. 

El estudio se fundamenta en los aportes de la neurociencia cognitiva y la economía 
conductual, que explican la toma de decisiones como resultado de la interacción entre 
procesos conscientes e inconscientes (Kahneman, 2012; Simon, 1982). La elección de este 
enfoque responde a la necesidad de obtener mediciones objetivas que complementen 
las técnicas tradicionales del marketing, reduciendo el sesgo de autoinforme y 
proporcionando evidencia empírica sobre la influencia de las marcas en la atención y la 
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emoción. 

Participantes 

La muestra estuvo compuesta por treinta jóvenes adultos, hombres y mujeres, con 
edades entre 20 y 28 años, todos con visión normal o corregida. Ninguno de los 
participantes presentó alteraciones visuales o neurológicas que pudieran comprometer 
la fiabilidad de las mediciones. La selección fue intencional y no probabilística, buscando 
homogeneidad en las variables demográficas y en la familiaridad con las categorías de 
producto evaluadas. 

Previo al inicio del estudio, los participantes fueron informados sobre los objetivos 
generales de la investigación y firmaron un consentimiento informado, conforme a los 
principios éticos de la American Psychological Association (2010). Se garantizó la 
confidencialidad de los datos, la participación voluntaria y la ausencia de riesgos físicos o 
psicológicos durante la exposición experimental. 

Si bien el tamaño muestral de treinta participantes resulta pertinente para un estudio 
experimental con seguimiento ocular, debido a las exigencias técnicas de control, 
calibración y registro fisiológico individual, se reconoce como una limitación 
metodológica. En consecuencia, los resultados deben interpretarse como evidencia 
empírica exploratoria y no como generalizaciones definitivas sobre la totalidad de 
consumidores. Asimismo, la concentración de la muestra de jóvenes adultos de 20 a 28 
años delimita el alcance de los hallazgos y abre la posibilidad de futuras investigaciones 
con muestras más amplias, diversos grupos etarios y perfiles sociodemográficos 
diferenciados. 

Instrumentos 

Para comprender con mayor precisión las herramientas empleadas, se presenta a 
continuación el dispositivo de seguimiento ocular utilizado en el experimento. Este 
equipo permitió registrar las fijaciones visuales, los movimientos sacádicos y la dilatación 
pupilar con alta resolución, garantizando mediciones objetivas de atención y emoción. 

En la Figura 1 se incluye únicamente para ilustrar el procedimiento general de registro 
visual empleado en la investigación. Los nombres comerciales de los equipos y 
programas utilizados se mencionan con fines descriptivos y metodológicos, sin implicar 
uso comercial, patrocinio o vinculación institucional con sus titulares. 
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Figura 1.  
Dispositivo de rastreo visual y su funcionamiento 

 

 
Nota: Fotografía propiedad del autor. Imagen del procesador de imágenes (5) y los lentes (3−4) son 
propiedad de Tobii®. Abajo, la imagen del software de atención iMotion Screen-based Eye Tracking 
es propiedad de iMotions®. Elaboración propia. 

Para el registro de los indicadores fisiológicos se empleó un dispositivo de seguimiento 
ocular (eye-tracker) de alta precisión, con frecuencia de muestreo de 120 Hz, que permitió 
registrar la fijación ocular, los movimientos sacádicos y la dilatación pupilar. Estas 
variables fueron utilizadas como indicadores indirectos de atención, carga cognitiva y 
activación emocional, en línea con estudios previos en neurociencia del consumidor 
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(Plassmann, Ramsøy y Milosavljevic, 2012; Wedel y Pieters, 2008). 

Los estímulos experimentales consistieron en imágenes de logotipos y productos de 
marcas reconocidas y no reconocidas, cuidadosamente seleccionadas con base en 
criterios de familiaridad, categoría y presencia en el mercado ecuatoriano. Cada imagen 
fue proyectada durante cinco segundos, con un intervalo inter-estímulo de dos segundos, 
a fin de evitar la fatiga visual y garantizar la recuperación atencional entre exposiciones. 

Procedimiento 

El experimento se desarrolló en un entorno controlado de laboratorio, con iluminación 
constante y sin distractores visuales o auditivos. Antes de la sesión principal, se realizó una 
fase de calibración del eye-tracker para ajustar la precisión del registro ocular a las 
características individuales de cada participante. 

Cada sujeto fue expuesto de manera individual a la secuencia de imágenes en una 
pantalla de alta resolución. Durante la exposición se registraron los movimientos oculares 
y las variaciones pupilares, que posteriormente se analizaron para determinar los 
patrones de atención y activación emocional. Al finalizar la sesión experimental, se aplicó 
un cuestionario estructurado que permitió contrastar las respuestas implícitas (atención 
y emoción) con las respuestas declaradas de preferencia y recordación de marca. 

Los datos fueron procesados mediante el software SPSS versión 26.0, aplicando análisis 
descriptivos, pruebas t de Student para muestras relacionadas y correlaciones de 
Pearson, con el propósito de identificar diferencias significativas en los niveles de atención 
y emoción entre las marcas reconocidas y no reconocidas. 

Ilustración 2.  

Ejemplo de resultados de Áreas de Interés cuando se presentan conscientemente con las marcas 
Don Manuelito® 

 
Nota. Tiempo de exposición: 6 segundos. 
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Ilustración 3. 

Ejemplo de resultados de Áreas de Interés cuando se presentan conscientemente con las 
marcasGalletti® 

 
Nota: Tiempo de exposición: 6 segundos. 

Fiabilidad y validez 

La fiabilidad instrumental fue verificada mediante sesiones piloto con tres participantes, 
obteniéndose un margen de precisión del 95 % en la calibración del equipo. La validez 
interna se garantizó controlando la secuencia de estímulos, las condiciones ambientales 
y la iluminación constante durante todo el procedimiento. La validez externa se sustentó 
en el uso de marcas reales del mercado ecuatoriano, familiarizadas por los participantes, 
lo que favorece la generalización de los resultados hacia contextos de consumo reales. 

El cumplimiento de los principios éticos y metodológicos, junto con la replicabilidad del 
procedimiento, aseguran la consistencia del diseño experimental y su pertinencia para el 
análisis neuroconductual de la decisión de compra. 

Resultados y discusión 

Procesamiento atencional y emocional de las marcas 

Los resultados del estudio evidencian diferencias claras en el procesamiento atencional y 
emocional de las marcas reconocidas frente a las no reconocidas. Los participantes 
mostraron una mayor fijación ocular y una dilatación pupilar superior ante las marcas 
familiares, lo cual indica una atención sostenida y una activación emocional más intensa. 
Estas respuestas implícitas confirman que la familiaridad con la marca facilita el 
procesamiento visual y aumenta la implicación afectiva del consumidor, reforzando la 
hipótesis de que las marcas actúan como estímulos de alta saliencia cognitiva y 
emocional. 

En la siguiente figura se presentan los mapas de calor obtenidos a partir del rastreo visual, 
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donde se observa que las zonas de mayor fijación (en rojo) se concentran en los logotipos 
y elementos centrales de las marcas Don Manuelito® y Galletti®, evidenciando un patrón 
de atención más intenso frente a estímulos reconocidos. A fin de visualizar los patrones 
de atención generados por las marcas, se muestran los mapas de calor obtenidos a partir 
del rastreo visual. Estos gráficos permiten observar las zonas donde los participantes 
concentraron su mirada y evidencian las diferencias entre marcas reconocidas y no 
reconocidas. 

Ilustración 4. 

Ejemplos de resultados de mapas de calor cuando se presentan conscientemente con las marcas Don 
Manuelito® 

 
Nota. Tiempo de exposición: 6 segundos. 

Ilustración 5. 

Ejemplos de resultados de mapas de calor cuando se presentan conscientemente con las marcas 
Galletti® 

 
Nota: Tiempo de exposición: seis segundos. 
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Estos resultados coinciden con los hallazgos de Reimann et al. (2011) y Berridge y 
Kringelbach (2015), quienes destacan la relación entre la activación del sistema de 
recompensa y las respuestas de placer y confianza hacia estímulos de marca familiares. 
La evidencia obtenida refuerza la idea de que la atención visual y la emoción funcionan 
como mecanismos integrados en la valoración de marca. 

Activación cerebral y valor simbólico de la marca 

Desde una perspectiva neuroconductual, estos resultados se explican por la activación de 
los sistemas cerebrales de recompensa y memoria afectiva. Investigaciones previas han 
mostrado que las marcas reconocidas tienden a activar regiones como la corteza 
orbitofrontal y el núcleo accumbens, asociadas al placer y la confianza (Reimann et al., 
2011; Berridge y Kringelbach, 2015). Esta activación refleja el valor emocional y simbólico 
que el consumidor atribuye a la marca, generando una respuesta automática positiva 
incluso antes de que medie la conciencia de la elección. 

Significancia estadística y correlaciones 

El análisis estadístico confirmó que las diferencias observadas fueron significativas en los 
niveles de atención y respuesta emocional, con correlaciones positivas entre el tiempo de 
fijación ocular y la preferencia declarada. Esto sugiere que el procesamiento visual más 
prolongado se asocia con una valoración emocional más alta, en línea con los postulados 
de Plassmann, Ramsøy y Milosavljevic (2012), quienes sostienen que la emoción actúa 
como un modulador clave de la toma de decisiones. 

Ilustración 6.  

Efectos del gusto por la marca y la calificación independiente en las preferencias del empaque.  

 
Nota: Adaptado de ANOVA. 
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Integración de los procesos conscientes e inconscientes 

La coincidencia entre los datos fisiológicos (respuestas pupilares y oculares) y las 
declaraciones de preferencia demuestra que las respuestas conscientes e inconscientes 
operan de manera integrada, y no como procesos aislados. La decisión de compra, por 
tanto, no surge exclusivamente de la deliberación racional, sino de la interacción 
dinámica entre atención, emoción y memoria. Este hallazgo reafirma el modelo de la 
racionalidad limitada (Simon, 1982) y las propuestas de Kahneman (2012) sobre la 
coexistencia de dos sistemas de pensamiento: uno rápido, automático e intuitivo, y otro 
lento y analítico. 

Implicaciones conductuales y de gestión de marca 

En términos de comportamiento del consumidor, los resultados confirman que las 
marcas con trayectoria y reconocimiento generan una respuesta emocional más intensa 
y positiva, lo que incrementa su probabilidad de elección. Esto se traduce en un mayor 
valor de marca percibido y una predisposición más favorable hacia la recompra o 
recomendación. Como señalan Ariely y Berns (2010), la emoción y la experiencia previa 
determinan gran parte de las preferencias, incluso en ausencia de reflexión consciente. 

Estos hallazgos aportan evidencia empírica sobre el papel determinante de la emoción 
en la percepción y elección de marca, y destacan la importancia de integrar métricas 
neurocientíficas al estudio del comportamiento del consumidor. Las implicaciones para 
la gestión de marca son relevantes: comprender los procesos inconscientes que 
intervienen en la preferencia permite diseñar estrategias de comunicación más 
persuasivas y coherentes con los mecanismos reales de toma de decisiones. 

Con el propósito de representar gráficamente la relación entre las marcas individuales y 
la preferencia de empaque, la siguiente figura presenta los valores ajustados que 
muestran los efectos diferenciados de cada marca tras controlar las calificaciones 
racionales independientes. 

Ilustración 7.  

Efectos de la marca individual en las preferencias de empaque, corregidos por la calificación 
independiente 

 

Nota: Adaptado de ANOVA. 
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En conjunto, el estudio demuestra que la exposición a marcas reconocidas activa 
mecanismos neuroconductuales asociados a la atención visual, la emoción y la 
preferencia, consolidando la relación entre el procesamiento inconsciente y la 
construcción de valor de marca. Este conocimiento contribuye al avance teórico del 
neuromarketing y ofrece herramientas prácticas para fortalecer la conexión emocional 
entre las marcas y sus consumidores. 

Limitaciones 

Aunque el diseño experimental permitió controlar las condiciones de exposición, registro 
y análisis de los estímulos visuales, la investigación presenta algunas limitaciones que 
deben considerarse al interpretar los resultados. El tamaño muestral de treinta 
participantes, si bien es aceptable para estudios de seguimiento ocular por las exigencias 
técnicas de calibración, registro individual y control experimental, limita la posibilidad de 
generalizar los hallazgos a poblaciones más amplias. Además, la muestra estuvo 
conformada por jóvenes adultos de 20 a 28 años, por lo que los resultados reflejan 
principalmente el comportamiento neuroconductual de este grupo etario y no 
necesariamente el de consumidores de otras edades. 

El estudio trabajó con un número delimitado de marcas y estímulos visuales, lo cual 
permitió mantener el control metodológico del experimento, pero restringe la amplitud 
comparativa de los resultados. Futuras investigaciones podrían ampliar el tamaño y la 
diversidad de la muestra, incorporar consumidores en distintos grupos generacionales y 
comprar un mayor número de marcas, categorías de producto y contextos de consumo. 
Estas ampliaciones permitirían contrastar la estabilidad de los efectos observados y 
fortalecer la validez externa de los hallazgos. 

Conclusiones 

El estudio permitió identificar evidencia empírica de que las marcas reconocidas generan 
una activación atencional y emocional más alta que las no reconocidas, evidenciando la 
influencia de procesos conscientes e inconscientes en la elección del consumidor. Los 
resultados respaldan la premisa de que las decisiones de compra no se explican 
únicamente desde la racionalidad, sino desde una interacción constante entre emoción, 
memoria y atención visual. 

Desde una perspectiva neuroconductual, la exposición a estímulos de marca 
desencadena reacciones automáticas en las áreas cerebrales vinculadas con la 
recompensa y el placer, lo que explica la preferencia por aquellas marcas que poseen una 
historia o un significado simbólico consolidado. Este hallazgo refuerza la necesidad de 
incorporar metodologías neurocientíficas al estudio del comportamiento del consumidor, 
para comprender de manera más profunda los mecanismos que median entre la 
percepción y la acción. 

En el ámbito de la gestión de marca, los resultados evidencian que la fortaleza de una 
marca radica tanto en su valor emocional como en su posicionamiento cognitivo. Las 
empresas que logran conectar con la dimensión afectiva del consumidor incrementan su 
capacidad de recordación y su potencial de fidelización. En consecuencia, las estrategias 
de marketing deben orientarse a diseñar experiencias sensoriales coherentes con los 
valores de marca y capaces de activar respuestas emocionales positivas. 
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Metodológicamente, la investigación demuestra la pertinencia del uso de herramientas 
como el seguimiento ocular para analizar la atención visual y las respuestas emocionales, 
proporcionando información complementaria a las técnicas declarativas tradicionales. 
Esta combinación fortalece la validez de los estudios de comportamiento del consumidor 
y abre nuevas líneas para el análisis de la relación entre estímulos de marca y activación 
cerebral. 

El trabajo aporta evidencia empírica sobre el papel de los mecanismos conscientes e 
inconscientes en la formación de la preferencia de marca, y contribuye al desarrollo del 
neuromarketing como disciplina científica y aplicada. Futuros estudios podrían 
profundizar en la comparación entre categorías de productos, géneros de consumidores 
o contextos culturales, para ampliar la comprensión de cómo las marcas influyen en la 
toma de decisiones en distintos escenarios de consumo. 
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Agency and Development: Reimagining the Role of Public Universities 
 

Pamela Guevara-Torres10 

 
Abstract. This article examines agency as an articulating category that connects human 
action, institutional action, and development processes. Drawing from Bandura's (1989) 
socio-cognitive theory, the paper analyzes self-efficacy, goal representation, and outcome 
anticipation. These elements are integrated with organizational perspectives that 
conceptualize agency as a relational process situated between structure and action 
(Smart, 1982; Giovine & Barri, 2023; Garikipati & Olsen, 2008). On a second level, the study 
reviews institutional agency as a form of joint action grounded in shared intentions, as 
proposed by Ludwig (2017), and relates it to recent studies on university governance 
(Acosta-Silva, 2022; Brunner, 2011). Finally, this framework is articulated with contributions 
of development, particularly those of Pérez (2012) and Mazzucato (2013). Consequently, a 
conceptual model is proposed that explains how the public university can function as an 
agent of development by integrating individual capabilities to confront social, 
technological, and organizational challenges. 

Keywords: agency; development; organization; university governance; Bandura. 

Resumen. Este artículo examina la agencia como categoría articuladora que conecta la 
acción humana, la institucional y los procesos de desarrollo. Desde la teoría sociocognitiva 
de Bandura (1989), el estudio analiza la autoeficacia, la representación de metas y la 
anticipación de resultados. Estos se integran con perspectivas organizativas que 
conceptualizan la agencia como un proceso relacional situado entre la estructura y la 
acción (Smart, 1982; Giovine y Barri, 2023; Garikipati y Olsen, 2008). En un segundo nivel, 
se revisa la agencia institucional como una forma de acción conjunta basada en 
intenciones compartidas, según Ludwig (2017), y se relaciona con estudios sobre 
gobernanza universitaria (Acosta-Silva, 2022; Brunner, 2011). Por último, este marco se 
articula con aportes de la economía del desarrollo, en particular los de Pérez (2012) y 
Mazzucato (2013). En consecuencia, se propone un modelo conceptual que explica cómo 
la universidad pública puede actuar como agente de desarrollo al integrar capacidades 
individuales para enfrentar desafíos sociales, tecnológicos y organizativos. 

Palabras clave: agencia, desarrollo, organización, gobernanza universitaria; Bandura.  

Introduction 

Understood beyond its economic dimension, human development is an agentic process, 
that is, a construct that emerges from the individual's interaction with their environment 
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(Sugarman and Sokol, 2010, p. 5). Development fundamentally implies the capacity of 
both individuals and institutions to orient deliberate actions that shape collective well-
being (Pérez 2012). In this line of reasoning, the notion of agency plays a central role 
because it enables an understanding of how actors construct their realities and 
participate in the creation of new phenomena (Latour, 2014, p. 2).  

This perspective can be extended to the organizational realm, particularly to the 
economic, political, and technological processes that frame social life, where what 
Bandura (1989, 1175) terms "interactive emergent agency," the foundation of social 
cognition, operates. In this study, the terms institutional and organizational will be used 
to refer to the roles, values, processes, and actions of institutions and organizations 
(Portes, 2006, pp. 24-25). Or, as North (1993) differentiates, institutions are the formal rules, 
and organizations are the players, but most times one affects the other to a great extent 
(pp. 5-6).  

Seminal research, such as that by Bandura (1989), underscored the human dimension of 
agency in three dimensions: self-efficacy, goal representations, and anticipated 
outcomes. That has, in turn, applied to organizations, emphasizing their capacity for 
learning, adaptation, and self-transformation. Building upon this, Giovine and Barri (2023) 
highlight that, drawing from Giddens and Bourdieu, agency can be understood as a 
relational space situated between structural determination and individual freedom (pp. 
5–6). For example, Castañeda and Ríos (2007) reported a link between Bandura´s 
approach and organizational learning. The authors discuss the capacity of organizations 
to iterate within individual knowledge but note that the dimension of complexity must 
be considered (pp. 367-368).  

Furthermore, within the political economy of development, and adopting this agentic 
focus, the literature recognizes the role of organizations as active agents in constructing 
transformation trajectories. Carlota Pérez (2012, p. 13) offers a historical reading of 
innovation through "the various agents," and in a complementary manner, Mazzucato 
(2013) asserts that innovation is strengthened through the university–business 
relationship (pp. 69–79). From this standpoint, universities are conceived as strategic 
actors capable of coordinating resources, generating knowledge, and promoting 
development scenarios.  

In line with these ideas and consistent with the Bandurian framework, it is pertinent to 
recall Sábato and Botana's (1993) proposal. In their "Triangle of Relations," the authors 
maintain that innovation stems from the dynamic interaction among the State, the 
enterprise, and the university. Critically, the university can act as a transformative agent 
only when it has sufficient organizational agency to intervene in technological and 
productive decisions. Thus, development can be understood as an expansion of 
capabilities that extends beyond the individual and is projected onto broader 
organizations.  

 In this study, we seek to extend the concept of agency, originally rooted in classical 
sociology, by addressing gaps in the analysis of the conditions that expand or restrict the 
capacity of university actors to participate in strategic decisions on development issues. 
The central question guiding this work is: How can human agency, from Bandura’s socio-
cognitive perspective, illuminate the relationship between development, innovation, and 
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the action of public universities? The purpose is to demonstrate that human agency, in 
Bandurian terms, offers a solid foundation for examining the margins of action in the 
public university.  

The paper is organized into four sections. The first section presents Bandura's conceptual 
framework of human agency and its relevance for understanding action in organizational 
contexts. The second analyzes the literature on university governance and its relationship 
with organizational agency. The third articulates these elements, drawing on key 
contributions from the political economy of development, particularly those of Pérez, 
Mazzucato, and Sábato and Botana. Finally, the discussion section offers a critical reading 
of the scope and limits of agency in public universities, proposing reflections for future 
research.  

Methodology 

Methodologically, this article adopts a theoretical-conceptual approach, based on an 
analytical, non-systematic review of the relevant literature, to construct an articulating 
conceptual model that integrates organizational and developmental approaches. 
According to Snyder (2019, p. 335), the integrative nature of the study is most often used 
in this kind of organizational study. The process involved answering each question in the 
author's review to develop a theoretical framework (p. 336). 

In general, the study follows the recommendations of Summers (2001, pp. 406-407). 
Measures were taken to evaluate the theory critically rather than be led by it. The author 
drew on prior literature to reimagine the approach and used the bibliography to cross-
reference. Also, the conceptual contribution aimed at “development of additional 
theoretical linkages” (pp. 408). The ideas were kept clear and direct, feedback was 
solicited from a colleague, and the text was revised and edited on two separate occasions 
(pp. 412).  

The process followed a rigorous search-and-selection protocol. In line with Snyder’s 
advice, we developed search terms around “agency,” “agency and development,” and 
“university governance,” then screened databases (Wiley, JSTOR, Elsevier, Scopus, Google 
Scholar) for peer-reviewed articles. The inclusion criteria were documented: most cited 
texts; language (Spanish and English); the year, if it was a current application of the theory; 
and relevance to conceptual agency. The exclusion criteria, non-peer-reviewed sources, 
and the non-Latin American contexts when focusing on regional specifics. To test the 
protocol, piloted searches were conducted, and refined terms were used to ensure a 
manageable yet comprehensive set of works.  

For the conceptual model, elements such as definitions of agency (micro, meso, macro), 
descriptions of governance structures, and discussions of development outcomes were 
extracted. These data were coded according to the three proposed levels: individual 
(Bandura’s self-efficacy and forethought), institutional (Ludwig’s we-intentions and 
collective action), and systemic (Pérez’s cycles of technological change and Mazzucato’s 
state role). This rigorous synthesis shows how agency mechanisms scale from personal 
capacity to organizational processes and broader developmental impacts. 
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Theoretical Framework 

Agency from its Sociological Foundations 

The concept of agency has been historically developed in the social sciences to address 
the fundamental tension between structure and action. Smart (1982), in his analysis of 
Foucauldian sociology, maintains that the central question is to understand "how and to 
what extent actors can intervene in the course of their own existence" (p. 122). This 
concern reveals that agency cannot be reduced to an absolute faculty; by situating 
human action against organizational determinations, agency is understood as an exercise 
of reflexivity, interpretation, and responsibility on the part of the actors (Emirbayer, 1998, 
p. 1008). 

According to Emirbayer (1998), human agency has a contradictory yet deliberative nature 
(p. 1013). In line with this idea, Giovine and Barri (2023) revisit the contributions of Giddens 
and Bourdieu to show that agency involves both the practical freedom of the actor and 
their inscription within social dispositions and rules. These authors emphasize that 
agency operates in an intermediate relational space between self-determination and 
conditioning, necessitating recognition of variable degrees of autonomy based on history, 
position, and available resources (Giovine and Barri 2023, pp. 2–6).  

From this perspective, acting is not about constant decision-making or “iteration” as 
Emirbayer (1998) names it, but about deploying capabilities within a social field that 
simultaneously enables and restricts possibilities. Further elaborating on this notion, 
Garikipati and Olsen (2008) define agency as "the capability of any social actor to act." This 
capacity is shaped by both the agent's internal composition and its external relationships 
(p. 329).  

This definition highlights that agency does not belong exclusively to the individual 
domain but can also be understood as a collective property emerging from interactions 
with other actors and with organizational structures. By integrating internal and 
contextual dimensions, the authors demonstrate that agency is a relational process 
constructed in dialogue with the environment. This contribution is fundamental for the 
present work, as it establishes a conceptual bridge between individual, collective, and 
organizational agency. 

Human Agency in Social Cognitive Theory  

Albert Bandura provides the conceptual foundation for understanding agency as the 
human capacity to influence the course of events intentionally. In his seminal article, 
"Human Agency in Social Cognitive Theory," Bandura (1989) posits that agency is not a 
passive attribute but a generative system through which people produce actions, 
anticipate outcomes, and reflect on their effects. This system operates via processes of 
self-regulation, self-reference, and self-organization (Bandura, 1989, p. 1175). Bandura 
identifies three central mechanisms for the exercise of agency: 

Self-Efficacy 

Self-efficacy is understood as the belief in one's own capacity to organize and 
execute courses of action required to attain designated goals. According to 
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Bandura (1989), these beliefs influence cognitive processes by enabling 
anticipatory simulations and evaluations of consequences, thereby 
strengthening planning and decision-making (pp. 1179–1180). Self-efficacy also 
dictates the levels of effort, persistence, and resilience in the face of difficulties, 
making it a core element of intentional behavior. 

Forethought (Goal Representation) 

This is a mechanism by which individuals direct their action toward desired 
future states. Bandura (1989) argues that this process enables proactive control 
by establishing challenging goals, anticipating outcomes, and regulating 
behavior based on feedback (p. 1181). Forethought acts as a temporal bridge 
between the present situation and the projected objectives, articulating 
expectations, motivations, and strategies. From this perspective, human action 
is guided not only by immediate conditions but also by symbolically internalized 
visions of the future. 

Anticipated Outcomes 

This process involves foreseeing the consequences of one's own actions and 
acting in accordance with valued expectations. Bandura (1989) points out that 
people seek outcomes aligned with their goals and avoid those they consider 
undesirable, thereby regulating both motivation and behavior (p. 1182). Self-
efficacy modulates these anticipations by either strengthening or inhibiting 
confidence in embarking on specific courses of action. This process generates a 
cycle among expectations, decisions, and evaluations that sustains the 
intentionality of human behavior. 

From Individual Agency to Development 

The transition from individual to collective agency constitutes a key point for 
understanding how human action scales up to organizational forms. Following Bandura's 
foundational work, agency cannot be understood merely as an internal capacity but as a 
process unfolding in interaction with other actors and social structures. In this sense, the 
capacities for anticipation, goal representation, and outcome evaluation do not remain 
isolated on the individual level but form the basis for joint action.  

In the sociological tradition reviewed previously, authors such as Smart (1982), Giovine and 
Barri (2023), and Garikipati and Olsen (2008) agree that agency operates within a 
relational field where individual actions intertwine with dispositions, rules, and resources. 
Giovine and Barri (2023) highlight that agency is never absolute but is exercised within 
structural conditions that both enable and constrain possibilities (pp. 2–6). 
Complementing this view, Garikipati and Olsen (2008) define agency as the capacity of 
any social actor to act based on their internal history and external relationships (p. 329).  

Bridging this gap, Ludwig (2017) argues that agency does not imply the existence of an 
isolated collective agent. In his work, “From Plural to Institutional Agency”, the author 
argues that organizations act when their members undertake joint actions based on 
shared intentions, moving from i-intentions to we-intentions (Ludwig 2017, p. viii). This 
kind of agency, therefore, depends on actors' commitment to the norms and functions 
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that structure collective decisions, and, importantly, organizational actions tend to be 
resilient to change and operate over longer time intervals than those of a single individual 
(p. 5). 

Emirbayer (1998) also refers to a different rationality, the institutional agency relies more 
on “informal patterns of shared beliefs” rather than “cost-benefit” (p. 983). This definition 
is fundamental for organizational analysis, as it disaggregates agency, granting it a little 
more freedom than Giddens and Bourdieu´s frameworks.  In line with Bandura, the 
author sets into an interconnected moment, which is the projective aspect of agency: The 
capacity to “hypothesize”, that is, to imagine, plan, and create alternative futures (p. 984).  

This is the source of a change from “I” to variable “me´s” that might translate into a 
collective coordination (p. 988). This is relevant to action in empirical research; one area is 
the institutional context: is agency limited or reinforced by actors' responsiveness? (p. 
1006). Furthermore, the question arises of how this agency translates into development. 

University Institutional Agency  

Recent literature concurs that public universities operate within complex institutional 
frameworks. Acosta-Silva (2022) maintains that universities function within a "system of 
interdependent arrangements," where autonomy, funding, state regulations, and 
external pressures determine the adequate margin of institutional decision. From this 
perspective, institutional agency does not reside solely in formal governing bodies but 
also in the institution's capacity to coordinate actors, interpret norms, and orient its 
collective action in changing contexts. Authors such as Brunner (2011) argue that 
university governance is a field in which ideas, interests, and normative arrangements 
interact, shaping the interpretation of problems and strategic decision-making. In this 
sense, institutional agency depends on the university's ability to generate shared visions, 
articulate internal demands, and respond to external dynamics without losing sight of its 
mission.  

Furthermore, other studies underscore that institutional agency in universities also 
emerges from their capacity to articulate multiple internal and external actors. Peralta-
Vallejo (2022) shows that governance models depend on interactions among authorities, 
collegiate bodies, academics, students, and external stakeholders, and that these 
interactions underpin the institution's strategic action.  

Likewise, Cornejo (2022) highlights that university governance in public institutions is 
characterized by high levels of complexity and the need to coordinate participatory 
structures, consultation mechanisms, and shared responsibilities. These elements allow 
for linking institutional agency with coordination processes that are often distributed 
among different units and actors rather than being centralized. 

Innovation, Development, and University 

Nobel laureate, Douglas North (1993), referred to institutions and organizations as means 
to development (p. 5). Portes (2006) provides an interesting framework that delves into 
sociology to the development context. This provides concepts of development that 
eschew mere economic approaches or, as this author claims, an “institutional turn” (p. 16), 
and invite a “deliberative development” (p. 28). Similarly, Sen (1999) argues that the 

Guevara-Torres (2026) 
Agency and Development: Reimagining the Role of Public Universities

 



 
 

            95 

economy of development offers perspectives on how agency operates at organizational 
and institutional scales, with values of inclusion and dialogue (p. 9) in the first, and 
“instrumental freedom” (p. 10) in the second. 

As a regional reference, three authors in Latin America have offered their insights into 
development. Carlota Pérez (2012) posits that development should engage a dual model 
that includes competitiveness and wealth as measures of the well-being of all parties, 
which brings us back to the capacity of “adaptability” (pp. 30-32). Along similar lines, 
Mariana Mazzucato (2013) argues that development is driven by innovation and radical 
technological evolution. Sábato and Botana (1993) have also mentioned some ideas 
parallel to the study´s approach, including the university as a hub for science-
technological growth (p. 10).  

For example, Perez (2012) argues that learning is a developmental strategy. As 
development was once viewed as the accumulation of natural resources (p. 42), she 
suggests that now it is only achieved through human action (p. 46), which involves 
deliberation among “society”, that is, government, enterprises, and universities (p. 47). 
This is critical for the articulation to agency, as, according to Perez (2012), the difference 
between small and big countries lies in the capacity to implement changes through 
attitudes, behavior, and competencies, along with institutional agency, to reach 
government commitment (p. 48).  

Furthermore, and in line with the role of universities, even though rather superficial, we 
anchor Mazzucato's (2013) assessment of the relation between innovation and the 
university and the State (p. 79). One example is the University of Kentucky, a public 
institution where the first tactile screens were developed (p. 117). Her proposal argues that 
public institutions can assume risks, make strategic investments, and direct innovation 
processes through anticipatory decisions, but that they are subject to state regulations 
that might incentivize or discourage (p. 135). Based on historical studies, the author 
demonstrates that technological developments were driven by state entities that acted 
as agents, creating markets and defining research strategies. 

Although more dated than the previous authors, we left the classic proposal by Jorge 
Sábato and Natalio Botana (1993) to close this section and tie together the preceding 
ideas. They had already predicted the scientific-technological development as imperative 
for our region. However, capacity was the primary concern, along with participation.  

The authors conceptualize innovation as the outcome of dynamic interaction and 
adaptation to the current productive structure, based on knowledge. Their "Triangle of 
Relations" emphasizes that research (the university) plays a transformative role by acting 
in conjunction with the other two vertices (p. 6). However, the most critical 
interrelationship in this analysis is the scientific-technological with the State (p. 10). This 
formulation views innovation as a process sustained by cooperation, information 
exchange, and a shared definition of technological priorities. 

Discussion 

Collectively, the contributions from the preceding sections may show that the actions of 
a public institution emerge from the confluence of individual decisions, organizational 
structures, and normative frameworks. As illustrated in the diagram below, integrating 
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these levels enable the construction of a conceptual model that explains how a public 
university can act as an agent of development. Although it provides an exploratory view, 
it may shed light on the importance of public universities in Latin America.  

The integration of Bandura's socio-cognitive mechanisms into the discussion of 
organizational action represents a critical theoretical leap. Therefore, the public 
university’s institutional agency is not merely a product of its formal legal status, but 
rather the aggregation and coordination of these fundamental psychological capacities 
among its key actors (academics, administrators, and leadership). 

Figure 1 - Theoretical diagram 

 
Source: author 

Ludwig’s (2017) philosophical contribution is central to bridging the individual (Bandura) 
and the organizational (Governance). Institutional agency, defined by the shift from I-
intentions to we-intentions, requires a shared understanding of roles and rules. This 
perspective allows the framework to address the complexity of university governance 
(Acosta-Silva, 2022; Cornejo, 2022), where action capacity is often distributed and 
contested. 

The final step in this synthesis connects the internal mechanisms of agency with the 
university's external, transformative role in development. The works of Sábato and Botana 
(1993), Pérez (2012), and Mazzucato (2013) situate the institution as a strategic agent 
capable of affecting historical and technological trajectories. 

This articulation demonstrates that the university acts as a development agent when: 
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a. It possesses strong institutional efficacy: It is confident and capable of assuming 
the risks required for technological and social innovation. 

b. It integrates strategic forethought: Its shared goals align not just with academic 
interests, but with the broader national or regional development priorities 
(Pérez, 2012). 

c. It actively engages in the "Triangle of Relations" (Sábato & Botana, 1993): Its 
capacity to act is realized through the intentional coordination of knowledge, 
resources, and policy direction with the State and the productive sector. 

The conceptual model offers a powerful lens to examine the quality of agency in public 
universities. It suggests that merely reforming governance structures (rules) is 
insufficient; genuine transformative capacity requires cultivating and channeling human 
agency (efficacy and shared intentionality) into sustained institutional agency 
(coordinated action) aimed at deliberate development objectives. 

Conclusion 

Throughout this analysis, the notion of agency has emerged as the central thread for 
rethinking the relationships among action, structure, and social transformation. As 
Sugarman and Sokol (2010) say, “an externalism that attends to the developmental 
context and how activity and interactivity in the world both nurture and constrain 
agentive development. (p. 5). The analysis demonstrates that the three mechanisms of 
human agency formulated by Bandura (1989) constitute a good foundation for 
understanding how university actors organize and orient their actions within complex 
institutional structures.  

Critically, the conceptual framework bridges this individual level to the collective through 
Ludwig's (2017) perspective on institutional agency. In this context, the Bandurian 
mechanisms are projected beyond the psychological plane: self-efficacy acquires an 
institutional correlate (institutional confidence), individual goals are integrated into 
collective visions, and personal anticipations become shared strategic evaluations. The 
perspectives from the political economy of development (Pérez, 2012; Mazzucato, 2013) 
situate this articulation in dynamics of innovation and development, confirming that 
institutional agency can play a transformative role in broader historical processes. As 
Emirbayer (1998) put it, there could be a future investigation of: “Actors who are positioned 
at the intersection of multiple temporal-relational contexts can develop greater 
capacities for creative and critical intervention.” (p. 1007).  

The present research identifies a few limitations that are inherent to exploratory research.  
In this sense, theory might be studied by considering other authors who have examined 
agency from an organizational perspective, for example. Another aspect to consider for 
the academic community is that empirical data might also offer a broader scope and a 
multidisciplinary dimension. In this sense, the selection of articles and prior literature 
could be strengthened and broader. This insight regarding limitations is provided to the 
reader as an opportunity for further research. 

This framework opens several avenues: First, empirical measurement, developing 
indicators to measure institutional self-efficacy (collective confidence) and the degree of 
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coherence in strategic forethought across different university faculties or governing 
bodies. Second, doing comparative governance by analyzing how different and new 
university governance models (Brunner, 2011) facilitate or restrict the shift from individual 
i-intentions to collective we-intentions. Third, in the context of technological trajectories, 
research may include studying how the mechanisms of agency affect the choice and 
success of specific technological trajectories and innovation partnerships (Sábato & 
Botana, 1993) adopted by public universities in the Global South. 
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Artículos 

Inclusión financiera y cooperativas de ahorro y 
crédito en Ecuador: análisis desde la oferta 

crediticia 
Financial inclusion and savings and credit cooperatives in Ecuador: an analysis from the 

credit supply perspective 
 

Carlos Oñate-Paredes11 
Nathaly Paulina Verdugo Morales12 

Diego Raza-Carrillo13 
 

Resumen. La investigación analiza el papel de las cooperativas de ahorro y crédito (COAC) 
de los segmentos 1, 2 y 3 del Ecuador como actores de inclusión financiera, a partir de la 
estructura y orientación de sus productos crediticios. El estudio utiliza una metodología 
exploratoria y explicativa, basada en el levantamiento de información primaria ejecutado 
entre enero y julio 2025 en 193 sitios web de COAC; es decir en una muestra del 95% de las 
COAC de los segmentos analizados. Dicha información fue complementada con revisión 
documental y análisis comparativo con la banca privada. Se examinan especialmente los 
créditos grupales, agropecuarios y con enfoque de género, por su vinculación con 
poblaciones vulnerables. Los resultados evidencian una oferta crediticia 
predominantemente orientada al consumo, con escasa diversificación hacia productos 
productivos inclusivos. Las conclusiones señalan que, pese a su relevancia en el sistema 
financiero y su vocación social, las COAC muestran una limitada aplicación de tecnologías 
crediticias coherentes con la inclusión financiera profunda, lo que plantea la necesidad 
de incentivos regulatorios y de fortalecimiento institucional.  

Palabras clave: Cooperativas de ahorro y crédito, Inclusión Financiera, Crédito, Ecuador. 

Abstract. This research analyzes the role of savings and credit cooperatives (COACs) in 
Ecuador's lower socioeconomic segments (segments 1, 2, and 3) as agents of financial 
inclusion, based on the structure and orientation of their loan products. The study 
employs an exploratory and explanatory methodology, relying on primary data collected 
from the websites of 193 COACs, supplemented by document review and comparative 
analysis with private banks. Group loans, agricultural loans, and loans with a gender focus 
are examined in particular, given their connection to vulnerable populations. The results 
reveal a loan offering predominantly geared toward consumption, with limited 
diversification toward inclusive productive products. The conclusions indicate that, 
despite their relevance within the financial system and their social mission, COACs 
demonstrate a limited application of credit technologies consistent with deep financial 
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inclusion, highlighting the need for regulatory incentives and institutional strengthening. 

Keywords: Savings and credit cooperatives, Financial Inclusion, Credit, Ecuador. 

Introducción 

La presente investigación analiza a las cooperativas de ahorro y crédito (COAC) desde su 
papel de organizaciones actores de inclusión financiera, considerándolas como parte 
fundamental del Sector Financiero Popular y Solidario (SFPS), cuya naturaleza dinamiza 
una estrategia válida para entregar mayores posibilidades de desarrollo a la clase 
económicamente más vulnerable, articulando a esta población en la economía 
ecuatoriana de forma simétrica y democrática (Sánchez, 2016).  

La Constitución de la República del Ecuador de 2008 (EC, 2008) marcó un hito en la 
formalización de la normativa local referente a la Economía Popular y Solidaria (EPS), 
tanto en su sector real como en el financiero. Según el Artículo 83, el sistema económico 
vigente en el país es social y solidario; es decir, “reconoce al ser humano como sujeto y 
fin”, buscando condiciones que permitan alcanzar el “buen vivir”. Además, esta misma 
Constitución identifica que la EPS se “regulará de acuerdo con la ley”, incluyendo a grupos 
de cooperativas (financieras y no financieras), asociaciones y sectores comunitarios. De tal 
forma, se podría afirmar que el paraguas conceptual del SFPS, del cual hacen parte las 
COAC, es la definición de la Economía Social y Solidaria (ESS). 

De acuerdo con Coraggio (2011), la Economía Social y Solidaria se sustenta en un conjunto 
de principios económicos que orientan sus prácticas. Entre los más relevantes se 
encuentran la garantía del trabajo para todas las personas; el acceso de los trabajadores 
al conocimiento y a los medios de producción; la gestión colectiva y autónoma; una 
producción socialmente responsable orientada a la justicia social; la ausencia de 
explotación del trabajo ajeno; la sustentabilidad económica; el fomento del consumo 
responsable y de la libre iniciativa junto con la innovación socialmente responsable; el 
reconocimiento del pluralismo y la diversidad; la no discriminación, tanto individual como 
colectiva; la articulación compleja y sinérgica entre organizaciones y emprendimientos 
de la ESS; y su anclaje territorial. 

Además de los principios mencionados, es importante acotar que Coraggio incluye otros 
que tienen mayor relación con el ámbito cooperativista y económico: i) cooperación 
solidaria, que implica “integración social del sistema de producción”; y, ii) el concepto de 
que el dinero no crea dinero (no usura), entendiendo a este activo financiero como un 
medio, y no como un fin. Este punto es de fundamental debate en el contexto de la 
problemática discutida en la presente investigación, pues si bien los preceptos de no 
usura son (o deberían ser) las bases del funcionamiento y enfoque de las COAC, la realidad 
es distinta, encontrando, inclusive, similitudes con entidades bancarias. 

Estos principios, especialmente vinculados con solidaridad, se pueden también traducir 
en la búsqueda de objetivos de los socios de las COAC, pues según Segovia-Vargas et al. 
(2023), la administración de microcréditos realizada por las COAC tiene un impacto 
significativo en las comunidades locales, pues contribuye a su desarrollo en distintas 
formas: facilitando la obtención de servicios financieros que, en otros escenarios, serían 
difíciles de acceder (y al no tener acceso, conducen a la búsquedas de agiotistas), y 
“mejorando las infraestructuras y respaldando a las microempresas”. Estos autores 
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concluyen que las COAC desempeñan un papel fundamental en la promoción de la 
inclusión financiera, convirtiéndose, al mismo tiempo, en instrumentos primordiales para 
el desarrollo económico sostenible y desarrollo de las microempresas (desde la provisión 
de créditos). Dichos conceptos también son compartidos por el Grupo Consultivo de 
Ayuda a la Población más Pobre (CGAP, 2005), donde además se afirma que las COAC 
atienden mercados poco atractivos para los bancos.  

Bajo esta óptica se desarrolla el problema de la investigación, donde las COAC son 
entendidas como instrumentos de inclusión financiera y desarrollo económico de sus 
socios, colocando como parámetro de análisis la pertinencia de los productos de crédito 
ofrecidos por las COAC locales frente a las supuestas necesidades de su público objetivo 
que, según la literatura vinculada con la EPS y ESS, es población económicamente 
vulnerable demandante de productos financieros distintos a los ofrecidos por la banca 
tradicional. 

A manera de justificación, se resalta el papel de las COAC en el mercado financiero 
ecuatoriano; no obstante, antes de efectuar dicho análisis, es importante detallar la 
división de las COAC ecuatorianas según su tamaño. Según JPRF (2025), las 
organizaciones del SFPS se ubican en alguno de los segmentos establecidos: i) segmento 
1 con organizaciones con más de USD 80 millones en activos totales; ii) segmento 2 con 
organizaciones entre USD 20 y USD 80 millones; iii) segmento 3 con organizaciones entre 
USD 5 y USD 20 millones; iv) segmento 4 con organizaciones entre USD 1 y USD 5 millones; 
v) segmento 5 con organizaciones con menos de USD 1 millón en total de activos. 

De acuerdo con un registro del SFPS, elaborado por la Superintendencia de Economía 
Popular y Solidaria (SEPS), a julio 2025 el ecosistema institucional del sector estuvo 
conformado por 393 organizaciones, de las cuales, 44 correspondieron al segmento 1, 64 
al segmento 2, 97 al segmento 3, 136 al segmento 4 y, 52 al segmento 5. Este conjunto de 
cooperativas alcanzó los USD 26.838 millones en activos totales, valor que corresponde a 
casi un tercio (27%) del total de activos del sistema financiero del país (ASOBANCA, 2025). 
Dicha proporción posiciona al cooperativismo financiero ecuatoriano como un actor clave 
en la economía nacional; no obstante, las COAC también presentan relevancia a nivel 
latinoamericano. 

Según datos de Durán (2024), las COAC del Ecuador destacan de sus pares 
latinoamericanos al ocupar el segundo lugar en total de activos, representando 11,19% del 
sistema financiero cooperativo de la región. A diferencia de países con mayores 
poblaciones y economías más sólidas como México o Brasil, donde las participaciones de 
las COAC en los sistemas financieros locales son menores (1,93% y 4,41%, respectivamente), 
en Ecuador las cooperativas son actores clave de la intermediación financiera. Tres de sus 
cooperativas se ubican entre las 10 con mayor peso relativo en el sistema financiero de 
sus países, y 11 de ellas están entre las 100 más grandes de América Latina, demostrando 
de esta forma que el sistema cooperativo de ahorro y crédito del Ecuador puede ser 
considerado como uno de los más potentes a nivel regional. 

El presente artículo se enfoca únicamente en aquellas COAC de los segmentos 1, 2 y 3. La 
elección de estas organizaciones responde a su predominante participación en el sistema 
cooperativo de ahorro y crédito en términos monetarios. Si bien existe un número 
importante de COAC en los segmentos 4 y 5 (188 organizaciones – 48% del total), su 
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participación en el total de activos es minoritaria, ya que según SEPS (2025), a marzo 2025, 
el porcentaje de ambos segmentos llega al 1,9% del total; es decir, no significativo en 
términos de muestra.  

Con estos antecedentes, el objetivo de la investigación es analizar la estructura e inclusión 
financiera de las COAC de los segmentos 1, 2 y 3 del Ecuador desde sus productos de 
crédito, considerando un levantamiento primario de información del tipo de préstamos 
ofrecidos por las COAC que tendrían mayor cercanía con procesos de inclusión financiera. 

El artículo, además de la introducción, presenta 4 capítulos adicionales. En el capítulo 2 
se desarrolla un marco conceptual de la inclusión financiera, incluyendo su relación con 
las COAC y su enfoque desde la óptica de las colocaciones crediticias. Por su parte, el 
capítulo 3 desarrolla los resultados del nexo entre inclusión financiera y tecnologías 
crediticias, en base a información primaria levantada en los sitios web de las COAC de 
segmentos 1, 2 y 3. Finalmente, en el capítulo 4 se presentan las conclusiones del estudio.  

Inclusión Financiera y cooperativas de ahorro y crédito 

Definición de inclusión financiera y relación con las COAC 

Existe una amplia literatura que trata sobre la inclusión financiera y la aplicación de este 
concepto en distintos estudios de caso. En términos generales, la inclusión financiera es 
el nivel de acceso y uso de servicios financieros por parte individuos y empresas de un 
país, los cuales deben ser accesibles, seguros y sustentables, considerando que la misma 
suele ser medida en función de cantidad de cuentas bancarias per-cápita, utilización de 
cajas de ahorros o concesión de créditos (Orazi et al., 2019). Otro concepto, como el 
enunciado por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores de México, relaciona a la 
educación con la inclusión financiera; es decir, como el acceso y uso de servicios 
financieros que garantiza esquemas de protección al consumidor dentro de un marco 
regulatorio que, a su vez, promueve a la educación financiera, con el objetivo de mejorar 
las fortalezas financieras de toda la población (Raccanello y Herrera, 2014). 

Dentro de la conceptualización de inclusión financiera, es importante presentar 
definiciones con enfoques multidimensionales; por ejemplo, el concepto de la Red de 
Instituciones Financieras de Desarrollo del Ecuador – RFD (RFD, 2025) y el propuesto por 
el Banco de Desarrollo de América Latina – CAF (CAF, 2020). En el primer caso, la inclusión 
financiera se fundamenta en siete dimensiones: acceso, uso, calidad, educación 
financiera, bienestar financiero, protección y regulación; mientras que según la CAF 
existen cuatro elementos de oferta y demanda que coinciden con algunas de las variables 
de la RFD: acceso, uso, calidad y bienestar financiero. En definitiva, la definición de la RFD 
engloba los parámetros utilizados por la CAF, adicionando el paraguas normativo y la 
educación financiera.  

Considerando el enfoque de esta investigación, se presentan definiciones más específicas 
de las dimensiones de acceso, uso y calidad. La dimensión del acceso se refiere a la 
disponibilidad, proximidad y costo adecuado de productos y servicios financieros 
formales para la población. El uso evalúa la frecuencia y regularidad con que los individuos 
utilizan los productos y servicios financieros. Por su parte, la calidad se mide a través de la 
satisfacción del usuario, considerando aspectos como la facilidad de acceso, costos, 
seguridad y la adecuación de los productos financieros a las necesidades de los clientes. 
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En lo que se refiere a la relación entre inclusión financiera y cooperativas, Lemus y Rojas 
(2022) realizaron un compendio de conceptos que vinculan a las COAC con el acceso a 
servicios financieros. Según este trabajo, las COAC son entidades enfocadas en los 
segmentos socioeconómicos bajo y medio, con especialidad en los microcréditos, lo que 
les otorga un rol importante en el desarrollo territorial, permitiendo el acceso a servicios 
financieros a grupos sociales marginados y, por tanto, de apoyo al emprendimiento de 
micro y pequeñas unidades económicas. Además, en el acápite empírico de la 
investigación, los autores evidenciaron (para el caso chileno) que las cooperativas tienen 
mayor incidencia en la población que se encuentra en los percentiles de ingresos más 
bajos (hasta el percentil 60), y mayor financiamiento de los bancos en las personas con 
mayores ingresos.  

En términos de edad, el estudio de Lemus y Rojas (2022) concluye que en promedio los 
deudores de las COAC son mayores que aquellos deudores bancarios; además, en relación 
con el género, existe una mayor proporción de mujeres frente a hombres prestatarios en 
COAC que en bancos. Por otro lado, sobre la variable regional, las COAC tienen mayor 
incidencia en regiones fuera de regiones metropolitanas.  

Inclusión financiera y productos crediticios 

Retomando la definición de la RFD, donde el factor calidad es “la capacidad de los 
productos y servicios financieros para satisfacer las expectativas y necesidades de los 
usuarios” (RFD, 2025, 63), se identifica en las próximas líneas algunos conceptos de 
productos crediticios que fueron desarrollados para solucionar carencias importantes en 
las necesidades de endeudamiento, especialmente de usuarios más vulnerables.  

Inicialmente se tratarán las tecnologías de crédito grupales que, según Valero y Pellejero 
(2017), pueden ser grupos solidarios y bancas comunales (conocida también como village 
bank), y se sustentan en algunos elementos importantes. En primer lugar, los integrantes 
del grupo se deben conocer previamente, lo cual permite reducir los riesgos de 
información asimétrica y fortalecer los vínculos de solidaridad. En segundo lugar, las 
evaluaciones sobre la capacidad y la disposición de pago se realizan de manera interna, 
mediante consensos dentro del propio grupo. Además, estos esquemas se basan en el 
principio de garantía solidaria: si uno o varios integrantes no pueden cumplir con sus 
obligaciones crediticias, el resto del grupo asume colectivamente la responsabilidad del 
pago total ante el prestamista.  

Según Morduch y Armendáriz (2005), las diferencias entre los distintos modelos de 
crédito grupal suelen radicar en el tamaño del préstamo, la obligatoriedad del ahorro 
previo y el número de participantes por grupo. No obstante, todos comparten una 
característica central: su naturaleza solidaria. Los integrantes aceptan voluntariamente 
las condiciones del crédito conjunto y se respaldan mutuamente, confiando en la 
responsabilidad de amigos, familiares o conocido, lo cual contribuye a proteger el historial 
crediticio de quienes, por alguna razón, no logran cumplir con su parte del préstamo. Esta 
última característica se encuentra en línea, especialmente, con uno de los principios 
cooperativos – preocupación por la comunidad -, pues las tecnologías grupales al generar 
sus operaciones de forma solidaria, aporta al desarrollo sostenible de sus comunidades y 
promueve la responsabilidad social. 
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Además de los aspectos estructurales mencionados, es importante destacar cómo las 
tecnologías financieras colectivas se vinculan directamente con la inclusión financiera. 
Según Madise (2019), este tipo de inclusión debe tener en cuenta las barreras que 
enfrentan las poblaciones rurales para acceder a servicios bancarios, especialmente en 
territorios donde las entidades financieras tradicionales no tienen presencia. En este 
escenario, los bancos comunales representan una alternativa viable, ya que operan de 
manera autónoma y reproducen dinámicas similares a las practicadas por las COAC. Su 
funcionamiento se enmarca en los principios de la ESS, reforzando su orientación 
comunitaria y participativa. 

Con relación a la inclusión financiera y su vinculación con el acceso a crédito en zonas 
rurales, existen publicaciones que tratan dicha problemática en países de América Latina: 
Reyes y Muñoz (2016) prepararon una guía para generar inclusión financiera en zonas 
rurales mediante asociaciones de ahorro y crédito comunitario en Colombia, utilizando 
como estudio de caso los Grupos de Ahorro y Crédito (GACC), con el apoyo del Fondo 
Multilateral de Inversiones (FOMIN). Por su parte, Daneshvar et al. (2017) la define como el 
proceso mediante el cual los pequeños productores rurales acceden de forma sostenible 
y pertinente a servicios financieros formales, tales como crédito, ahorro, otros medios de 
pago y también seguros, todos en condiciones adaptadas a sus necesidades y realidades 
territoriales.  

Además, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) publicó varios 
estudios sobre la inclusión financiera de pequeños productores rurales en países de 
América Latina, incluyendo a Costa Rica (Vásquez et al., 2017), El Salvador (Argumedo, 
2017), República Dominicana (Reyes y Daneshvar, 2017), y México (Campos, 2017). Los 4 
mencionados estudios de la CEPAL concluyen que, pese a diversos esfuerzos 
institucionales, el acceso de los pequeños productores rurales a servicios financieros 
formales sigue siendo limitado. Factores estructurales como la dispersión territorial, la 
informalidad productiva, la escasa infraestructura bancaria y los bajos ingresos continúan 
restringiendo las oportunidades de financiamiento. Aunque existen microcréditos, 
programas estatales y cooperativas, su cobertura no alcanza a satisfacer la demanda real 
ni garantiza sostenibilidad. 

Los productos crediticios de las COAC en un marco de inclusión financiera 

La información exhibida en párrafos anteriores sustenta la importancia de una apropiada 
oferta de productos y servicios financieros para incrementar los niveles de inclusión 
financiera, especialmente en las áreas con menor abastecimiento u oferta por parte de 
las organizaciones sociales – solidarias y/o microfinancieras. 

En este contexto, el presente apartado analiza, desde la colocación (crédito), la realidad 
de la oferta de productos financieros de las COAC de los segmentos 1, 2 y 3 en el Ecuador 
que sea destinada a una población con mayores probabilidades de exclusión financiera, 
ya sea por su vulnerabilidad económica, por el ámbito de su vivienda y/o trabajo 
(urbano/rural), o por su género, que son 3 de las variables analizadas tanto en las 
definiciones detalladas de inclusión financiera. 

Considerando que no existe información secundaria sistematizada de los productos 
crediticios ofrecidos por entidades del SFPS, para conocer la realidad de la oferta actual 
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de créditos vinculados con inclusión financiera (según los parámetros mencionados 
anteriormente) en las COAC de los segmentos 1, 2 y 3 en el Ecuador, se realizó un estudio 
exploratorio y explicativo (Hernández et al. 2014), que consistió en la búsqueda 
pormenorizada de la oferta de cada entidad por medio de sus páginas web. 

El levantamiento de información primaria fue realizado en el mes de enero del 2025 y 
actualizado en julio del mismo año; de tal forma, en la época existía un universo de 203 
COAC, de las cuales 46 pertenecían al segmento 1, 61 al segmento 2, y, 96 al segmento 3. 
Del total de COAC catastradas a principios del año, se pudo levantar información de 193 
entidades (95%), siendo 46 del segmento 1 (100%), 61 del segmento 2 (100%), y 86 del 
segmento 3 (90%).  

Los resultados del levantamiento según 3 categorías (crédito grupal, crédito 
agropecuario, crédito vinculado con género), se presenta en la Tabla 1: 

Tabla 1. 

Sistematización de créditos de COAC según categoría de inclusión financiera 

Segmento COAC que ofrecen 
créditos grupales 

COAC que ofrecen 
créditos agropecuarios 

COAC que ofrecen 
créditos vinculados 

con género 
1 0 3 4 
2 1 6 5 
3 3 9 9 

Total de COAC que ofrecen cada 
tipo de crédito 4 18 18 

Fuente: website de COAC Elaboración: propia. 

De acuerdo con la información anterior, el número de COAC que ofrecen créditos 
grupales, agropecuarios y/o vinculados con género son minoritarios en las cooperativas 
de los segmentos 1, 2, 3. De hecho, el otorgamiento de créditos grupales es el más escaso 
entre las COAC analizadas, no existiendo ningún caso en el segmento 1 y solamente 4 
casos en los otros dos segmentos. Cabe resaltar que este producto crediticio está 
normado por la Junta de Política y Regulación Financiera (JPRF, 2023) como parte del 
segmento microcrédito, al ser “…otorgado a una persona natural o jurídica con un nivel 
de ventas anuales inferior o igual a USD 300.000,00, o a un grupo de prestatarios con 
garantía solidaria…”. 

Considerando que los créditos grupales y los agropecuarios se relacionan con procesos 
productivos, éstos en su mayoría deben ingresar en el segmento del microcrédito, el cual, 
si bien es importante en las COAC, no es el principal, manteniéndose en la última década 
con una participación promedio de 38%, frente al 53% de los créditos de consumo14 
(ASOBANCA, 2025). Este dato no es menor, pues indica que la vocación crediticia de las 
cooperativas de ahorro y crédito no se enfoca en el ámbito productivo de los 
microemprendedores, sino en el consumo, lo cual de alguna forma justificaría el poco 
interés por parte de las COAC en desarrollar tecnologías microcrediticias distintas a las 
tradicionales (urbanas e individuales). A manera de comparación, se presentan en las 
Figuras 1 y 2 la participación de segmentos de crédito (en función de cartera bruta) de 

 
14 La tasa de participación promedio se realizó con los saldos de cartera de las COAC de los segmentos 1, 2 y 3 a junio de cada año. 
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bancos y COAC (segmentos 1, 2 y 3) con fecha de corte junio 2025.  

 

Figura 1. 

Participación de cartera de crédito de COAC. Junio 2025. 

 

 
Fuente: ASOBANCA (2025) 

Figura 2. 

Participación de cartera de crédito de bancos. Junio 2025. 

 
Fuente: ASOBANCA (2025) 
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De acuerdo con las gráficas anteriores, es clara la vocación de los bancos en financiar el 
aparato productivo de gran escala del país y, por parte de las COAC, la producción a nivel 
minorista. Sin embargo, se debe señalar que la participación del crédito de consumo en 
bancos y cooperativas es muy cercana, entendiéndose que ambos tipos de entidades 
podrían estar financiando operaciones con menor incidencia en la inclusión de los más 
vulnerables. 

Regresando al análisis de las 3 categorías de créditos de COAC con mayor tendencia de 
apoyo a la inclusión financiera, los resultados del estudio primario mostraron que las 
siguientes 4 COAC ofertan créditos grupales solidarios: i) Andina Ltda., ii) CoopSalinas 
Ltda., iii) Uniblock y Servicios Ltda., iv) Uniotavalo Ltda. 

En el caso de la COAC Andina Ltda. (cuya matriz se encuentra en Latacunga), el crédito 
grupal, llamado “Andina Group” puede ser otorgado a grupos o Asociaciones para 
solventar actividades productivas del ámbito rural. El grupo debe estar conformado por 
mínimo de 3 personas y un máximo de 10, y los requisitos para acceder a este producto 
tienen características similares con los microcréditos individuales, por ejemplo: 
presentación de RUC, RISE o certificados de proveedores y clientes, declaraciones del IVA, 
mecanizados del IESS, títulos de propiedad, copias de escrituras y evidencia de pago del 
impuesto predial, entre otros. Si bien estos requisitos sirven como filtro para el análisis de 
capacidad de pago de los potenciales prestatarios, no obedecen plenamente a las 
características de una tecnología grupal solidaria, donde la principal garantía es la 
solidaridad entre los miembros del grupo.  

Por su parte, el “credi-asociativo” de la COAC CoopSalinas Ltda. (ubicada en Salinas de 
Guaranda, provincia de Bolívar), es un producto cuya naturaleza obedece al ámbito 
grupal pues está destinado a aquellas asociaciones que necesiten capital para 
emprendimiento de actividades turísticas, compras de activos fijos para producción, y/o 
registro de patentes y marcas. No obstante, este producto no tiene características de 
garantía solidaria, sino un enfoque a la promoción de actividades económicas asociativas 
propias de su región de influencia.  

La COAC Uniblock y Servicios Ltda., cuya matriz se encuentra domiciliada en Latacunga, 
ofrece a sus socios el “credi amigo”, que es un crédito grupal con firmas solidarias (sí 
atiende a la metodología de base) y con un número máximo de 12 integrantes. Este 
producto se destina a la ampliación de negocios establecidos, capital de trabajo o 
adecuación de la estructura de los negocios de los prestatarios. Si bien entre sus requisitos 
existen documentos de evidencia microempresarial (RUC, RISE, factura de compras), 
éstos son menos exigentes que los requeridos por la COAC Andina antes analizada. 

Finalmente, el crédito “unimujer emprendedora” de la COAC UniOtavalo Ltda., puede 
financiar de forma individual o grupal a personas que deseen invertir en actividades de 
pequeña escala de producción, así como en actividades de comercialización y servicios. 
En este caso, más allá del número de personas que adquieran el préstamo, no existen 
características específicas vinculadas con garantía solidaria.  

Como conclusión del análisis de créditos con tecnología grupal, se destaca que todas las 
COAC oferentes se encuentran en la sierra del Ecuador: 2 de ellas en la provincia del 
Cotopaxi, una en la provincia de Imbabura y una en la provincia de Bolívar. Entre los cuatro 
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productos, el único que presenta de forma explícita la firma solidaria como característica 
del producto es “credi amigo” de Uniblock y Servicios Ltda; mientras que el resto solo 
tienen en común el aspecto grupal, diferenciándose en su enfoque (asociativo y no 
asociativo) y requisitos.  

En definitiva, la información levantada sobre créditos grupales en COAC de los segmentos 
1, 2 y 3, es una evidencia del poco interés del sector cooperativo en este tipo de productos, 
sea por sus costos operativos, por su bajo retorno financiero, o por el mercado que 
actualmente están atendiendo las instituciones cooperativas del país, el cual, como se 
mostró en las Figuras 1 y 2, se encuentra parcialmente correlacionado con el mercado 
atendido por el sector bancario del país. Además de los puntos mencionados, existe una 
aparente disminución paulatina del interés de las COAC en colocar créditos grupales, 
pues en base al estudio de Oñate-Paredes (2024), en enero 2024 existían 2 cooperativas 
del segmento 1 que aún colocaban este tipo de préstamos (COAC Virgen del Cisne Ltda., 
y COAC Cooprogreso), pero a la fecha ya no ofertan dichas tecnologías crediticias. 

Al respecto de la segunda dimensión analizada en la base de datos – créditos 
agropecuarios -, las 18 COAC a continuación ofertan este tipo de productos en la 
actualidad:  

• Segmento 1: Tulcán Ltda., Atuntaqui Ltda., Lucha Campesina Ltda.  

• Segmento 2: Microempresarial Sucre Ltda., Alianza Minas Ltda., COOPAC Austro 
Ltda., Sumak Kawsay Ltda., Unión El Ejido Ltda., Crediamigo Ltda. 

• Segmento 3: Migrantes del Ecuador Ltda., Focla Ltda., San Miguel Ltda., San 
Miguel de Sigchos Ltda., Salinas Ltda., Simiatug Ltda., Pujulí Ltda., Nueva 
Esperanza Ltda., Santa Anita Ltda.  

Sobre los créditos agropecuarios, se observa en la muestra levantada una oferta diversa 
de productos financieros agrícolas y pecuarios dirigidos tanto a personas naturales como 
jurídicas. Los montos varían considerablemente, desde microcréditos a partir de USD 100, 
como en el caso de Unión El Ejido Ltda. (Cotacachi), hasta montos de USD 100.000 en 
cooperativas como Tulcán Ltda. y COOPAC Austro (Cuenca). El plazo de pago también es 
heterogéneo, con rangos que van desde 24 meses hasta 10 años, dependiendo del 
producto y del monto solicitado; además, en términos operativos, hay algunos productos 
que pueden ser desembolsados en periodos relativamente cortos (48 horas). 

En relación con las garantías, la mayoría de COAC permiten garantías personales hasta 
ciertos montos (como es el caso de la COAC San Miguel de Sigchos, hasta USD 10.000 en 
el crédito agrícola), y exigen garantías hipotecarias para montos mayores. Algunas 
instituciones como Tulcán Ltda. también hacen uso del Fondo de Garantía para la 
Economía Popular y Solidaria (CONAFIPS), permitiendo el acceso sin garante. En algunos 
casos, se exige una aportación patrimonial irrepartible como en COOPAC Austro, que 
varía entre el 1% y 2% del monto solicitado, dependiendo del tipo de garantía. 

Las tasas de interés de estos productos oscilan entre el 15,50% y el 20%, siendo el 18% una 
cifra recurrente entre varias cooperativas como Crediamigo Ltda. (Loja), Tulcán Ltda. 
(Carchi), San Miguel de Sigchos Ltda. Los plazos de gracia, cuando existen, se limitan 
generalmente a los dos primeros meses, y los pagos pueden establecerse con frecuencias 
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variables: mensual, bimensual, trimestral o semestral. En cuanto a enfoques territoriales, 
la mayoría de las cooperativas tienen su matriz en ciudades de la sierra ecuatoriana, 
destacándose provincias como Imbabura, Cotopaxi, Bolívar y Azuay. Solo 3 COAC ofertan 
sus créditos agrícolas (con mayor énfasis) en costa y oriente: COACMES Ltda. en Manabí, 
Lucha Campesina en Guayas y FOCLA Ltda. en Sucumbíos. 

Una tendencia destacable es la segmentación de productos según el perfil del solicitante. 
Por ejemplo, San Miguel de Sigchos Ltda., y Lucha Campesina Ltda. ofrecen créditos 
diferenciados para mujeres y jóvenes rurales, incorporando así una perspectiva inclusiva 
en su portafolio, lo cual diferencia sus productos de otros con enfoque de género, atiende 
a una segunda variable de vulnerabilidad: el ámbito geográfico. (sector rural). 

La tercera dimensión de análisis en este apartado son los créditos relacionados con 
género. Según el levantamiento primario, existen 18 COAC que ofertan este tipo de 
productos:  

• Segmento 1: 15 de abril Ltda., Indígena Sac Ltda., De la Pequeña Empresa de 
Cotopaxi Ltda. Lucha Campesina Ltda.  

• Segmento 2: Pedro Moncayo Ltda., Fondvida Ltda., San Gabriel Ltda., Sumak 
Kawsay Ltda., Minga Ltda. 

• Segmento 3: 13 de abril Ltda., Migrante del Ecuador Ltda., Pushak Runa Ltda., San 
Miguel Ltda., San Miguel de Sigchos Ltda., Simiatug Ltda., Nueva Esperanza 
Ltda., Grupo Difare., UniOtavalo Ltda. 

En resumen, se observa que los créditos están destinados a financiar actividades 
productivas, comerciales o de servicios en pequeña escala, así como también a cubrir 
gastos personales o familiares, según el caso. Los montos de los créditos varían entre un 
mínimo de USD 100 y un máximo de USD 60.000. Los plazos de pago son diversos, 
oscilando entre 1 y 72 meses. Las tasas de interés registradas en el documento van desde 
el 14,9% nominal hasta el 22% anual referencial.  

Los créditos pueden ser amortizados en cuotas mensuales, bimensuales, trimestrales o 
semestrales, dependiendo del plan de pago. Además, algunas cooperativas otorgan 
beneficios adicionales como seguros de desgravamen, aprobación rápida en un plazo de 
48 horas o períodos de gracia (como el de tres meses en la COAC Nueva Esperanza). 
También se mencionan créditos sin garante o con garantía solidaria. 

El destino de los créditos también varía. Algunas cooperativas los orientan a la inversión 
productiva (como Sumak Kawsay, Migrantes del Ecuador, San Miguel de Sigchos, o 
UniOtavalo), otras al consumo personal (como Indígena SAC), y algunas combinan ambas 
finalidades. También se identifican productos específicos para mujeres jefas de hogar del 
sector rural, como en el caso de Lucha Campesina, o para grupos de prestatarias con 
garantía solidaria. 

Finalmente, con relación a la distribución geográfica del producto, la mayoría de las 
cooperativas oferentes de créditos para mujeres tienen su matriz en ciudades de la sierra 
ecuatoriana (14), en las provincias de Tungurahua, Cotopaxi, Pichincha, Carchi, 
Chimborazo, Bolívar e Imbabura. Solamente 4 COAC ofertan este tipo de productos en 
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provincias de la costa ecuatoriana: Guayas, Manabí y Los Ríos.  

A manera de comparación, además de levantar información primaria de cooperativas de 
ahorro y crédito, en el mismo período también se levantó información de oferta crediticia 
(por medio de website) de 24 bancos privados del Ecuador, la cual se presenta en el Anexo 
2 y, cuyo resumen, se muestra en la Tabla 2: 

Tabla 2. 

Sistematización de créditos de bancos privados según categoría de inclusión financiera 

Bancos que ofrecen créditos 
grupales 

Bancos que ofrecen créditos 
agropecuarios 

Bancos que ofrecen créditos 
vinculados con género 

2 0 2 
Fuente: website de bancos privados del Ecuador. Elaboración: propia. Nota: Banco del Pichincha y 
VisionFund ofrecen créditos grupales; mientras que Banco Pichincha y Banco de Machala ofrecen 
créditos vinculados con género.  

En el caso de los créditos grupales, únicamente el Banco Pichincha y VisionFund ofrecen 
este tipo de productos. VisionFund, en particular, cuenta con dos modalidades 
diferenciadas: el crédito grupal y el crédito de banca comunal. La principal diferencia 
entre ambos radica en el número de participantes por operación crediticia: el crédito 
grupal está dirigido a grupos de entre 3 y 6 personas, mientras que el crédito de banca 
comunal se otorga a grupos más amplios, que van desde un mínimo de 7 hasta un 
máximo de 25 integrantes. En el caso del Banco Pichincha, el único producto que ofrecen 
en el ámbito grupal exige que todos los miembros tengan más de 6 meses de antigüedad, 
con un monto máximo de USD 6.000 por grupo (frente a los USD 10.000 ofrecidos por 
VisionFund). 

Finamente, el Banco Pichincha y el Banco de Machala son los únicos que ofrecen créditos 
exclusivamente para mujeres, destacando que en ambos casos su enfoque es netamente 
productivo, para financiar insumos, maquinarias, vehículos de trabajo o locales. En el caso 
del Banco Pichincha el monto máximo es USD 150.000 y en el Banco de Machala es USD 
80.000, existiendo en ambos productos la posibilidad de períodos de gracia.  

En resumen, aunque son relativamente pocas las cooperativas de ahorro y crédito que 
ofrecen productos grupales, y aunque también son limitadas (aunque en mayor número), 
aquellas que cuentan con productos específicos para la agricultura o con enfoque de 
género, al comparar estos resultados con la oferta del sistema bancario tradicional, se 
evidencia una clara vocación del sector cooperativo por promover la inclusión financiera 
desde la ruralidad, atendiendo condiciones de vulnerabilidad económica y brindando 
apoyo específico a las mujeres. 

Conclusiones 

La presente investigación constituye una contribución al entendimiento del papel que 
desempeñan las cooperativas de ahorro y crédito (COAC) de los segmentos 1, 2 y 3 en la 
inclusión financiera del Ecuador. Estas organizaciones, insertas dentro del sistema 
financiero popular y solidario, cumplen funciones estratégicas en territorios 
históricamente excluidos del sistema bancario tradicional. El análisis realizado demuestra 
que las COAC no solo concentran una importante cantidad de activos, sino que además 
representan un canal clave para democratizar el acceso a servicios financieros en zonas 
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rurales y urbanas marginales. 

El estudio evidencia una preocupante homogeneización de la oferta de productos 
crediticios, con una marcada tendencia hacia créditos de consumo y una limitada 
presencia de créditos productivos. Si bien la legislación permite y promueve 
metodologías de microcrédito, como los créditos grupales solidarios, su uso en la práctica 
es casi inexistente. Esta falta de diversificación crediticia puede estar desincentivando 
procesos de inclusión financiera profunda, que demandan productos más flexibles, 
adaptados al contexto rural y de pequeños emprendimientos familiares. 

Asimismo, la limitada implementación de productos agropecuarios o con enfoque de 
género confirma una tendencia generalizada en la que las COAC se centran más en el 
rendimiento financiero que en el cumplimiento de principios cooperativistas de interés 
por la comunidad o desarrollo inclusivo. A pesar de que el estudio identificó algunas 
experiencias valiosas en la sierra ecuatoriana, estas son excepcionales y no representan 
una política institucional generalizada en el sector. Ello sugiere la necesidad de 
implementar incentivos regulatorios y financieros que promuevan el diseño de productos 
adaptados a las realidades locales; por ejemplo: aumentar por parte del Estado fondos 
subsidiados para que las COAC coloquen créditos de apoyo a inclusión financiera en 
mercados vulnerables, mediante organizaciones especializadas de segundo piso como la 
CONAFIPS, lo cual implicaría beneficios para las COAC en términos gastos financieros 
(tasas preferenciales), seguimiento técnico del Estado en diversas dimensiones de 
impacto social y capitalización a mayores plazos permitiendo minimizar el riesgo de 
liquidez en las cooperativas.  

En síntesis, el sistema cooperativo ecuatoriano, particularmente las COAC de los 
segmentos 1, 2 y 3, representa una herramienta fundamental para la consolidación de un 
modelo financiero más equitativo e inclusivo. No obstante, para que estas entidades 
logren cumplir su potencial, es necesario impulsar reformas estructurales que incentiven 
el desarrollo de productos financieros adecuados para los sectores más excluidos, 
fortalecer los procesos de educación financiera, fomentar la cooperación entre COAC y 
garantizar que las políticas públicas y regulaciones estén orientadas al bienestar de la 
población más vulnerable del país. 
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Artículos 

Convivencia paradigmas de la gestión pública: 
caso Corporación Estatal de 
Telecomunicaciones CNT-EP 

Coexistence of paradigms in public management: the case of the State 
Telecommunications Corporation CNT-EP 

 
Luis Marcelo Reinoso Navarro15 

Fernando López Parra16 
 

Resumen: El escrito tiene como finalidad estudiar la convivencia de los paradigmas de la 
gestión pública en el estudio de caso de la Corporación Estatal de Telecomunicaciones 
CNT-EP. Para cumplir dicho propósito se realizó una metodología descriptiva basada en 
la exploración documental y bibliográfica, así como el desarrollo de una encuesta aplicada 
a los colaboradores de la Empresa Pública. Se concluye que sustentado en el análisis 
estadístico y documental a partir de una encuesta aplicada se confirma la coexistencia y 
convivencia de múltiples paradigmas de la gestión pública: New Public Management 
(empresarial), de gobernanza y patrimonialista (Tradicional). Esta convivencia refleja la 
presencia de subjetividades, prácticas históricas y dinámicas institucionales que influyen 
en el funcionamiento cotidiano de la entidad, conocimiento que genera valor público en 
un entorno exigente y en constante transformación. 

Palabras clave: Paradigmas, gestión pública, new public management, patrimonialismo, 
gobernanza. 

Abstract: The purpose of the writing is to study the coexistence of the paradigms of 
public management in the case study of the State Telecommunications Corporation CNT-
EP. To achieve this objective, a descriptive methodology was applied, based on 
documentary and bibliographic exploration, as well as the implementation of a survey 
administered to employees of the public company. The findings, supported by statistical 
and documentary analysis derived from the survey, confirm the simultaneous 
coexistence of multiple public management paradigms: New Public Management 
(managerial), governance-oriented approaches, and the traditional patrimonialist model. 
This coexistence reflects the presence of organizational subjectivities, historical practices, 
and institutional dynamics that shape the daily functioning of the entity—knowledge that 
strengthens the generation of public value in a demanding and constantly evolving 
environment. 

Keywords: Paradigms, public management, new public management, patrimonialism, 
governance. 
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Introducción 

Las organizaciones al ser creadas por las personas guardan similitud con los principios y 
relaciones que existirían entre quienes las integran. Ello implica acordar y fusionar 
principios, métodos, creencias y valores que den significado al abstracto de personas 
agrupadas bajo objetivos y valores comunes. Esta abstracción no solo se genera y 
representa en el papel, sino que adquiere un conjunto de cualidades que la definen y 
proyectan y a su vez afecta y es afectada por el entorno que la rodea, lo que se da en 
denominar un paradigma. 

La palabra paradigma surgió del libro de Thomas Kuhn, La Estructura de las Revoluciones 
Científicas en 1962. Para Kuhn, un paradigma es un modelo o patrón que se acepta de tal 
manera que funciona para "permitir la renovación de ejemplos, cada uno de los cuales 
podría servir para reemplazarlo", y es "raramente un objeto de renovación"  (Kuhn, 2004, 
pág. 51).  

La gestión pública tiene complicaciones teóricas y prácticas, debidas a la incorporación 
de propuestas como Nueva Gestión Pública MNP por sus siglas en inglés, Gobernanza y 
Patrimonialismo, cuya adopción como política pública, depende de la tendencia del 
Gobierno de turno. Es así como para el NPM, el Estado puede ser descrito como una 
unidad productiva y con ello asume la misión central de promover una amplia 
competencia, con apertura financiera y comercial; para la Gobernanza dependerá del 
nivel de participación de la ciudadanía y actores involucrados con los procesos públicos; 
y, para el Patrimonialismo se reflejará en la influencia de grupos de poder internos y 
externos en las decisiones de las organizaciones, en convivencia con las decisiones de las 
autoridades. 

El camino citado de la evolución de la administración pública, nos ha permitido identificar 
bajo la lógica paradigmática, identificar los modelos antes citados, que en la actualidad 
se observan en las organizaciones, de forma separada o interactúan entre si. El objeto de 
estudio es la Empresa Pública del Ecuador, denominada Corporación Nacional de 
Telecomunicaciones CNT, respecto a cómo se toman decisiones con base a tres 
paradigmas de la gestión pública como son el Patrimonialista (tradicional), NPM 
(empresarial) y el de Gobernanza. 

En este marco, el problema de investigación puede formularse de la siguiente manera: 
¿Cómo conviven, se articulan o entran en tensión los paradigmas patrimonialistas, 
gerencial y de gobernanza en la gestión institucional de la Corporación Nacional de 
Telecomunicaciones CNT-EP, y qué implicaciones tienen estas dinámicas para la toma de 
decisiones, la eficiencia organizacional, la sostenibilidad institucional y la generación de 
valor público en el sector ecuatoriano de telecomunicaciones? 

Este artículo busca analizar la convivencia, articulación y tensiones entre los paradigmas 
patrimonialista, gerencial y de gobernanza en la gestión institucional de la Corporación 
Nacional de Telecomunicaciones CNT-EP, con el fin de comprender sus implicaciones en 
la toma de decisiones, la eficiencia organizacional, la sostenibilidad institucional y la 
generación de valor público en el sector ecuatoriano de telecomunicaciones. 

La verificación de la convivencia de los tres paradigmas esbozados de la administración 
pública: patrimonialista, gerencial y de gobernanza, se justifica en el estudio de la 
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Corporación Nacional de Telecomunicaciones (CNT) porque su funcionamiento integra 
elementos característicos de cada enfoque. Como empresa pública estratégica, CNT 
conserva estructuras jerárquicas, procedimientos formales y controles normativos 
propios del modelo burocrático; al mismo tiempo, aplica prácticas de eficiencia, gestión 
por resultados y criterios empresariales asociados a la Nueva Gestión Pública. Examinar 
esta coexistencia permite comprender con precisión las tensiones de gestión y los 
desafíos institucionales que enfrenta CNT en la prestación de servicios de 
telecomunicaciones en un sector altamente estratégico, competitivo y regulado. 

Modelos de gestión y desafíos organizacionales en la CNT-EP 

En este apartado se presenta una revisión bibliográfica de las principales categorías 
teóricas utilizadas en la investigación, así como una descripción del objeto de estudio 
analizado. 

Las organizaciones tradicionales públicas y privadas se caracterizan por mantener 
relaciones de poder y colaboración a partir de un líder indiscutible que es quien marca 
hacia dónde ir y en algunos casos impone la ruta. Ladino, en su análisis sobre el 
patrimonialismo en la Administración Latinoamericana, reflexiona sobre como Weber 
procuró identificar los “motivos” de las relaciones de dominación y su permanencia en las 
organizaciones, bajo las categorías de “dominantes” y “dominados” en la vida social 
(Ladino, 2022, pág. 2).  

El autor prosigue su análisis explicando que Weber describió los rasgos de la dominación 
tradicional o más llamada “administración burocrática patrimonial” tiene como rasgos 
que carecen de “competencia” fija según reglas objetivas; no cuenta con jerarquía 
racional fija; carece de formación profesional (especialización); y, no sigue normas, sino 
que las genera o las atribuye hacia los demás, en beneficio personal o de sus seguidores 
o agremiados (Ladino, 2022, pág. 8).  

Lo explicado, aunado a la crisis económica internacional de la década de 1980 marcó un 
punto decisivo en el replanteamiento de la administración pública. El modelo burocrático 
tradicional, orientado al cumplimiento normativo y estructurado en jerarquías rígidas, 
evidenciaba crecientes problemas de ineficiencia e ineficacia debido a su expansión 
desmedida, altos costos operativos y limitada capacidad de adaptación a un entorno 
financiero y político cada vez más exigente.  

En este contexto, surgió como contraparte el paradigma de la Nueva Gestión Pública 
como respuesta a la necesidad de modernizar la acción gubernamental mediante 
criterios gerenciales inspirados en el sector privado. Como señala Aguilar (Aguilar, 2019, 
págs. 29-30). este enfoque se centró en dos objetivos esenciales: “redimensionar el 
tamaño del sector público y [...] reestructurar su organización y administración conforme 
a un concepto y principio gerencial, que instituye la eficiencia como el valor esencial y el 
criterio supremo de la organización, gestión y operación de las entidades administrativas 
públicas”. Con ello, la NGP buscó superar las limitaciones del modelo burocrático 
mediante la orientación a resultados, la introducción de mecanismos de evaluación y el 
fortalecimiento de la eficiencia como principio rector del funcionamiento estatal. 

Este giro conceptual abrió paso a un proceso más amplio de transformación 
administrativa. Para Miranda y Soares, dicha evolución condujo hacia un 
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neogerencialismo que profundizó e incentivó la introducción de prácticas como la 
privatización de entidades, la subcontratación de servicios y la provisión delegada de 
actividades antes estatales, consolidando un rol gubernamental predominantemente 
regulador (Miranda & Soares, 2020, pág. 450), orientado a redefinir los fundamentos 
teóricos y prácticos de la administración estatal (Bañón & Carrillo, 1997, pág. 9). 

Desde la perspectiva de la Gobernanza la acción pública se concibe como un proceso 
relacional y cooperativo, más allá de la jerarquía estatal tradicional. Fontaine define la 
gobernanza como una forma de regulación de las relaciones entre actores políticos, 
sociales y económicos, destacando los intercambios entre sectores público y privado y los 
procesos de cambio político y social orientados estratégicamente (Fontaine, 2015, pág. 61). 

Bajo esta lógica, para Wang en un estudio realizado para analizar las perspectivas 
comparativas sobre gobernanza colaborativa y centrada en el Estado, la legitimidad 
ocurre cuando la gente acepta las decisiones de un órgano de gobierno o autoridad 
porque promueve el bienestar colectivo y los estándares sociales (Wang, 2024, pág. 72), 
que debe incluir la adopción de nuevas tecnologías; y, la colaboración interdisciplinaria, 
para brindar una comprensión más completa de cómo los aspectos subjetivos e 
identidades influyen en la gestión (Córdova Montúfar, 2018, págs. 141-190). 

Este estudio reconoce la necesidad de incorporar en el análisis organizacional los 
comportamientos, subjetividades e identidades que configuran la vida interna de las 
instituciones. En este sentido, la CNT constituye un caso pertinente para examinar cómo 
estas dimensiones se articulan con los modelos de gestión coexistentes y cómo influyen 
en la capacidad de la organización para generar valor público en un sector estratégico y 
dinámico. 

La Corporación Nacional de Telecomunicaciones CNT-EP. se rige por la Ley Orgánica de 
Empresas Públicas (Registro Oficial, 2009), con la finalidad de regular “la constitución, 
organización, funcionamiento, fusión, escisión y liquidación de las empresas públicas que 
no pertenezcan al sector financiero y que actúen en el ámbito internacional, nacional, 
regional, provincial o local; y, establecen los mecanismos de control económico, 
administrativo, financiero y de gestión que se ejercerán sobre ellas, de acuerdo a lo 
dispuesto por la Constitución de la República”. 

Esta Ley procuró unificar la normativa de cómo se creaban, funcionaban y se extinguían 
las Empresas Públicas en el Ecuador, las cuales tenían varios mecanismos de 
conformación y funcionamiento. Para el caso concreto de las empresas públicas, el 
Artículo 315 de la Constitución de la República del Ecuador (Asamblea Nacional, 2008, pág. 
146), dispuso que el Estado tiene la potestad para constituir empresas públicas para la 
operación en sectores estratégicos. 

La Corporación Nacional de Telecomunicaciones CNT-EP, fue creada mediante Decreto 
Ejecutivo No. 218 de 14 de enero de 2010, emitido por el Presidente de la República 
(Registro Oficial, 2010), como persona jurídica de derecho público, con patrimonio propio, 
dotada de autonomía presupuestaria, financiera, económica, administrativa y de gestión 
con domicilio principal en Quito, Distrito Metropolitano, provincia de Pichincha, en el 
Ecuador y ámbito nacional. 

Mediante Resolución No. DIR-CNT EP-151-2020-565 del 2 de diciembre de 2020, el 
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Directorio de la Corporación Nacional de Telecomunicaciones CNT-EP resolvió conocer y 
aprobar el “Proyecto de Reforma al Estatuto Orgánico por Procesos de la CNT-EP”, en el 
que se circunscribe en el Mapa de Procesos de la empresa, tres grupos de procesos: 

- Estrategia, Infraestructura y Producto: desarrollo y administración de mercadeo 
y productos, de servicio, de recurso; y, de la cadena de aprovisionamiento. 

- Operaciones: administración y operación de la relación con el cliente, de servicio, 
de recurso, proveedores y socios del negocio.  

- Gestión Empresarial: Procesos de estrategia, infraestructura y producto; y, con 
los procesos de operaciones. 

Dicho Estatuto establece además el Sistema de Gestión Organizacional de la CNT-EP está 
orientado por procesos concentrados y desconcentrados dependiendo de la naturaleza 
del proceso, regionalización, segmentación de clientes, desarrollo de canales y 
convergencia de productos y servicios. 

Del Informe de Gestión Empresarial de la empresa (CNT, 2024, págs. 7-9), se desprende 
que contaba con personal de diferentes edades, pero que se ha mantenido en número 
de colaboradores en alrededor de 5800 personas. En el Ecuador la edad de jubilación 
voluntaria es de 60 años y 30 años de servicio y obligatoria a los 70 años con 30 años de 
servicio, o a los 40 años a cualquier edad. En el periodo descrito 2020-2024, tomando 
como base el año 2020, los ingresos operacionales han decrecido en un 33,47% 
equivalentes a USD 252,9 millones vs. Los gastos de nómina que han aumentado en un 
15,51% equivalentes a USD 19,5 millones. Aplicando el análisis de esta variable la función 
pronostica bajo ceteris paribus, al 2030, la nómina crecerá un 40,8%, a USD 176,89 
millones, respecto al 2020, con una variación del 28% al 35% de los ingresos totales, aún 
sin considerar costos de venta, gastos administrativos y otros gastos no operacionales 
(CNT, 2024, págs. 10-13). 

La optimización de Talento Humano juega un papel relevante en el nuevo concepto 
organizacional y de manejo eficiente de CNT-EP, considerando que esta debe reflejar las 
reales necesidades de esta gestión en consideración a la nueva visión de crecimiento 
corporativo, sus capacidades financieras y sobre todo a facilitar del capital humano 
estrictamente necesario pero con capacidades y perfiles requeridos de acuerdo a los 
productos y servicios que han sido comprometidos o serán trabajados en el futuro por las 
diferentes áreas de gestión de la EP. 

Metodología 

Para la comprensión del objeto de investigación y el análisis de la convivencia entre los 
paradigmas de gestión pública expuestos, se desarrolló inicialmente un análisis 
documental de la base legal vigente, la literatura especializada sobre modelos de gestión 
y la selección sistemática de información relevante.  

Este proceso permitió delimitar conceptualmente las categorías analíticas y, 
especialmente, establecer la pertinencia de realizar un estudio de caso, metodología 
ampliamente reconocida en las ciencias sociales para abordar fenómenos complejos en 
contextos reales. Tal como señalan Yin (2009) y Stake (1995), el estudio de caso resulta 
idóneo cuando se busca comprender procesos organizacionales en profundidad, 
considerando sus interacciones, particularidades y dinámicas internas. 

Reinoso y López (2026) 
Convivencia paradigmas de la gestión pública: caso Corporación Estatal de Telecomunicaciones CNT-EP

 



 
 

            120 

En coherencia con esta perspectiva, se seleccionó una institución pública que ofreciera 
las condiciones necesarias para examinar dichas interacciones, entendiendo el estudio de 
caso como “una metodología de investigación sobre un inter/sujeto/objeto específico que 
tiene un funcionamiento singular, que no obstante su carácter particular también debe 
explicarse como sistema integrado” (Díaz De Salas, 2011, pág. 6). En este sentido, la 
institución analizada constituye una unidad empírica con comportamientos específicos 
insertos en un sistema administrativo más amplio. 

En una segunda fase, se aplicó una encuesta anónima a 423 personas con el propósito de 
recoger percepciones de los colaboradores y vincularlas con los modelos de gestión que 
coexisten en la organización. La encuesta fue dirigida a un universo institucional 
aproximado de 5.800 cargos, obteniéndose 390 respuestas válidas. De acuerdo al 
universo, el tamaño muestral mínimo es de 383, lo que permite establecer un nivel de 
confianza del 95% con un margen de error del 5%, parámetros estadísticos adecuados 
para estudios organizacionales de este tipo (Vargas, 2025, pág. 8). La información empírica 
complementó el análisis documental, permitiendo contrastar los marcos teóricos y 
normativos con las percepciones de los servidores públicos respecto a los paradigmas 
predominantes en la institución. 

Cada pregunta del instrumento se estructuró para generar información respecto al 
objetivo de la empresa, tipo de autoridad, gestión del talento humano, rol del ciudadano, 
nivel de trasparencia, innovación empresarial y coordinación interna. Cada pregunta se 
diseñó con escala de Likert, con tres alternativas de respuesta cada una actitudes, 
opiniones o percepciones de los encuestados respecto a una afirmación determinada, 
relativa a los enfoques de Gobernanza, NPM y Patrimonialismo. Los resultados se 
presentan en las Tablas 1, 2 y 3, organizadas según el mayor porcentaje de frecuencias 
registradas, lo cual permite identificar las prioridades y patrones perceptuales 
manifestados por los colaboradores de la empresa. 

Tabla 1. 
Paradigma New Public Management (empresarial) 
 

Alternativa Porcentaje 

  

La eficiencia, eficacia, economía 69,90 

Delegada, orientada a resultados 67,70 

Cliente de los servicios 62,90 

Basada en resultados y competencia 51,60 

Innovadora, orientada al mercado 46,80 

Acuerdos de las partes, incentivos, evaluación de desempeño 42,50 

Fragmentada de acuerdo con tipo de mercado 21,50 

Fuente: Encuesta propia desarrollada 19 nov. 2025. 
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Tabla 2. 
Paradigma de gobernanza 
 

Alternativa Porcentaje 

Horizontal, en redes y alianzas 67,70 

La colaboración institucional de todas las áreas 50,00 

Adaptativa, continua y contextual 43,00 

Basada en mecanismos participativos entre actores 40,90 

Coproductor y colaborador 33,30 

La solución conjunta de problemas 26,30 

Distribuida entre múltiples actores 21,00 

Fuente: Encuesta propia desarrollada 19 nov. 2025. 
 
 
Tabla 3. 
Paradigma patrimonialista (Tradicional) 
 

Alternativa Porcentaje 

Personalista, basada en el poder del líder 11,30 

Personalista, cada uno maneja su espacio 10,80 

Escasa innovación interna y externa 10,20 

Acciones clientelares y nepotismo 7,50 

Basada en el control informal 7,50 

Mantener el poder del gobernante 3,80 

Cliente del poder 3,80 

Fuente: Encuesta propia desarrollada 19 nov. 2025. 
 
Las tablas presentadas establecen la lógica, por ser CNT una empresa pública y estar 
cercana al usuario, que su talento humano se aproxime más a una visión de mercado 
conforme lo establece la NPM. La figura 1 realiza un estudio comparativo de los tres 
paradigmas y variables consideradas.  
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Figura 1. 
Variables por tipo de paradigma 
 

 
Fuente: Encuesta propia desarrollada 19 nov. 2025. 
 
Una vez aplicada la encuesta se observó un mayor posicionamiento del NPM 
(empresarial), el cual guarda concordancia con la naturaleza del CNT-EP como empresa 
pública, luego se evidencia la influencia del paradigma de gobernanza, lo cual se justifica 
ya que en la estructura de la organización se consideró la gestión por procesos, de la cual 
la EP tiene vigente la certificación ISO 9001: 2015 y otras buenas prácticas que generan 
gobernanza corporativa y anticorrupción, propias de las empresas dependientes de la 
función ejecutiva. Se evidencia además una influencia menor del paradigma 
patrimonialista, debido a la presencia, como se ha indicado, de un comité de trabajadores 
muy fuerte que incide en las decisiones de política interna de las autoridades.  

Lo indicado evidencia que existe más de un paradigma conviviendo en la organización y 
los estilos de liderazgo y directrices institucionales no pueden ser analizadas de manera 
aislada, sino como una fusión de cada uno de ellos. Por tanto, es importante que CNT-EP 
conozca cómo proceder para hacer efectivas estrategias que consideren estas 
subjetividades que pueden afectar la gestión y resultados empresariales.  

La Tabla 4 integra las siete variables establecidas en la encuesta, comparadas entre sí para 
los tres paradigmas analizados, en los que se observan intereses distintos por tipo de 
paradigma, como por ejemplo el NPM prioriza la autoridad y el rol del ciudadano, 
mientras que la Gobernanza prioriza la coordinación institucional y la gestión del talento 
humano. 
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Tabla 4. 
Variables por tipo de paradigma 
 

Variable New Public Management 
(empresarial) 

Gobernan
za 

Patrimonialista 
(tradicional) 

Establecimiento de autoridad 67,70 21,00 11,30 

Rol del ciudadano 62,90 33,30 3,80 

Coordinación institucional 21,50 67,70 10,80 

Innovación y flexibilidad 46,80 43,00 10,20 

Objetivo principal 69,90 26,30 3,80 

Talento humano 42,50 50,00 7,50 

Transparencia y rendición de 
cuentas 

51,60 40,90 7,50 

Fuente: Encuesta propia desarrollada 19 nov. 2025. 
 
A fin de establecer un qué hacer, si de esta tabla se obtiene una figura radial, se puede 
visualizar aspectos que la data normal no evidencia, como se puede observar en la figura 
siguiente, comparada con un valor ideal del 100%. Si se compara con un puntaje de 100, 
no existe un valor porcentual mayor a 70, lo que incide en la gestión de CNT-EP, pero 
puede ser canalizado como una oportunidad de mejora en el Core de negocio. Los valores 
menores a 30 puntos porcentuales deben ser revisados a profundidad, porque implican 
estrategias de reforma y/o cambios profundos en la gestión de la empresa.  

En la Figura 2, se unificó en un solo gráfico radial los tres paradigmas y las siete variables 
analizadas con el fin de que observen los extremos de las aristas con el puntaje 
establecido en la encuesta. La figura permite observar las “áreas” en las que inciden en 
mayor o menor grados las variables. En este caso particular, el paradigma de la 
Gobernanza está compensando una parte del ámbito del paradigma de NPM. La 
explicación más coherente se debe a que la CNT-EP, no solo comercializa sus productos 
de telecomunicaciones a quienes tienen ingresos suficientes, sino que, como entidad 
estratégica de los sectores económicos, opera la telefonía urbano marginal y rural, 
cubriendo buena parte de sus propios costos de producción, en beneficio de quienes de 
otra manera no podrían acceder a estos servicios17. 

 

 

 

 

 

 
17 El Art. 313 de la Constitución del Ecuador determina como sectores estratégicos aquellos de decisión y control exclusivo del Estado por su 
trascendencia e influencia económica, social, política o ambiental, y del pleno desarrollo de los derechos y al interés social. Se consideran 
sectores estratégicos la energía en todas sus formas, las telecomunicaciones, los recursos naturales no renovables, el transporte y la refinación 
de hidrocarburos, la biodiversidad y el patrimonio genético, el espectro radioeléctrico, el agua, y los demás que determine la ley. 
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Figura 2. 

Convivencia de paradigmas de la gestión pública de CNT-EP 2025 

 
 
Bajo esa lógica, el aporte de este análisis es doble. Por un lado, ver los aspectos que sí 
están siendo vistos por la Empresa y por otro introducir un mejoramiento en los aspectos 
que no se pueden visualizar adecuadamente. Otra forma de procesar la información 
consiste en realizar un exhaustivo análisis que vincule el paradigma NPM (empresarial) 
con el de Gobernanza. Por ser una institución especializada en telecomunicaciones, debe 
colocar énfasis el campo de la gestión digital interna y externa, que le posibilite ser 
innovador y líder en ese ámbito competitivo e impulsar procesos de innovación 
constantes que garanticen su sustentabilidad empresarial en el sector, sin descuidar su 
rol social en materia de sectores estratégicos. 

El estudio de caso, sustentado en análisis estadístico y documental a partir de una 
encuesta aplicada a los colaboradores de la CNT-EP, confirma la coexistencia y 
convivencia de múltiples paradigmas de la gestión pública: NPM (empresarial), de 
gobernanza y patrimonialista (Tradicional). Esta convivencia refleja la presencia de 
subjetividades, prácticas históricas y dinámicas institucionales que influyen en el 
funcionamiento cotidiano de la entidad. Reconocer y analizar estas interacciones 
constituye un paso fundamental para comprender la complejidad de la organización y 
orientar acciones estratégicas que fortalezcan su capacidad de generar valor público en 
un entorno exigente y en constante transformación. Con los resultados expuestos, este 
estudio aporta evidencia empírica relevante que evidencia que los esfuerzos de 
modernización, transformación digital y fortalecimiento institucional requieren enfoques 
integrales capaces de articular coherentemente dichas racionalidades, superando 
visiones dicotómicas o lineales de la gestión estatal. 
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El estudio aporta evidencia empírica relevante para el debate contemporáneo sobre las 
capacidades estatales en contextos híbridos, reafirmando que la generación sostenida de 
valor público en un entorno altamente dinámico y competitivo depende de la capacidad 
de la organización para gestionar estas tensiones, reconfigurar sus arreglos 
institucionales y construir modelos de gobernanza más adaptativos, inclusivos y 
orientados al ciudadano.  

Conclusiones 

A manera conclusiva, se proponen las siguientes consideraciones para investigaciones 
similares preocupaciones: 

En cuanto a la gestión y la cultura organizacional, crear eventos internos para maximizar 
la práctica de diferentes paradigmas híbridos, en donde perviven o interactúan los 
paradigmas analizados, los mismos que servirán para incluir en el proceso decisorio; así 
como incorporar códigos éticos y otras estrategias que permitan minimizar prácticas 
patrimonialistas como el nepotismo informal y la discrecionalidad injustificada.  

En términos de procedimientos internos, se deberían organizar decisiones tales como 
inversiones, compras y talento humano para reducir prácticas discrecionales; establecer 
reglas claras de participación de los diferentes actores internos; crear una lógica 
colaborativa y reducir decisiones aisladas verticales u horizontales.  

Para la gobernanza digital, se debe fomentar la implementación de indicadores de valor 
público como la eficiencia, la responsabilidad social y la previsibilidad para la contribución 
al presupuesto público como lo establece la normativa.  

En cuanto a la gobernanza empresarial, se sugiere establecer mecanismos estructurados 
de participación ciudadana, a través de encuestas periódicas vinculantes para la mejora 
de los servicios, así como publicar la información clave de la gestión de resultados, como 
tiempos de respuesta e indicadores de calidad para mejorar la transparencia y la 
confianza del usuario.  
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Artículos 

Desempeño de asociaciones productivas de la 
Economía Popular y Solidaria: evidencia del 

cantón Sozoranga, Ecuador 
Performance of productive associations of the Popular and Solidarity Economy: 

evidence from the Sozoranga canton, Ecuador 
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Resumen. La investigación tuvo como propósito analizar el desempeño de las 
asociaciones productivas de la Economía Popular y Solidaria (EPS) del cantón Sozoranga 
de Ecuador y su articulación con el GAD cantonal, con el fin de orientar un plan de 
fortalecimiento organizacional. Se empleó una metodología descriptiva con enfoque 
mixto, recurriendo a encuestas aplicadas a 69 socios de 4 asociaciones y entrevistas a 
autoridades municipales, complementadas con revisión documental. Con esta 
información se construyeron las matrices EFE, EFI y FODA para evaluar factores internos 
y externos del sector asociativo. Entre los principales hallazgos se identificó un alto 
potencial productivo y arraigo comunitario, pero también debilidades en gestión 
administrativa, infraestructura, cultura financiera y comercialización. Asimismo, se 
evidenció limitada intervención del GAD en el fomento directo a la EPS. La investigación 
concluye que el fortalecimiento del sector requiere mayor articulación institucional, 
planificación estratégica y políticas públicas orientadas a consolidar capacidades 
organizativas y productivas  

Palabras clave: Economía Popular y Solidaria, Ecuador, asociatividad, diagnóstico 
situacional. 

Abstract. The purpose of this research was to analyze the performance of the Popular and 
Solidarity Economy (PSE) production associations in the Ecuadorian Sozoranga canton 
and their relationship with the cantonal government (GAD), in order to guide the 
development of an organizational strengthening plan. A descriptive methodology with a 
mixed-methods approach was used, employing surveys administered to members of four 
associations and interviews with municipal authorities, complemented by a document 
review. This information was used to construct the EFE, EFI, and SWOT matrices to 
evaluate internal and external factors of the associative sector. Among the main findings 
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were a high productive potential and strong community ties, but also weaknesses in 
administrative management, infrastructure, financial literacy, and marketing. 
Furthermore, limited intervention by the GAD in directly supporting the PSE was evident. 
The research concludes that strengthening the sector requires greater institutional 
coordination, strategic planning, and public policies aimed at consolidating 
organizational and productive capacities. 

Keywords: Popular and Solidarity Economy, Ecuador, associativity, situational diagnosis. 

Introducción 

La Economía Popular y Solidaria (EPS) en el Ecuador representa un sector estratégico 
para el desarrollo local, cuyo énfasis es la mejora de condiciones de vida de las personas a 
través de la generación de empleo, cohesión social y rescate de principios de solidaridad, 
cooperación, equidad de género y cuidado de la naturaleza. 

No obstante, las organizaciones de la EPS enfrentan múltiples desafíos que limitan su 
desempeño y sostenibilidad, pues se dan en torno a las restricciones en el acceso a 
capacitación continua y asistencia técnica permanente, así como al financiamiento del 
sistema financiero nacional (IEPS, 2018). Además, en el ámbito productivo no se ha podido 
asegurar la calidad y cantidad, minimizando su poder de negociación y apropiados 
canales de comercialización. A esto se suma las insuficientes habilidades y destrezas 
administrativas de los directivos para conducir la gestión de las organizaciones. 

El caso de estudio de la presente investigación está centrado geográficamente en el 
cantón Sozoranga, ubicado en la provincia de Loja (Sur de Ecuador). Este cantón está 
compuesto por una población principalmente asentada en zonas rurales (GAD 
Sozoranga, 2020). En el ámbito productivo sobresalen los cultivos de maíz, café, granos y 
cereales, mientras que, la ganadería, está enfocada en la crianza de ganado vacuno y 
caprino. Por su parte, la existencia de instituciones financieras en el cantón Sozoranga se 
limita a la presencia del banco público destinado para actividades productivas – 
BanEcuador – y la cooperativa de ahorro y crédito CoopMego Ltda.  

La EPS en el cantón se encuentra vinculada principalmente al sector no financiero de la 
economía (sector real). En este grupo se incluye a una cooperativa de transporte, varias 
unidades económicas populares de artesanos y emprendimientos unipersonales y 
familiares, además de asociaciones de tipo productivo (GAD Sozoranga, 2020; encuestas 
aplicadas con información actualizada al año 2025). 

En el cantón Sozoranga, las asociaciones son las formas de organización más 
representativas, constituyendo el foco del estudio, aspecto que respalda el análisis del 
vínculo entre asociaciones de la EPS con la administración gubernamental cantonal, 
siendo el Gobierno Autónomo Descentralizado (GAD) del cantón la institución con plena 
competencia para impulsar y fortalecer a este tipo de organizaciones. Cabe señalar que, 
la principal normativa que rige a la EPS – Ley Orgánica de Economía Popular y Solidaria 
(LOESP), establece que a este nivel de gobierno le corresponde incluir a los actores 
sociales de la EPS en los planes y proyectos socioeconómicos (EC, 2011, art.133). 

Otro marco normativo que hace hincapié en lo mencionado es el Código Orgánico de 
Organización Territorial, Autonomía y Descentralización (COOTAD), donde se indica que 
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una de sus funciones es promover los procesos de desarrollo económico local con énfasis 
en el sector de la economía social y solidaria, en coordinación con otros niveles de 
gobierno (EC, 2010). 

Con esos antecedentes, surge el objetivo de investigación: analizar la interacción 
económico-productiva de las asociaciones de la EPS del cantón Sozoranga, considerando, 
entre otros aspectos, las acciones de articulación con el GAD cantonal.  

Además de esta introducción, el artículo se compone de seis capítulos. En el segundo 
apartado se desarrolla el marco conceptual. En el tercer capítulo se realiza una revisión 
de literatura del análisis de asociaciones productivas y su relación con los GAD. El cuarto 
capítulo describe el diseño metodológico; en el quinto se exponen los resultados; en el 
sexto las discusiones del estudio con anteriores investigaciones y, finalmente, el séptimo 
capítulo sintetiza las conclusiones del estudio. 

Marco conceptual 

El sistema económico social y solidario en Ecuador 

La Constitución del Ecuador (EC, 2008, art. 283) define al sistema económico como social 
y solidario, cuyo planteamiento, según Coraggio (2009a,) se hizo desde una concepción 
sustantiva de economía. Su objetivo es garantizar la producción y reproducción de las 
condiciones materiales e inmateriales que posibiliten el buen vivir. Por tanto, el sistema 
económico se encuentra en proceso de construcción, integrando un conjunto de 
instituciones, normas, prácticas y valores que permiten organizar los procesos de 
producción, distribución, circulación y consumo, todos ellos delimitados por relaciones de 
cooperación y cuidado con la naturaleza. 

La característica social se cumple cuando el mercado reconoce y funciona de acuerdo 
con las estructuras sociales, valores y demás elementos que garantizan las condiciones 
materiales e inmateriales dirigidas a alcanzar el buen vivir de las personas. Lo solidario, en 
cambio, viene dado por relaciones de asociación, cooperación y responsabilidad mutua, 
cuyas normas afirman el rol social de los actores económicos y su corresponsabilidad para 
con la ciudadanía, las futuras generaciones y la naturaleza (Coraggio 2009b, 7). 

La composición del sistema económico se encuentra señalado en la Constitución del 
Ecuador: “el sistema económico se integrará por las formas de organización económica 
pública, privada, mixta, popular y solidaria, y las demás que la Constitución determine” 
(EC, 2008, art. 283). En ese contexto, el sector público se conforma por instituciones que 
son propiedad del Estado, entre ellas “las entidades que integran el régimen autónomo 
descentralizado, a través de los gobiernos autónomos descentralizados, principales entes 
encargados de la organización territorial del país, a nivel regional, provincial, cantonal y 
rural” (EC, 2008, art. 225).  

Respecto al sector de la EPS, Coraggio (2009b) la define como el conjunto actividades 
productivas y de intercambio realizadas por trabajadores y comunidades mediante 
formas asociativas, democráticas y cooperativas, formales o tradicionales, cuyo propósito 
es usar el trabajo como principal recurso para generar bienes, servicios e ingresos que 
sostengan la vida comunitaria con dignidad. En esta definición, las unidades económicas 
populares (UEP) constituyen la base de la economía popular que comprende los 

Yangua et al. (2026) 
Desempeño de asociaciones productivas de la Economía Popular y Solidaria: evidencia del cantón Sozoranga, 
Ecuador

 



 
 

            130 

emprendimientos familiares, las personas dedicadas a actividades del cuidado y 
trabajadores asalariados. Por su parte, al tratar lo popular junto con lo solidario, en cambio 
se reconoce un comportamiento de integración en la que se distinguen formas de 
organización que implica la práctica de reciprocidad y complementariedad, aportando 
con lo que se pueda sin limitarse a lo monetario y en contraparte se recibe del colectivo 
lo que se necesite. 

Es importante mencionar que pueden surgir interacciones entre los tres sectores de la 
economía. Para efectos de la investigación, se considera la primera interacción referida a 
la gestión pública de los GAD cantonales y su apoyo a las formas de organización del 
sector de la EPS. En ese sentido, se considera lo manifestado por Coraggio (2009a) 
respecto a la construcción de política pública para la EPS, la cual debe preocuparse no 
solo por la estructura económica social, sino también buscar formas no destructivas de 
competencia entre quienes son parte de este sector, guardando coherencia entre 
necesidades y capacidades; por lo tanto, su incidencia será notoria en el entorno local. Se 
concibe entonces que la actuación del Estado debe responder a la generación de 
espacios que vinculen el accionar de las instituciones político-administrativas de bienes y 
servicios estatales con los actores sociales de la EPS. 

Asociatividad en la EPS 

La asociatividad como forma de organización entre personas que trabajan y buscan 
lograr un propósito común implica entender a la EPS como un espacio organizacional. Al 
ser una forma alternativa de desarrollo socioeconómico del territorio local, se sustenta en 
la promoción y fomento de las organizaciones con carácter social y solidario.  

El espacio organizacional colectivo donde se desarrollan iniciativas de asociación ya sea 
en un entorno familiar, comunitario, laboral, etc., representa otro elemento de la 
asociatividad. El grupo de personas que se asocian constituyen el capital social, 
caracterizadas con mantener relaciones sociales de parentesco, confianza, ayuda mutua, 
trabajo comunitario y solidario y demás dirigidas a satisfacer necesidades comunes 
(Araque Jaramillo 2018). 

Una de las características de la asociatividad es que nace de la voluntad de quienes la 
conforman para atender las necesidades de sus miembros, pudiendo convertirse en una 
estrategia para mejorar la productividad en contextos locales y de organización rural. Al 
respecto, Terán et al (2023) menciona que contar con la colaboración y coordinación entre 
los diferentes actores que participan en la cadena productiva garantiza la optimización 
de los recursos, la calidad de los productos y servicios y por ende promueve un entorno 
de diversificación económica. 

En ese contexto, es importante entender que la presencia asociativa en las comunidades 
promueve su desarrollo, puesto que fomenta la cohesión social, el trabajo colectivo y de 
reciprocidad, genera redes de colaboración entre actores, permite el acceso a servicios y 
recursos compartidos, fortalece la identidad cultural e impulsa la participación de las 
personas para liderar y ser parte de las decisiones colectivas. 

Dentro de la LOEPS, el sector asociativo se define como el conjunto de asociaciones de 
personas con actividades productivas similares que buscan producir, vender y consumir 
bienes y servicios necesarios de forma solidaria y también para abastecerse y 
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comercializar su producción de manera autogestionada (EC, 2011). De tal forma, las 
organizaciones del sector asociativo pueden generar excedentes de la actividad 
económica que realizan; no obstante, es imprescindible una distribución equitativa y 
solidaria entre los asociados. 

Gobiernos Autónomos Descentralizados y la EPS 

Con el proceso de descentralización en el Ecuador surgieron cambios en la 
administración gubernamental, uno de ellos, la asignación de competencias a los GAD, 
anteriormente conocidos como municipalidades. Al ser instituciones descentralizadas 
gozan de autonomía política, administrativa y financiera. 

En la presente investigación se considera a los GAD cantonales como los principales 
promotores del desarrollo territorial, instituciones que se encuentran más cercanas a la 
comunidad y conocen la realidad de sus territorios. En la LOEPS expresa que el accionar 
de dichas entidades debe estar apegado a principios de solidaridad, equidad, integración 
y participación ciudadana. Además, a este nivel de gobierno le corresponde incluir a los 
actores sociales de la EPS en los planes y proyectos socioeconómicos (EC, 2011, art. 133). 

En cuanto a la participación del GAD en el desenvolvimiento de las organizaciones de la 
EPS a nivel territorial, Caiza (2023) precisa que, el marco normativo y la ejecución de 
políticas públicas deben ir de la mano para asegurar una efectiva tutela de las 
organizaciones y personas que son parte de la EPS. Esto debido a que la inacción en 
procesos de fomento, promoción e incentivos que repercute en los fines que persigue el 
sector.  

En tal sentido, la administración gubernamental local puede apoyar en la generación de 
condiciones que vinculen a los actores de la EPS, a la vez que se impulse la asociatividad 
productiva, se establezcan canales de diálogo, se fomente la creación de cadenas de valor 
en el territorio y se promueva la innovación tecnológica, todo ello encaminado a mejorar 
el sistema de producción existente y consecuentemente el desarrollo socioeconómico de 
la población (Villamarín 2023). 

Literatura previa 

Dentro de la revisión de literatura, se encuentran estudios que abordan características de 
las asociaciones productivas de la EPS en Ecuador, así como su relación con los GAD 
donde operan.  

Villamarín (2023), cuyo caso se enfoca especialmente en la problemática agro-productiva 
en el cantón Loreto de la provincia de Orellana, destaca la participación de los GAD 
cantonal y parroquial con el sector asociativo a través del apoyo en la implementación de 
proyectos productivos turísticos y agroindustriales. El apoyo del GAD cantonal se dio 
mediante el financiamiento en la adquisición de maquinaria y equipos; mientras que el 
GAD parroquial se enfocó en el ámbito productivo mediante convenios 
interinstitucionales en la gestión del asesoramiento técnico y capacitación a los socios, 
acompañamiento en las áreas administrativa y legal de las asociaciones, así como en la 
promoción de las actividades agro-productivas de estas organizaciones en ferias en las 
parroquias de Loreto. 
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Los resultados de la investigación de Villamarín (2023) posiciona a las asociaciones como 
actores importantes en el dinamismo socioeconómico local, al mismo tiempo que 
destaca el nivel de efectividad que ha tenido la gestión de los dirigentes de las 
organizaciones frente al accionar de los entes gubernamentales, creando espacios de 
integración colaborativos entre ambos grupos de actores.  

Por su parte, si bien la investigación de Merino et al. (2024) no analiza la interacción de las 
asociaciones productivas con los GAD, ésta revela características gerenciales importantes 
en dichas organizaciones, enfocando el estudio en las asociaciones agrícolas ubicadas en 
el cantón La Troncal, Ecuador. Los resultados muestran gestión administrativa eficiente 
caracterizada por una adecuada planificación estratégica y participación de los miembros 
para buscar mayor fortalecimiento organizacional. Por el contrario, la escasa adopción de 
tecnologías y la falta de formación en finanzas limita la competitividad y sostenibilidad de 
las asociaciones. Asimismo, el estudio hace mención del impacto positivo en la promoción 
del desarrollo local a través de la generación de empleo y bienestar social de los socios, 
sus familias y la comunidad en general; esto podría traducirse, indirectamente, en 
beneficios y desarrollo para los GAD. 

Un tercer estudio – Naranjo (2015) - recoge los desafíos del GAD provincial de Tungurahua 
(Ecuador), frente a la implementación de un nuevo modelo de gestión orientado a 
rescatar la participación de líderes políticos, representantes juveniles y otros actores 
sociales de cada cantón y parroquias de la provincia. En este ámbito, entre otras 
actividades, el autor menciona que la Unión de Organizaciones Productoras 
Agroecológicas y de Comercialización Asociativa de Tungurahua (PACAT), conformada 
por campesinos dedicados al manejo y producción agroecológica, plantearon una 
estrategia agropecuaria de comercialización, la misma incluía la cadena de lácteos para 
ayudar a pequeños productores a asociarse para mejorar su venta. La intervención del 
GAD fue coordinar cursos y capacitaciones con el Ministerio de Agricultura, Ganadería y 
Pesca en temas de diversificación de producción, aprovechando las características 
endógenas del territorio. Asimismo, en el denominado “Parlamento de Trabajo”, 
impulsado por la administración de ese entonces, se incluyó la estrategia de turismo 
basada en un modelo asociativo que fue además coordinado con los GAD municipales, 
dando como resultado la identificación de nueve rutas agro-ecoturísticas.  

Marco metodológico 

Generalidades 

La investigación es de tipo descriptivo mediante la recopilación y análisis de la 
información obtenida de las asociaciones objeto de estudio. El enfoque es cuantitativo y 
cualitativo. La información secundaria fue obtenida a través de revisión documental y 
bibliográfica de los fundamentos teóricos que abarca el tema estudiado, aplicando el 
método deductivo en la revisión literaria y descripción del estado de situación del cantón 
Sozoranga. Asimismo, la información primaria se obtuvo mediante la aplicación de dos 
técnicas: la encuesta dirigida a los socios de cada asociación previamente identificadas y 
la entrevista a funcionarios del GAD cantonal: alcalde, jefe de la unidad de gestión 
financiera y jefe de la unidad de gestión de planificación urbana y rural. 
En ese sentido, los datos obtenidos permitieron elaborar la matriz de Evaluación de 
Factores Externos y la matriz de Evaluación de Factores Internos (EFI). Para el diagnóstico 
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del sector asociativo se utilizó la matriz FODA.  

Matrices EFE y EFI 

De acuerdo a David (2017), en la planeación estratégica es importante la identificación de 
factores externos mediante la Matriz de Evaluación de Factores Externos (EFE), la misma 
que permite sintetizar y evaluar la información económica, social, política, 
gubernamental, cultural, ambiental y tecnológica, a la vez que se muestra los aspectos 
más importantes a través del análisis cualitativo.  

Su elaboración implica cinco pasos: i) listar los factores identificados en el análisis externo 
en los distintos ámbitos, éstos pueden ser aspectos favorables (oportunidades) o 
desfavorables (amenazas); ii) asignar un valor a cada factor, en un rango entre 0 (sin 
importancia) hasta 1 (muy importante); iii) otorgar a cada factor una escala de 1 a 4 para 
indicar cuán efectivas son las estrategias actuales de la organización frente a cada uno de 
ellos; iv) una vez asignados el valor y la clasificación, se multiplican para determinar un 
valor ponderado; v) los valores ponderados se suman para determinar el valor total de la 
organización. 

Para el análisis se considera que, independientemente del número de oportunidades y 
amenazas identificadas, el valor ponderado más alto posible es 4,0 y el más bajo es 1,0. El 
valor ponderado total promedio es de 2,5. Un puntaje total de 4,0 indica que la 
organización responde de manera óptima a las oportunidades y amenazas de su entorno, 
aprovechando los factores favorables y reduciendo el impacto de los adversos. Por el 
contrario, un puntaje total de 1,0 señala que la organización no está aprovechando las 
oportunidades ni enfrentando adecuadamente las amenazas externas. 

La Matriz de Evaluación de Factores Internos (EFI) identifica el comportamiento interno 
de la organización, resumiendo y evaluando las fortalezas y debilidades de la misma 
(David, 2017). Para su construcción se consideran cinco pasos: i) enumerar fortalezas y 
debilidades; ii) asignar un valor de 0,0 (sin importancia) a 1,0 (muy importante) a cada 
factor; iii) asignar una clasificación de 1 a 4 en cada factor, para indicar si representa una 
debilidad mayor (clasificación 1), una debilidad menor (clasificación 2), una fortaleza 
menor (clasificación 3) o una fortaleza mayor (clasificación 4); iv) generar un valor 
ponderado multiplicando el valor de cada factor por su clasificación; v) obtener el valor 
final (ponderado), sumando los ponderados de todos los factores. Sin importar el número 
de factores incluidos en la matriz EFI, el valor total varía entre 1,0 y 4,0, siendo 2,5 el 
promedio. Los puntajes por debajo de 2,5 indican una posición interna débil, mientras que 
los superiores a 2,5 reflejan una posición interna sólida. 

Procedimiento de recopilación primaria y tabulación 

La obtención de información primaria de las asociaciones productivas del cantón 
Sozoranga se realizó a través de la aplicación de una encuesta preelaborada con 
preguntas alineadas en cuatro ámbitos: organizacional, productivo, mercado y financiero. 
Las asociaciones a las cuales se les aplicó la encuesta son las siguientes: 
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Tabla 1 

Asociaciones del cantón Sozoranga 

Razón social Actividad económica N.° de socios Ubicación 
Asociación de Ganaderos del cantón 
Sozoranga Producción ganadera 21 Barrio 18 de noviembre de la 

cabecera cantonal 
Asociación de Productores 
Agropecuarios Frontera Sur Producción agrícola 17 Parroquia Tacamoros 

Asociación de Productores 
Agropecuarios 10 de agosto Producción agrícola 13 Parroquia Tacamoros  

Asociación de Productores Artesanales 
y Agropecuarios El Progreso 

Producción agrícola y 
bienes semielaborados 
(harina de maíz) 

18 Parroquia Tacamoros 

Fuente: GAD Sozoranga (2020). Elaboración propia. 
 
Es importante señalar que, el proceso de levantamiento de información primera 
mediante encuestas se aplicó a todos los socios (censal); siendo su contenido inicialmente 
validado por criterios expertos.  

Por su parte, para realizar la evaluación de los componentes de cada ámbito, se utilizó la 
matriz de doble entrada desarrollada por el Instituto de Investigaciones en Turismo de la 
Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Nacional de la Plata (Conti et al. 2013). 
La propuesta metodológica permite evaluar, con base a ponderaciones y valoraciones, los 
distintos ámbitos que se desarrollan nivel interno de las asociaciones. 

Consecuentemente, en la matriz se indican los componentes que contiene cada ámbito, 
así también el desglose respectivo de las variables que a su vez dan cuenta de las 
preguntas contenidas en la encuesta aplicada a los asociados (Tabla 2). 

Tabla 2. 

Componentes de evaluación 

Ámbito Componentes Variables 

Organizacional 

Aspecto legal 

Poseen reglamento interno 

Conocimiento del reglamento interno 

Rotación de directiva  

Autogestión y mejora 

Compromiso de los socios 

Capacidad de gestión 

Fortalecimiento organizacional 

Financiamiento 
Aporte de socios 

Apoyo de instituciones públicas 

Infraestructura 
Propiedad de planta y equipo 

Uso de bienes inmuebles propios 

Socios 

Permanencia en la asociación 

Liderazgo femenino 

Pertenencia  

Productivo Proceso productivo Producción agropecuaria 
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Diversidad de actividades productivas 

Inconvenientes en el proceso productivo 

Propiedad, planta y equipo  
Calidad de infraestructura, maquinaria y equipo 

Almacenamiento de la producción en local propio 

Capital para la producción y 
capacitación 

Aporte económico de los socios 

Asistencia técnica 

Conocimiento y experiencia proceso productivo 

Post pandemia Afectación al proceso productivo por COVID-19 

Mercado 

Producto principal 
Producción con valor agregado 

Periodicidad en la producción 

Comercialización 

Comercialización de la producción 

Periodicidad de venta 

Comercialización directa 

Formalidad en la venta 
Uso de comprobantes de compra-proveedores 

Entrega de comprobantes de venta 

Apoyo para la comercialización 

Apoyo de otros organismos para la comercialización 

Venta en otros cantones 

Espacio local destinado para la venta del producto 

Posicionamiento en el mercado 
Producto con valor agregado 

Poseen marca el producto 

Venta en COVID-2019 Afectación al proceso de comercialización 

Financiero 

Sistema contable 

Elaboración de presupuesto 

Registro de ventas 

Gasto en la producción 

Patrimonio 

Planificación en la distribución de ingresos 

Activos fijos donados 

Tiene mecanismos de capitalización 

Financiamiento 
Financiamiento recibido del sistema financiero 

Tienen crédito actual 

Fuente: Formato de encuesta (ámbito organizacional). Elaboración propia. 

Una vez identificados los componentes de cada ámbito a evaluar se procede a establecer 
el peso para cada uno de estos, sobre un total que constituye un 100%. Dado que la matriz 
consta de cuatro ámbitos (100%), cada uno tiene una equivalencia del 25%, subdivididos 
en distintos componentes establecidos con base a las variables que contiene la encuesta 
aplicada. Consecuentemente los componentes fueron valorados según el Nivel de 
Cumplimiento (NC), en donde: 0 = incumplimiento; 1,5= cumplimiento medio; 3 = 
cumplimiento. 

La participación de los socios en esta etapa fue fundamental, ya que fueron ellos quienes 
calificaron el NC de cada componente. Posteriormente, se procedió a realizar la suma de 
cada uno de ellos, a fin de conocer el nivel de cumplimiento que se describe más adelante. 
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A manera de ejemplo, se utiliza al ámbito organizacional: 

Tabla 3. 

Nivel de cumplimiento 

Ámbito Componentes Nivel de cumplimiento 

Organizacional 

Aspecto legal 2,50 

Autogestión y mejora 1,50 

Financiamiento 2,25 

Infraestructura 2,25 

Socios 1,25 

NC 9,75 

Fuente: Encuestas aplicadas. Elaboración propia 
 
En donde: 

NC = �𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶 

NC= Nivel de Cumplimiento para el ejemplo presentado 

NC = 2,5 + 1,5 + 2,25 + 2,25 + 1,25 = 𝟗𝟗,𝟕𝟕𝟕𝟕 
 

Una vez calculado el Nivel de Cumplimiento (NC), se puede calcular el Promedio 
Alcanzado (PA) que se obtiene de la siguiente forma: 

𝑃𝑃𝑃𝑃 á𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚 𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜 =
𝑁𝑁𝑁𝑁

𝑁𝑁° 𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶𝐶 𝑚𝑚á𝑥𝑥𝑥𝑥𝑥𝑥𝑥𝑥
 

𝑃𝑃𝑃𝑃 á𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚 𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜 =
9,75
18

 
𝑃𝑃𝑃𝑃 á𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚 𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜𝑜 = 0,54 

 
El último paso en el análisis cuantitativo fue realizar la sumatoria del PA. Dicho valor se 
divide para el número de ámbitos, con el cual se obtiene la calificación general de todas 
las asociaciones encuestadas, y con ello el puntaje final que se valorará con base a la 
metodología propuesta. 
 

𝑃𝑃𝑃𝑃 =
𝑃𝑃𝑃𝑃 𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑 á𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚 1 + 𝑃𝑃𝑃𝑃 𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑𝑑 á𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚 2 +⋯𝑃𝑃𝑃𝑃 á𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚 4

4 á𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚𝑚 𝑒𝑒𝑒𝑒𝑒𝑒𝑒𝑒𝑒𝑒𝑒𝑒𝑒𝑒𝑒𝑒𝑒𝑒𝑒𝑒
 

 
Para el análisis de los resultados obtenidos, se realiza considerando la siguiente escala 
de calificación: 
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Tabla 4. 

Valoración de puntajes obtenidos 

Potencial 
(De 0 a 0,33) 

Emergente 
(De 0,34 a 0,66) 

Consolidado 
(De 0,67 a 1) 

Vulnerable, puede mejorar. Posee ventajas asociativas, pero no han 
sido aprovechadas totalmente. 

Cumplimiento aceptable, con 
impacto positivo alto. 

Fuente: Propuesta metodológica. 
 
De los puntajes obtenidos se pudo identificar las fortalezas y debilidades del sector 
asociativo del cantón Sozoranga. La matriz EFI muestra cada uno de estos factores que a 
la vez constituyen los insumos para la elaboración de la matriz FODA que se presenta más 
adelante.  

Resultados 

Análisis de la gestión interna de las asociaciones del cantón Sozoranga y el rol del 
GAD cantonal 

Se aplicaron entrevistas dirigidas a autoridades y funcionarios clave del GAD Sozoranga, 
entre ellos el Alcalde, el Jefe del Departamento de Planificación y el Jefe del 
Departamento Financiero. Una vez recopilada la información se procedió a identificar y 
describir los principales hallazgos obtenidos. 

Tabla 5. 

Hallazgos de las entrevistas 

Tema 

Funcionarios entrevistados 

Alcalde 
Jefe del 

Departamento 
Financiero 

Jefe del 
Departamento 

de Planificación 
Conocimiento de las formas organizativas de la 
Economía Popular y Solidaria.  x  
Identificación del sector asociativo presente en el 
cantón.  x  

Voluntad política para gestionar y coordinar con 
otros niveles de gobierno (provincial y parroquial, 
que son los más cercanos), a fin de realizar 
convenios interinstitucionales de apoyo al sector 
asociativo.  

   

Existencia de un departamento o unidad dentro 
del GAD que se encargue específicamente de 
actividades relacionadas al fomento, promoción o 
fortalecimiento al sector asociativo. 

x x x 

Apoyo al sector productivo orientado a mejorar 
áreas como vialidad, riego, etc.    

Se ha trabajado en áreas como la asesoría técnica, 
administrativa y organizativa que las asociaciones 
necesitan. 

x x x 

Planificación en cuanto a ferias productivas como 
espacios de comercialización de productos 
elaborados por las asociaciones. 

x x x 

Fijación de un rubro económico en el presupuesto 
anual destinado al apoyo del sector asociativo. x x  
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Cumplimiento del artículo 133 de la LOEPS: los 
GAD velarán por el fomento y fortalecimiento de 
las organizaciones de la EPS. 

x x  

Captación de recursos económicos no 
reembolsables de instituciones particulares, ONG, 
etc.  

   

Apoyo directo al sector asociativo a través de la 
dotación de maquinaria o equipo. x x x 

Información del PDOT actualizada. x x x 
El Plan Operativo Anual contiene capacitaciones 
al sector agrícola para mejorar la infraestructura 
vial con enfoque a la producción cafetalera. 

   

Existe documentación sobre programas o 
proyectos dirigidos a la EPS de administraciones 
pasadas. 

x x x 

Participación en asambleas ciudadanas de las 
comunidades a nivel cantonal, con la presencia de 
líderes barriales, presidentes de los GAD, 
representantes de las asociaciones. 

x  x 

Convenios interinstitucionales con entidades 
competentes en el ámbito de la EPS. x x x 

Fuente: Entrevistas aplicadas. Elaboración propia 
 
Según los hallazgos encontrados, la gestión del GAD cantonal se orientó principalmente 
al sector productivo y no de manera directa a las organizaciones de la EPS, pese a la 
relación entre ambos. Otro aspecto para considerar es la limitación en el cumplimiento 
de las competencias establecidas en la LOEPS (art. 133) por parte del GAD, referido a la 
asignación de presupuesto para el fomento y fortalecimiento de la EPS en sus distintas 
formas organizativas, siendo las asociaciones el grupo mayoritario del sector con larga 
trayectoria dentro del cantón. De acuerdo con lo mencionado por Caiza (2023), los 
cuerpos legales tienen como fin dar respuesta a las necesidades del territorio y de 
temporalidad que demanda la ejecución de la política pública garantizando el bienestar 
ciudadano y, en el caso presentado, encaminadas al fortalecimiento del sector asociativo. 

En ese sentido, es rescatable el esfuerzo en la implementación de una biotienda en 
coordinación con la Mancomunidad Bosque Seco, de la cual el cantón Sozoranga es parte. 
La iniciativa, a consideración del alcalde, se enfoca al área comercial con el fin de visibilizar 
los bienes ofertados por emprendedores, asociaciones y demás organizaciones socio 
culturales, quienes aportan a la generación de circuitos económicos locales 
caracterizados por el vínculo de solidaridad, trabajo colectivo e identidad cultural. Sin 
embargo, a lo interno de la administración cantonal se identifica la ausencia de 
coordinación entre unidades operativas como lo son el área financiera y de planificación, 
quienes conocen muy poco la participación de la EPS en la estructura socioeconómica 
del cantón, corriendo el riesgo de reproducir programas o proyectos de manera estándar, 
alejadas de la realidad local. 

Dicha iniciativa tiene además concordancia con lo señalado por Coraggio (2009a) y Terán 
et al. (2023), quienes señalan que la política pública para la EPS, a través del fomento y 
apoyo de entes públicos a los sujetos socioeconómicos, no debe ser vista desde una lógica 
asistencialista, sino más bien como promotora de dinámicas económicas a partir de 
capacidades individuales y colectivas (redes de colaboración) de quienes son parte del 
sector.  
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Construcción de la matriz EFE 

Con dichas consideraciones, se procedió a evaluar el comportamiento de los factores 
externos junto con los hallazgos presentados, para de manera conjunta con los asociados 
valorar el grado de incidencia en la operatividad de las organizaciones clasificándolos en 
amenazas y oportunidades, según el formato de la matriz EFE: 

Tabla 6. 

Matriz de oportunidades y amenazas 

Nro. Oportunidades Peso Clasificación Ponderación 

1 Potencial de diversificación productiva 
en el sector agrícola y ganadero 0,05 2 0,10 

2 

Acceso preferencial al Servicios de 
Compras Públicas (SERCOP) para 
abastecimientos de productos y 
servicios a entidades del sector público. 

0,06 2 0,12 

3 Disponibilidad de la población en edad 
de trabajar. 0,05 3 0,15 

4 
Bajo nivel de analfabetismo que 
favorece la formación y gestión 
organizacional. 

0,05 3 0,15 

5 Arraigo cultural que fortalece la 
identidad organizativa.  0,05 4 0,20 

6 Apoyo logístico por parte del GAD 
parroquial. 0,06 4 0,24 

7 Incentivos para la producción con 
buenas prácticas agrícolas. 0,05 2 0,1 

8 Disponibilidad de espacios de 
comercialización en ferias provinciales. 0,05 3 0,15 

9 

Gestión de la administración cantonal 
para ofrecer un centro de 
comercialización de producción local: 
biotienda. . 

0,06 4 0,24 

10 
Potencial turístico como alternativa de 
diversificación económica para el sector 
asociativo. 

0,06 4 0,24 

 
Amenazas Peso Clasificación Ponderación 

1 
Limitada presencia institucional del 
Estado en el cantón, restringe el acceso 
a programas y políticas públicas.  

0,05 2 0,10 

2 

Falta de planificación en la provisión de 
espacios comerciales formales, como 
ferias libres y puntos de venta directa 
entre productores y consumidores. 

0,05 2 0,10 

3 Limitado acceso a servicios financieros 
dentro del cantón. 

0,05 2 0,10 

4 Elevadas tasas de interés desde la banca 
pública para el financiamiento de 0,05 2 0,10 
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organizaciones productivas.  
5 Barrera digital en zonas rurales. 0,05 2 0,10 

6 Alto nivel de pobreza. 0,05 2 0,10 

7 
Ausencia de alianzas interinstitucionales 
que fortalezcan el sector asociativo 
desde el gobierno local. 

0,06 1 0,06 

8 
Falta de cumplimiento de la normativa 
que direcciona el apoyo de GAD a la 
EPS. 

0,06 1 0,06 

9 
Información técnica desactualizada en 
el Plan de Desarrollo y Ordenamiento 
Territorial que posee el GAD. 

0,05 1 0,05 

  Total 1 
 

2,46 

Fuente: Adaptada a partir de David (2017) e información del Estado de situación del cantón 
Sozoranga y Tabla 5. Hallazgos de entrevistas. Elaboración con los socios de cada organización. 

Construcción de la matriz EFI 

Para la construcción de la Matriz EFI, se realizó el levantamiento de información a través 
de encuestas a los asociados, mediante cuatro secciones: i) diagnóstico organizacional, ii) 
productivo, iii) mercado y, iv) financiero. Se tuvo un total de 51 preguntas, consideradas en 
el análisis como variables agrupadas y categorizadas de acuerdo con el tema y 
componente a evaluar. En conjunto con los asociados se procedió a calificar cada variable 
según su percepción, utilizando la siguiente escala propuesta en la metodología: 0 = 
incumplimiento; 1,5 = cumplimiento medio; 3 = cumplimiento. Para el análisis se utilizó 
una matriz de doble entrada donde las ponderaciones y valoraciones asignadas en los 
cuatro ámbitos permitieron avanzar, finalmente, a la consolidación de la matriz 
consolidada.  

En ese sentido, el primer ámbito evaluado fue el organizativo, que presenta cinco 
componentes agrupados con base a las variables calificadas según el nivel de 
cumplimento de cada una de ellas.  

Tabla 7. 

Matriz base de evaluación organizacional 

Ámbito Componentes Variables Cumple 
(0; 1,5 y 3) 

Nivel de 
Cumplimiento 

Promedio alcanzado 
(Se divide la 

sumatoria por el 
mayor valor 
obtenible) 

O
rg

an
iz

ac
io

na
l 

Aspecto legal 

Poseen reglamento interno 3 

2,50 

0,54 

Conocimiento del reglamento 
interno 1,5 

Rotación de directiva  3 

Autogestión y 
mejora 

Compromiso de los socios 1,5 
1,50 Capacidad de gestión 1,5 

Fortalecimiento organizacional 1,5 

Financiamiento 
Aporte de socios 2,25 

2,25 Apoyo de instituciones 
públicas 2,25 

Infraestructura 
Propiedad de planta y equipo 3 

2,25 Uso de bienes inmuebles 1,5 
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propios 

Socios 
Permanencia en la asociación 2,50 

1,25 Liderazgo femenino 1,88 
Pertenencia en la asociatividad 2,50 

  9,75   
Fuente: Encuestas aplicadas. Elaboración con los socios de cada organización. 

De acuerdo con los rangos de calificación definidos, en el componente “legal” se 
evaluaron las variables relacionadas con la existencia del reglamento interno, el 
conocimiento por parte de los socios y la rotación de directivas en cada asociación 
encuestada. Se observa también que existe cumplimiento parcial en mecanismos para la 
regulación de actividades a nivel interno. Con relación a la rotación de directivos, se ha 
logrado la participación de los socios en roles de liderazgo y representatividad. 

En el ámbito de “autogestión y mejora”, se consideran elementos como el compromiso 
de socios y la capacidad de gestión de los directivos, cuya calificación de 1,5 sugiere aunar 
esfuerzos para tener un crecimiento sostenible. Por otra parte, en el tema financiero se 
evidencia que las asociaciones han financiado sus actividades a través de apoyo externo 
recibido de entes gubernamentales (GAD parroquiales), además del aporte de los 
asociados. La calificación de 2,25 refleja la necesidad de fortalecer los vínculos con 
instituciones públicas que dentro de sus competencias pueden brindar 
acompañamiento y seguimiento de políticas públicas. 

En cuanto al componente “infraestructura”, se constató que las asociaciones cuentan con 
bienes inmuebles y maquinarias destinadas al proceso productivo. Sin embargo, en la 
mayoría de los casos, el almacenamiento de la producción se realiza en viviendas de los 
socios, pese a contar con espacios apropiados para ello. Finalmente, dentro del 
componente “socios”, se constató un bajo rendimiento en “liderazgo femenino” debido a 
que la mayor parte de asociados y directivos son hombres. El nivel de permanencia de los 
socios en cada organización sugiere la necesidad de innovar en estrategias de motivación 
para incrementar el capital social. 

Como conclusión, con un promedio general de 0,54, se evidencia que el estado del sector 
asociativo en el ámbito organizativo es “emergente”, lo cual indica una valoración 
intermedia respecto a su desarrollo institucional. 

En el ámbito productivo se analizaron cuatro componentes clave:  

Tabla 8. 

Matriz base de evaluación productiva 

Ámbit
o Componentes Variables 

Cumple 
(0; 1,5 y 

3) 

Nivel de 
Cumplimiento 

Promedio 
alcanzado 

(Se divide la 
sumatoria por el 

mayor valor 
obtenible) 

P
ro

du
ct

iv
o Proceso 

productivo 

Producción agropecuaria. 3 
2,50 0,55 Diversidad de actividades 

productivas 1,5 

Yangua et al. (2026) 
Desempeño de asociaciones productivas de la Economía Popular y Solidaria: evidencia del cantón Sozoranga, 
Ecuador

 



 
 

            142 

Inconvenientes en el proceso 
productivo. 3 

Propiedad, planta 
y equipo  

Calidad de infraestructura, 
maquinaria y equipo. 0,75 

1,88 
Almacenamiento de la 
producción en local propio. 3 

Capital para la 
producción y 
capacitación 

Aporte económico de los socios. 1,5 

2,50 Asistencia técnica 3 

Conocimiento y experiencia 
proceso productivo 

3 

Post pandemia Afectación al proceso productivo 
post pandemia 3 3,00 

 
                                   10,42 

Fuente: Encuestas aplicadas. Elaboración con los socios de cada organización. 

El “proceso productivo” se caracteriza por actividades agropecuarias, obteniendo una 
calificación de 3, que se debe a las condiciones geográficas y las tradiciones de cultivos 
agrícolas. No obstante, los asociados mencionan haber enfrentado dificultades en el 
cuidado y mantenimiento de los cultivos. Entre los factores que han influido y limitado su 
capacidad de producción está el cambio climático y el incremento sostenido de los costos 
de insumos agrícolas. 

“Propiedad, planta y equipo” presenta el menor NC de los cuatro componentes, debido a 
algunos factores: maquinaria disponible que se encuentra mayormente deteriorada por 
la culminación de su vida útil y falta de utilización de espacios adecuados de 
almacenamiento de producción por parte de asociaciones. Respecto al capital de trabajo, 
los socios realizan periódicamente aportes individuales, pero no se mantiene un rubro 
económico que refleje el ingreso o, a su vez los excedentes de la actividad económica que 
las asociaciones realizan.  

Dentro de “capital para la producción y capacitación”, la asistencia técnica ha estado 
principalmente a cargo de técnicos territoriales del Ministerio de Agricultura y Ganadería 
y Pesca del Ecuador, quienes han brindado asesoría sobre producción orgánica, manejo 
de cultivos y crianza de ganado vacuno y caprino.  

Finalmente, el impacto por la pandemia de COVID-19 fue negativo para las asociaciones 
debido al incremento de los costos de producción de los insumos agrícolas, las 
dificultades logísticas de transportación y la tardanza en trámites administrativos por la 
nueva adaptabilidad a plataforma virtuales de las instituciones públicas. En resumen, el 
promedio alcanzado por el “ámbito productivo” (0,55) refleja que el sector asociativo se 
encuentra en un estado emergente.  

En el análisis del ámbito de mercado se evalúan seis componentes, según se describe en 
la Tabla 9:  
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Tabla 9. 

Matriz base de evaluación de mercado 

Ámbito Componentes Variables 
Cumple 
(0; 1,5 y 

3) 

Nivel de 
Cumplimiento 

Promedio 
alcanzado 

(Se divide la 
sumatoria por el 

mayor valor 
obtenible) 

M
er

ca
do

 

Producto principal 

Producción con valor 
agregado. 1,5 

0,75 

0,88 

Periodicidad en la producción. 0 

Comercialización 

Venta de la producción. 3 

2,00 Periodicidad de venta. 1,5 

Venta directa. 1,5 

Formalidad en la venta 

Uso de comprobantes de 
compra-proveedores 1,5 

1,50 
Entrega de comprobantes de 
venta 1,5 

Apoyo para la 
comercialización 

Apoyo de organismos 
públicos o privados para la 
comercialización 

0 

0,58 
Venta en otros cantones 1 

Espacio local destinado para 
la venta del producto 0,75 

Posicionamiento en el 
mercado 

Producto con valor agregado 0 
0,50 

Posee marca el producto 1 
    5,33  

Fuente: Encuestas aplicadas. Elaboración con los socios de cada organización. 

Considerando el perfil primario-productor del cantón (agricultura), el “producto principal” 
comercializado por las asociaciones carece de valor agregado. No obstante, una de las 
asociaciones estudiadas ha iniciado el procesamiento del maíz, transformándolo en 
harina para la preparación de sango, un plato tradicional en la provincia de Loja. 
Asimismo, prevén lanzar al mercado horchata en funda, un producto semielaborado que 
incluye plantas medicinales como ingredientes de dicha bebida tradicional que rescata y 
promueve la alimentación ancestral. 

Sobre el componente “comercialización”, la dinámica económica se relaciona con las 
variaciones en cantidad y tiempo de producción frente a las afectaciones climáticas u 
otros aspectos que no pueden ser controlados. Además, las asociaciones que procesan 
productos elaborados lo hacen mensualmente, pero en cantidades reducidas. Asimismo, 
la variable de venta directa indica que las asociaciones recurren a intermediarios en el 
proceso de comercialización. Otro medio de distribución es la entrega a tiendas locales, 
micro mercados a nivel inter cantonal. 

En cuanto a la “formalidad de la venta” mediante el uso de comprobantes de compra y 
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venta, existe escaso y desactualizado manejo de las obligaciones que den cuenta del 
cumplimiento de la normativa tributaria vigente. Por otra parte, los resultados de “apoyo 
para la comercialización” reflejan que este tipo de organizaciones no han recibido 
respaldo logístico, publicitario ni promocional que haga conocer su producción. La mayor 
parte de sus ventas se realiza en cantones vecinos como Calvas y Macará, que tienen 
mayor dinamismo comercial.  

En el análisis del ámbito de financiero se evalúan tres componentes, según se describe 
en la Tabla 10: 

Tabla 10. 
Matriz base de evaluación financiera 

Ámbito Componentes Variables Cumple 
(0; 1,5 y 3) 

Nivel de 
Cumplimiento 

Promedio Alcanzado 
(Se divide la sumatoria 

por el mayor valor 
obtenible) 

Fi
na

nc
ie

ro
 

Sistema contable 

Elaboración de 
presupuesto 0 

1,33 

0,19 

Registro de ventas 1,5 
Gasto en la producción 2,5 

Patrimonio 

Planificación en la 
distribución de ingresos 1,5 

2,00 Activos fijos donados 3 

Tiene mecanismos de 
capitalización 1,5 

Financiamiento 

Financiamiento recibido 
del sistema financiero 0 

0,00 

Tienen crédito actual 0 

  3,33  
Fuente: Encuestas aplicadas. Elaboración con los socios de cada organización. 

En el componente “sistema contable”, el principal problema es la falta de un registro 
ordenado de ingresos y gastos, obligando muchas veces a la contratación de servicios 
externos. Por su parte, el registro de ventas aún es mejorable, pues aún existen controles 
manuales de la cantidad de producción comercializada. Cabe resaltar que los socios 
manifiestan conocer los costos que implica su producción, pero desconocen cómo 
realizar el manejo contable de los movimientos económicos de manera periódica y 
mediante el uso de herramientas tecnológicas. 

En el componente “Patrimonio”, las asociaciones han venido trabajando en realizar una 
planificación básica para la distribución de los excedentes. Por otro lado, el principal factor 
para mejorar su capacidad productiva son los activos fijos, los cuales han sido adquiridos 
mediante donaciones de instituciones como los GAD parroquiales que han apoyado al 
sector agrícola a través de convenios interinstitucionales. En cambio, los mecanismos de 
capitalización tienen características precarias, pues los socios no realizan aportes para 
aumentar el capital social. 
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En cuanto al componente “financiamiento”, ninguna de las asociaciones ha considerado 
el apalancamiento externo. Si bien esta situación evita el pago de intereses por 
obligaciones financieras, también se puede interpretar como falta de inversión 
especialmente en la renovación de su equipo operativo para ampliar sus actividades. 

Construcción de la matriz EFI 

Los resultados descritos muestran que el fortalecimiento del sector asociativo no 
depende únicamente del estado activo en que se encuentran, sino de la consolidación de 
la estructura organizacional, modernización productiva y diversificación de producción, 
así como el uso eficiente de los medios tecnológicos y de innovación para ampliar su 
cobertura. En ese sentido se procedió a clasificar los factores internos como fortalezas o 
debilidades que se presentan a través de la Matriz EFI, la cual se elaboró en base a la 
información obtenida a partir de la evaluación cuantitativa de los cuatro ámbitos 
considerados en la encuesta aplicada a los socios, cuya sistematización se muestra a 
continuación:  

 

Tabla 11. 
Matriz de fortalezas y debilidades 

Nro. Fortalezas Peso Clasificación Ponderación 

1 Trayectoria organizativa que promueve el bien común. 0,06 4 0,24 

2 Cumplimiento de normativa legal. 0,05 3 0,15 

3 Equidad de género en el liderazgo asociativo. 0,06 4 0,24 

4 Respeto a la identidad cultural. 0,05 3 0,15 

5 Productos con potencial comercial bajo criterios de 
responsabilidad ambiental. 0,05 3 0,15 

6 Uso de tecnologías por parte de los socios. 0,05 3 0,15 

7 Aplicación del principio de solidaridad en la distribución de 
los excedentes. 0,06 4 0,24 

8 Vinculación efectiva con instituciones gubernamentales 
parroquiales y otras organizaciones como las Comunas. 0,06 4 0,24 

9 No tienen compromisos financieros con entidades del SFN. 0,04 3 0,12 

 
Debilidades       

1 Limitado fortalecimiento que garantice la sostenibilidad del 
capital social. 0,06 1 0,06 

2 Falta de conocimiento en gestión administrativa por parte 
de los asociados. 0,05 2 0,1 

3 Infraestructura subutilizada y obsoleta 0,05 1 0,05 

4 Asistencia técnica insuficiente y poco diversificada. 0,06 1 0,06 

5 Incrementos de costos y dificultades logísticas en el contexto 0,03 2 0,06 
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comercial. 

6 Producción sin valor agregado ni periodicidad de venta 
definida. 0,06 1 0,06 

7 Baja capitalización de ingresos. 0,06 1 0,06 

8 Falta de respaldo institucional en la comercialización. 0,06 1 0,06 

9 Desconocimiento de normativa tributaria vigente. 0,03 2 0,06 

10 Ausencia de cultura financiera. 0,06 1 0,06 

Total 1   2,31 

Fuente: Matrices de evaluación de los cuatro ámbitos mediante encuestas aplicadas 
Elaboración con los socios de cada organización. 

 
Matriz FODA 

Una vez identificados los factores positivos y negativos del entorno externo e interno del 
sector asociativo, la construcción de la matriz FODA se vuelve una herramienta clave para 
el diseño de estrategias. En ésta se puede realizar la combinación de fortalezas y 
oportunidades (FO), debilidades y oportunidades (DO), fortalezas y amenazas (FA), así 
como debilidades y amenazas (DA). En la Tabla 12, se presenta la matriz correspondiente 
y, en la Tabla 13 se presenta una alineación de estrategias a los ámbitos evaluados del 
sector asociativo. 

Tabla 12. 
Matriz FODA 

Fortalezas Oportunidades Estrategias FO 

1. Trayectoria organizativa que 
promueve el bien común. 

2. Cumplimiento de normativa 
legal. 

3. Equidad de género en el 
liderazgo asociativo. 

4. Respeto a la identidad 
cultural. 

5. Productos con potencial 
comercial bajo criterios de 
responsabilidad ambiental. 

6. Uso de tecnología por parte 
de los socios. 

7. Aplicación del principio de 
solidaridad en la distribución 
de los excedentes. 

8. Vinculación efectiva con 
instituciones 
gubernamentales 
parroquiales y otras 
organizaciones como las 
Comunas. 

9. No tienen compromisos 
financieros con entidades del 
SFN. 

1. Diversificación de la producción agrícola 
y ganadera (granos, café y lácteos) 

2. Acceso preferencial al Servicios de 
Compras Públicas (SERCOP) para 
productos y servicios de la EPS. 

3. Disponibilidad de la población en edad 
productiva. 

4. Bajo nivel de analfabetismo que mejora 
las condiciones para la formación y 
gestión organizacional. 

5. Arraigo cultural que fortalece la 
identidad organizativa.  

6. Apoyo logístico por parte de GAD 
parroquial. 

7. Incentivos para la producción con 
buenas prácticas agrícolas. 

8. Espacios de comercialización en ferias 
provinciales. 

9. Voluntad política para emprender 
acciones de apoyo a la EPS en el cantón. 

10.  Potencial turístico del entorno natural 
para diversificación económica. 

FO1. Fortalecer la comercialización 
de productos con potencial 
ambientalmente responsable en 
ferias provinciales y aprovechar el 
acceso al SERCOP.  (F5; O1; O2, O7, 
O8) 
FO2. Potenciar el uso de TIC en 
procesos de formación para ampliar 
la asociatividad hacia sectores 
como el turismo comunitario. (F6; 
O1; O4; O10) 
FO3. Consolidar mecanismo de 
gobernanza participativa al interior 
de las asociaciones. (F3; F4; O4; O9) 
FO4. Establecer convenios con 
instituciones gubernamentales 
locales, provinciales, y dirigentes 
comunales. (F1; F8; O5; O9) 
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Amenazas Estrategias FA 

1. Baja representación institucional del 
Estado. 

2. Ausencia de planificación para espacios 
comerciales formales en el cantón. 

3. Limitado acceso a servicios financieros. 
4. Altas tasas de interés para el 

financiamiento productivo. 
5. Barrera digital en zonas rurales. 
6. Alto nivel de pobreza. 
7. Ausencia de alianzas interinstitucionales 

que fortalezcan el sector asociativo 
desde el gobierno cantonal. 

8. Falta de cumplimiento de la normativa 
que direcciona el apoyo de GAD cantonal 
a la EPS. 

9. Información técnica desactualizada en el 
Plan de Desarrollo y Ordenamiento 
Territorial que posee el GAD cantonal. 

FA1. Promoción de 
emprendimientos solidarios 
juveniles en el cantón. (F1; A6; A7) 
FA2. Establecer alianzas con la 
academia, para realizar 
planificación estratégica del sector 
asociativo. (D2; D4; D9; A1; A2) 
FA3. Reforzar los principios de 
corresponsabilidad y liderazgo 
colectivo, a través de redes de 
apoyo. (F3; F4; F8) 
FA4. Aprovechar la vinculación con 
instituciones comunitarias para 
superar la falta de planificación 
territorial. (F8; A7; A8) 

 
Debilidades Oportunidades Estrategias DO 

1. Limitado fortalecimiento que 
garantice la sostenibilidad del 
capital social. 

2. Falta de conocimiento en 
gestión administrativa por 
parte de los asociados. 

3. Infraestructura subutilizada y 
obsoleta 

4. Asistencia técnica insuficiente 
y poco diversificada. 

5. Incrementos de costos y 
dificultades logísticas en el 
contexto post pandemia. 

6. Producción sin valor agregado 
ni periodicidad de venta 
definida. 

7. Baja capitalización de 
ingresos. 

8. Falta de respaldo institucional 
en la comercialización. 

9. Desconocimiento de 
normativa tributaria vigente. 

10. Ausencia de cultura financiera. 

1. Diversificación de la producción agrícola 
y ganadera (granos, café y lácteos) 

2. Acceso preferencial al Servicios de 
Compras Públicas (SERCOP) para 
productos y servicios de la EPS. 

3. Disponibilidad de la población en edad 
productiva. 

4. Bajo nivel de analfabetismo que mejora 
las condiciones para la formación y 
gestión. 

5. Arraigo cultural que fortalece la identidad 
organizativa.  

6. Apoyo logístico por parte de GAD 
parroquial. 

7. Incentivos para la producción con buenas 
prácticas agrícolas. 

8. Espacios de comercialización en ferias 
provinciales. 

9. Voluntad política para emprender 
acciones de apoyo a la EPS en el cantón. 

10. Potencial turístico del entorno natural 
para diversificación económica. 

DO1. Diseñar programas de 
capacitación en gestión 
administrativa y tributaria. (D2; O4) 
DO2. Modernizar la infraestructura 
productiva. (D3; D5; D7; O1; O2) 
DO3. Intercambio de experiencias 
con otras organizaciones de la EPS a 
nivel nacional. (D5; D6; O2; O3; O6; 
O7) 
DO4. Desarrollar una cultura 
financiera básica. (D7; D10; O4; 
O5;10) 
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Amenazas Estrategias DA 
1. Baja representación institucional del 
Estado.  
2. Ausencia de planificación para espacios 
comerciales formales en el cantón 
3. Limitado acceso a servicios financieros. 
4. Altas tasas de interés para el 
financiamiento productivo. 
5. Barrera digital en zonas rurales. 
6. Alto nivel de pobreza. 
7. Ausencia de alianzas interinstitucionales 
que fortalezcan el sector asociativo desde el 
gobierno local. 
8. Falta de cumplimiento de la normativa 
que direcciona el apoyo de GAD a la EPS. 
9. Información técnica desactualizada en el 
Plan de Desarrollo y Ordenamiento Territorial 
que posee el GAD. 

DA1. Impulsar redes de apoyo para 
la comercialización directa en la 
comunidad. (D8; A2) 
 
DA2. Participación del sector 
asociativo, y representantes de 
otras organizaciones de la EPS del 
cantón para que conjuntamente 
con el consejo cantonal del GAD, 
para elaborar una ordenanza para el 
fomento de la EPS. (D8; A9) 
 
DA3. Diseño de un plan de 
fortalecimiento organizacional para 
las asociaciones del cantón 
Sozoranga. (D1; D2; D7; A2; A3; A7) 

Fuente: Matrices EFE Y EFI  
 
Tabla 13. 
Alineación de estrategias a los ámbitos evaluados del sector asociativo 

Estrategias Ámbito 
FO1. Fortalecer la comercialización de productos con potencial ambientalmente responsable en 
ferias provinciales y aprovechar el acceso al SERCOP.   Comercial 

FO2. Potenciar el uso de TIC en procesos de formación para ampliar la asociatividad hacia 
sectores como el turismo comunitario. Productivo 

FO3. Consolidar mecanismo de gobernanza participativa al interior de las asociaciones Organizacional 

FO4. Establecer convenios con instituciones gubernamentales locales, provinciales, y dirigentes 
comunales. Organizacional 

FA3. Reforzar los principios de corresponsabilidad y liderazgo colectivo, a través de redes de 
apoyo. Organizacional 

DO1. Diseñar programas de capacitación en gestión administrativa y tributaria. Organizacional 

DO2. Modernizar la infraestructura productiva Productivo 

DO3. Intercambio de experiencias con otras organizaciones de la EPS a nivel nacional. Comercial 

DO4. Desarrollar una cultura financiera básica. Financiero 

DA2. Participación del sector asociativo, y representantes de otras organizaciones de la EPS del 
cantón para que conjuntamente con el consejo cantonal del GAD, para elaborar una ordenanza 
para el fomento de la EPS. 

Organizacional 

DA3. Diseño de un plan de fortalecimiento organizacional para las asociaciones del cantón 
Sozoranga. Organizacional 

Fuente: Matriz FODA. Elaboración propia. 

La tabla evidencia un conjunto de estrategias orientadas a fortalecer el desempeño 
económico, organizativo y social de las asociaciones del cantón Sozoranga, articuladas 
con el rol del GAD cantonal. Estas estrategias se agrupan en distintos ámbitos de 
intervención, lo que permite visualizar un enfoque integral para el desarrollo de la EPS en 
el territorio. 

En el ámbito comercial, loas estrategias FO1 y DO3 resaltan la importancia de mejorar la 
comercialización de los productos asociativos y diversificar mercados. El 

Yangua et al. (2026) 
Desempeño de asociaciones productivas de la Economía Popular y Solidaria: evidencia del cantón Sozoranga, 
Ecuador

 



 
 

            149 

aprovechamiento de ferias provinciales y el acceso al sistema SERCOP constituyen 
oportunidades clave para ampliar la demanda de bienes locales. Además, promover 
intercambios con organizaciones de la EPS a nivel nacional impulsa el aprendizaje 
conjunto e introduce nuevas prácticas comerciales.  

En el ámbito productivo, las estrategias FO2 y DO2 plantean acciones orientadas a 
fortalecer los procesos productivos mediante el uso de TIC, así como la modernización de 
la infraestructura. Esto responde a la necesidad de hacer más eficientes los procesos 
productivos, diversificar actividades y abrir nuevas líneas económicas como el turismo 
comunitario. La incorporación de tecnología y mejoras en la infraestructura permitirían 
aumentar la calidad y volumen de producción, elevando así la capacidad de respuesta 
frente a los mercados actuales. 

El ámbito organizacional es el que presenta mayor número de estrategias propuestas, lo 
que evidencia que el fortalecimiento institucional es una prioridad para las asociaciones. 
Se destacan varias líneas de acción: i) la gobernanza interna, que implica consolidación 
de mecanismos participativos, liderazgo colectivo y toma de decisiones dentro de las 
asociaciones; ii) la articulación con instituciones mediante convenios con organismos 
gubernamentales y comunales; iii) la capacitación administrativa y normativa, que 
implica diseñar programas formativos en gestión, administración y normativa tributaria, 
fortaleciendo sostenibilidad de las organizaciones; iv) incidencia en políticas locales, 
mediante la participación del sector asociativo en la elaboración de una ordenanza de 
fomento a la EPS; y, v) planes de fortalecimiento organizacional. 

Finalmente, dentro del ámbito financiero se enfatiza la necesidad de construir una cultura 
financiera básica, aspecto crucial para garantizar la administración eficiente de los 
recursos y la sostenibilidad económica. Esto implica mejorar aspectos operativos básicos 
como el registro contable de las asociaciones y gestión de patrimonio (capital social), por 
ejemplo.  

Discusiones 

Los resultados del presente estudio permiten contrastar la evidencia de Villamarín (2023), 
Metino et al. (2024) y Naranjo (2015), particularmente en lo relativo al rol de la 
institucionalidad pública, las capacidades organizativas y el impacto territorial de las 
asociaciones productivas de la EPS.  

En términos de articulación institucional, los resultados muestran un nivel de interacción 
más limitado entre las asociaciones productivas y el GAD cantonal de Sozoranga, esto en 
comparación con lo documento por Villamarín (2023) en Loreto. En dicha investigación, 
se evidencia una mayor participación de los GAD (cantonal y parroquial) de la zona, 
materializada en financiamiento para maquinaria, asistencia técnica, capacitación y 
acompañamiento administrativo y legal, así como en la promoción de las organizaciones 
en ferias locales. Esta dinámica contrasta con Sozoranga, donde si bien existen iniciativas 
puntuales de apoyo, no hay claridad de una estrategia integral y sostenida de fomento a 
la EPS.  

Al analizar las capacidades internas de las asociaciones, los resultados presentados para 
el cantón Sozoranga presentan similitudes parciales y algunas diferencias con los 
hallazgos de Merino et al. (2024). Por un lado, ambos contextos coinciden en señalar 
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limitaciones en la adopción de tecnologías y en formación financiera; sin embargo, 
mientras en Merino et al. (2024) se identifica una gestión administrativa eficiente, en 
Sozoranga persisten debilidades en gestión interna, organización administrativa y cultura 
financiera. Esto sugiere que, aunque existen problemáticas comunes en el sector 
asociativo rural, su intensidad varía en función del contexto institucional y nivel de 
acompañamiento externo.  

Por otra parte, los resultados también pueden contrastarse con lo planteado por Naranjo 
(2015) en el caso de la GAD provincial de Tungurahua, donde se evidencia un modelo de 
gestión pública más estructura y participativo. En este contexto, el GAD impulsa espacios 
de gobernanza, promoviendo la inclusión de actores sociales en la toma de decisiones y 
fomento de estrategias productivas (como es el caso de PACT); esto además de la 
coordinación de apoyo técnico interinstitucional que existe con el MAGAP. En contraste, 
los resultados del presente trabajo no evidencian mecanismos claros de gobernanza 
participativa de articulación multinivel.  

Para finalizar, se rescata un elemento común entre todos los estudios (incluyendo esta 
investigación): en todos los casos existe reconocimiento al papel de las asociaciones 
productivas como actores relevantes para el desarrollo local, basado en capital social y 
arraigo comunitario.  

Conclusiones 

Con la evaluación externa e interna al conjunto de asociaciones del cantón Sozoranga, se 
pudo evidenciar la necesidad de un enfoque estratégico y coordinado del GAD cantonal, 
si bien la gestión de la administración actual se ha orientado al sector productivo, la 
respuesta a las organizaciones de la EPS no ha sido directa, sino más bien limitada y 
fragmentada. Lo estipulado en la LOEPS (art.133) atribuye a los GAD la asignación 
presupuestaria para el fomento de la EPS.  

El desconocimiento de la normativa por parte de los responsables de la unidad financiera 
y planificación tiende a alejar los proyectos de la realidad local referido al que hacer del 
sector asociativo, por tal razón se debe consolidar un modelo de gestión que integre la 
participación de la EPS en los planes de desarrollo territorial. 

Con base a lo anterior, resulta pertinente implementar programas de capacitación y 
actualización sobre el marco normativo vigente de la EPS dirigido al personal de las áreas 
de planificación y financiera del GAD cantonal, que esté involucrado en la formulación y 
ejecución de proyectos. Para ello, se requiere la coordinación con la Superintendencia de 
Economía Popular y Solidaria a fin de garantizar la actualización técnica de marco legal y 
regulatorio de la EPS y su relación con la gestión gubernamental descentralizada a nivel 
territorial y local. Asimismo, el apoyo logístico y de promoción que ofrece el Instituto de 
Economía Popular y Solidaria (IEPS) puede ser aprovechado en el acompañamiento 
durante las jornadas de capacitación, involucrando también a colaboradores del GAD y 
asociados. 

Por otra parte, en el diagnóstico interno se consideran las debilidades más comunes entre 
asociaciones que impactan directamente su operatividad, entre ellas las de tipo 
financiero, donde se identificó la falta de planificación financiera y ausencia de 
mecanismos de capitalización. Asimismo, en la gestión administrativa se ha tenido 
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inconvenientes para mantener un liderazgo participativo, así como procesos de 
capacitación que fortalezcan la estructura interna. Además, las capacidades colectivas de 
las organizaciones de la EPS deberían ser potencializadas con política pública, anulando 
cualquier enfoque con carácter asistencialista. 

Ahora bien, el proceso de articulación entre el GAD cantonal de Sozoranga y las 
asociaciones presenta ciertos elementos a considerar, por ejemplo, no hay evidencia de 
convenios interinstitucionales y espacios de diálogo entre ambos sectores, aspecto que 
afecta directamente la visibilidad y alcance de la EPS en la localidad. Con lo expuesto, se 
puede inferir que el escenario puede ser distinto cuando exista mayor articulación, por 
ejemplo: mediante creación de mesas de diálogo, convenios con instituciones 
académicas y de la EPS como el IEPS, así como trabajar conjuntamente (en especial) con 
organizaciones del sector financiero popular y solidario, esto con el fin de promover 
circuitos económicos solidarios, optimizar recursos y esfuerzos y garantizar un impacto 
sostenible en el territorio. 

A pesar de existir un escenario poco alentador para las asociaciones, vale la pena destacar 
los esfuerzos en la implementación de proyectos como la biotienda en coordinación con 
la Mancomunidad Bosque Seco de la cual es parte el cantón Sozoranga, con ello la 
promoción de ferias productivas a nivel provincial y turismo comunitario se vuelve más 
recurrente.  
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Artículos 

Finanzas comunitarias andinas e inclusión 
financiera en América Latina 

Andean community finance and financial inclusion in Latin America 
 

Diego Raza-Carrillo22 
Fabián Raza-Dávila23 

Carlos Oñate-Paredes24 

Resumen. El artículo analiza la interacción entre las prácticas financieras comunitarias 
andinas y las políticas contemporáneas de inclusión financiera en América Latina. Su 
propósito es examinar cómo se relacionan dos sistemas financieros basados en 
fundamentos normativos distintos, uno sustentado en principios de reciprocidad y 
cooperación, y otro orientado a la formalización económica y la evaluación individual del 
riesgo. La metodología consiste en una revisión documental que integra literatura 
antropológica sobre instituciones comunitarias andinas, estudios sobre el enfoque del 
Buen Vivir y evidencia reciente sobre inclusión financiera en la región. Los resultados 
muestran convergencias en funciones económicas básicas, como la gestión de riesgos y 
la provisión de recursos, pero también tensiones derivadas de diferencias institucionales 
y culturales. El estudio concluye que la articulación entre ambos sistemas requiere 
enfoques interculturales que reconozcan las formas locales de organización económica y 
adapten las políticas de inclusión financiera a las prácticas comunitarias existentes. 

Palabras clave: inclusión financiera; prácticas comunitarias andinas; reciprocidad; buen 
vivir; finanzas rurales. 

Abstract. This article examines the interaction between Andean community-based 
financial practices and contemporary financial inclusion policies in Latin America. Its 
purpose is to analyze how two financial systems grounded in different normative 
foundations relate to one another: one based on principles of reciprocity and cooperation, 
and another oriented toward economic formalization and individual risk assessment. The 
study employs a documentary review that integrates anthropological literature on 
Andean community institutions, research on the Buen Vivir framework, and recent 
evidence on financial inclusion in the region. The findings show areas of convergence in 
basic economic functions, such as risk management and resource provision, as well as 
tensions arising from institutional and cultural differences. The study concludes that 
effective articulation between the two systems requires intercultural approaches that 
recognize local forms of economic organization and adapt financial inclusion policies to 
existing community practices. 
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Keywords: financial inclusion; andean community practices; reciprocity; buen vivir; rural 
finances. 

Introducción 

La inclusión financiera se ha consolidado como un componente relevante en las 
estrategias de desarrollo económico y reducción de la pobreza. La evidencia disponible 
muestra que el acceso y uso de servicios financieros formales contribuye a mejorar la 
capacidad de ahorro, reducir la vulnerabilidad y facilitar la participación en actividades 
productivas. Estudios recientes confirman que la inclusión financiera presenta efectos 
positivos sobre el bienestar económico y que su avance depende de factores 
institucionales, tecnológicos y regulatorios (Demir, Pesque-Cela, Altunbas, & Murinde, 
2022; Demirguc-Kunt, Klapper, Singer, Ansar, & Hess, 2018; Dupas, Karlan, Robinson, & 
Ubfal, 2018; Feghali, Mora, & Nassif, 2021).  

En América Latina, sin embargo, los niveles de acceso continúan siendo inferiores al 
promedio mundial y persisten brechas significativas entre población urbana y rural, así 
como entre grupos indígenas y no indígenas(Martínez, Guercio, Orazi, & Vigier, 2022; 
Náñez Alonso, 2024; Orazi, Guercio, Martínez, & Vigier, 2023). 

En este contexto, diversos organismos multilaterales han señalado que la exclusión 
financiera de pueblos indígenas y comunidades rurales no se explica únicamente por 
factores de ingreso, distancia o infraestructura. Elementos culturales, institucionales y 
territoriales influyen en la forma en que estas poblaciones se relacionan con el sistema 
financiero formal y condicionan su disposición a utilizarlo (González-Vega, Ariza-Garzón, 
Mo, & Gómez-Soto, 2024; Villacorta, Azar, & Us, 2025). Esta situación es especialmente 
relevante en los Andes, donde persisten prácticas económicas comunitarias que cumplen 
funciones de ahorro, crédito y redistribución dentro de marcos culturales propios. 
Estudios antropológicos recientes muestran que instituciones como el ayni, la minka y 
otras formas de reciprocidad organizan relaciones económicas basadas en cooperación, 
corresponsabilidad y sostenimiento de la vida comunitaria (Faas, 2017; Walsh-Dilley, 2017; 
Wilhoit, 2017; Wutich, Beresford, & Carvajal, 2017).Estas instituciones continúan 
articulando redes de apoyo económico dentro de comunidades rurales e indígenas y 
mantienen vigencia en diversos territorios andinos. 

La coexistencia entre prácticas financieras comunitarias de base cultural andina y 
políticas formales de inclusión financiera ha recibido poca atención en la literatura 
académica. Aunque las estrategias estatales y los programas impulsados por organismos 
multilaterales buscan ampliar el acceso y uso de servicios financieros, en ocasiones lo 
hacen sin considerar los sistemas normativos y relacionales que organizan las finanzas 
comunitarias tradicionales. La ausencia de una perspectiva intercultural puede generar 
tensiones entre los objetivos institucionales de formalización y las lógicas de reciprocidad 
que sostienen las relaciones económicas comunitarias. De manera paralela, el enfoque 
del Buen Vivir y otros marcos conceptuales andinos han cuestionado las limitaciones del 
desarrollo convencional y proponen analizar la economía desde criterios de equilibrio 
territorial, sostenibilidad y relacionalidad social (Gudynas, 2011; Vanhulst & Beling, 2014; 
Villalba, 2013). En consecuencia, existe un espacio analítico para examinar cómo se 
relacionan ambos sistemas y cuáles son sus zonas de convergencia y tensión. 
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El objetivo de este artículo es analizar la articulación entre las prácticas financieras 
tradicionales de comunidades andinas y las políticas contemporáneas de inclusión 
financiera en América Latina. Se plantea una revisión documental que integra literatura 
antropológica, estudios sobre Buen Vivir y trabajos empíricos sobre inclusión financiera. 
El artículo identifica las lógicas institucionales que estructuran las finanzas comunitarias 
andinas y las contrasta con los enfoques predominantes en la inclusión financiera formal. 
A partir de este análisis se busca explicar las condiciones que facilitan o dificultan la 
convergencia entre ambos sistemas y discutir las implicaciones para el diseño de políticas 
públicas. 

El artículo se estructura en cinco secciones. La primera presenta el marco conceptual 
sobre cosmovisión andina, prácticas de reciprocidad y enfoques de Buen Vivir. La 
segunda describe las características de las instituciones financieras comunitarias y sus 
funciones económicas. La tercera expone los enfoques contemporáneos de inclusión 
financiera a partir de la literatura reciente y de la evidencia disponible para América 
Latina. La cuarta discute las convergencias y tensiones entre ambos sistemas a partir de 
estudios de caso documentados. Finalmente, se presentan las conclusiones y se señalan 
líneas para futuras investigaciones. 

Marco conceptual 

Cosmovisión andina y principios económicos 

La cosmovisión andina constituye un sistema relacional en el que los vínculos entre las 
personas, la comunidad y el entorno organizan la vida social y orientan las prácticas 
económicas. La literatura antropológica ha documentado que la cooperación, la 
reciprocidad y el equilibrio social son dimensiones centrales de este sistema y se expresan 
en instituciones que regulan intercambios no mercantiles y prácticas de ayuda mutua. 
Estudios recientes muestran que estas instituciones mantienen vigencia en diversos 
territorios andinos y continúan articulando formas de organización económica basadas 
en cooperación y corresponsabilidad comunitaria (Faas, 2017; Walsh-Dilley, 2017; Wilhoit, 
2017; Wutich et al., 2017) 

El principio de reciprocidad constituye un eje normativo fundamental dentro de este 
sistema. La reciprocidad no se limita a intercambios equivalentes, sino que configura 
relaciones duraderas, secuenciales y contextualizadas socialmente. Estas relaciones 
generan obligaciones mutuas y aseguran la reproducción de la comunidad. 
Investigaciones etnográficas han mostrado que el ayni, entendido como intercambio 
recíproco diferido, y la minka, como trabajo colectivo para beneficio común, sostienen 
procesos de cooperación que permiten enfrentar riesgos, gestionar trabajo agrícola y 
asegurar la redistribución de recursos en contextos marcados por variabilidad ambiental 
y limitaciones productivas (Faas, 2017; Wutich et al., 2017). 

El énfasis en la relacionalidad y en el sostenimiento de la vida colectiva también está 
presente en estudios sobre adaptaciones económicas de sociedades prehispánicas de los 
Andes. La evidencia arqueológica sugiere que la organización económica de sociedades 
andinas preestatales dependía de sistemas de cooperación extensiva y de mecanismos 
rituales que reforzaban las obligaciones de ayuda mutua frente a condiciones 
ambientales exigentes (Cruz, 2022). De manera complementaria, análisis históricos sobre 
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el ordenamiento económico inca han señalado que la redistribución estatal y la 
movilización organizada del trabajo respondían a una lógica distinta de la acumulación 
individual y se orientaban a mantener la cohesión territorial y la seguridad colectiva 
(D’Altroy, 2019). 

En conjunto, estos estudios muestran que la vida económica andina se organiza a partir 
de principios relacionales que estructuran obligaciones, responsabilidades y formas de 
cooperación. Estos principios serán relevantes para comprender el funcionamiento de las 
prácticas financieras comunitarias examinadas en la siguiente sub-sección y permiten 
establecer un marco interpretativo para analizar su interacción con las políticas 
contemporáneas de inclusión financiera. 

Prácticas financieras comunitarias 

Las prácticas financieras comunitarias presentes en los Andes constituyen mecanismos 
funcionales de gestión de recursos, mitigación de riesgos y redistribución interna. Estas 
prácticas surgen de instituciones sociales que operan sobre normas de reciprocidad, 
trabajo colectivo y redes de cooperación establecidas, y conforman sistemas financieros 
locales con reglas propias. La literatura antropológica evidencia que estas instituciones 
organizan flujos de trabajo y de recursos que cumplen funciones equivalentes a las del 
ahorro, el crédito y los seguros informales en otros contextos rurales (Walsh-Dilley, 2017; 
Wutich et al., 2017). 

Entre estas prácticas destacan mecanismos de intercambio recíproco diferido que 
articulan apoyo material y trabajo comunitario. El ayni funciona como un sistema de 
cooperación bilateral o multilateral en el que el trabajo o los recursos recibidos generan 
una obligación futura proporcional. La minka se basa en la organización de trabajo 
colectivo orientado a fines compartidos, como actividades agrícolas, mantenimiento de 
infraestructura o apoyo en eventos comunitarios. Ambos mecanismos sostienen la 
reproducción económica local y permiten gestionar necesidades transitorias sin recurrir 
a intermediarios externos. Estudios etnográficos muestran que estas prácticas operan 
como redes de provisión de recursos en momentos críticos y reducen la exposición 
individual a variabilidad ambiental o shocks productivos (Faas, 2017). 

Otras formas de intercambio documentadas en la literatura incluyen sistemas 
tradicionales de redistribución en ferias y mercados locales. Investigaciones en el 
altiplano peruano boliviano indican que los intercambios en mercados tradicionales 
mantienen elementos de reciprocidad y equilibrio social que coexisten con transacciones 
monetarias y refuerzan la circulación comunitaria de bienes (Gallardo, 2013). Estos 
espacios cumplen funciones complementarias a las redes de cooperación y operan como 
mecanismos de acceso a bienes necesarios para el sostenimiento de los hogares. 

La evidencia arqueológica y etnohistórica también señala que estructuras de cooperación 
financiera y redistributiva existían en sociedades andinas preestatales y continuaron bajo 
sistemas posteriores. En contextos marcados por incertidumbre climática, estas redes 
comunitarias ofrecían mecanismos de manejo de riesgo y aseguraban la disponibilidad 
de trabajo colectivo y recursos básicos (Cruz, 2022). De manera complementaria, el 
análisis del orden económico inca documenta un sistema redistributivo organizado 
desde unidades domésticas y centros administrativos que garantizaba la seguridad 
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material y la cohesión política del territorio (D’Altroy, 2019). 

Aunque estas prácticas no constituyen sistemas financieros formales, cumplen funciones 
similares en términos de provisión de liquidez, acceso a recursos, diversificación de 
riesgos y sostenimiento de redes de apoyo. La presencia de estas prácticas se mantiene 
en varias zonas rurales andinas y está estrechamente ligada a la cosmovisión de las 
poblaciones indígenas que privilegian el fortalecimiento de las relaciones comunitarias.  

Enfoque del Buen Vivir y alternativas al desarrollo 

El enfoque del Buen Vivir se ha consolidado como una propuesta que revisa críticamente 
las bases del desarrollo convencional. Su formulación recoge discusiones sobre 
sostenibilidad, derechos colectivos e interculturalidad, y ha sido empleada en el estudio 
de diversas políticas públicas en América Latina. La literatura especializada señala que 
este enfoque introduce criterios de bienestar que ponen énfasis en la relación equilibrada 
entre sociedad y entorno natural, así como en formas comunitarias de organización 
económica y social (Gudynas, 2011). 

La investigación reciente coincide en que el Buen Vivir constituye un discurso en 
expansión que cuestiona las nociones tradicionales de progreso económico. Los estudios 
comparativos muestran que plantea alternativas al modelo centrado en el crecimiento 
económico, incorporando principios de relacionalidad, suficiencia y sostenibilidad 
ecológica (Vanhulst & Beling, 2014). Estos trabajos sostienen que el Buen Vivir no debe 
entenderse solo como una adaptación de la sostenibilidad de corte occidental, sino como 
un marco que articula dimensiones sociales, ambientales y culturales desde perspectivas 
indígenas. 

Otros análisis profundizan en las tensiones entre el Buen Vivir y los modelos extractivos 
predominantes en la región. La literatura ha documentado casos en los que políticas 
vinculadas al Buen Vivir entran en conflicto con proyectos de gran escala, lo que permite 
identificar límites en su implementación cuando se enfrenta a estructuras económicas 
dependientes de exportaciones primarias (Villalba, 2013; Villalba-Eguiluz & Etxano, 2017). 
Estos estudios señalan que, pese a las tensiones, el Buen Vivir ha generado marcos 
conceptuales que permiten reexaminar la relación entre desarrollo, territorio y 
gobernanza ambiental. 

Investigaciones recientes han ampliado este campo incorporando perspectivas cosmo 
políticas que reconocen la agencia de la naturaleza y proponen marcos jurídicos 
orientados a la protección integral de ecosistemas. El concepto de Kawsak Sacha, 
desarrollado a partir de epistemologías amazónicas, ejemplifica estos esfuerzos al 
plantear formas alternativas de regulación ambiental que priorizan la integridad 
ecológica y los vínculos comunitarios con el territorio (Lyall, 2023). Este tipo de 
planteamientos complementa debates previos sobre derechos de la naturaleza y su 
articulación con visiones indígenas de desarrollo. 

En conjunto, el enfoque del Buen Vivir y los debates asociados a él aportan un marco 
conceptual relevante para analizar la interacción entre prácticas financieras comunitarias 
y políticas de inclusión financiera, así como comprender las relaciones económicas desde 
una mirada territorial.  
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Prácticas financieras occidentales y racionalidad económico-financiera 
contemporánea 

La racionalidad económico financiera contemporánea presente en las economías 
occidentales se apoya en un conjunto de principios que han orientado la conformación 
de los mercados y de las instituciones financieras modernas. Este enfoque enfatiza la 
individualización de derechos y obligaciones, la formalización contractual de las 
relaciones económicas y la interpretación del comportamiento económico a partir de 
incentivos y cálculos racionales. La literatura institucional señala que estos elementos se 
consolidan en marcos formales que establecen reglas estables de intercambio, protegen 
los derechos de propiedad y crean mecanismos regulatorios destinados a reducir la 
incertidumbre (North, 1991). 

El sistema financiero occidental se organiza en torno a intermediarios regulados, como 
bancos, cooperativas formalizadas y mercados de capitales. Su operación busca canalizar 
recursos hacia la inversión, gestionar la liquidez y administrar el riesgo mediante 
instrumentos especializados. La evidencia empírica muestra que el desarrollo de estos 
mercados formales se asocia a procesos de crecimiento económico, expansión de la 
inversión y mayor profundización financiera (Beck & Levine, 2004). 

En este marco, el crédito cumple una función central. Su provisión se basa en 
evaluaciones estandarizadas del riesgo y en criterios que buscan garantizar la estabilidad 
institucional. La expansión del crédito formal depende de información verificable sobre 
capacidad de pago, historial financiero y condiciones contractuales definidas, lo que 
configura relaciones basadas en responsabilidades individuales (Banerjee & Duflo, 2010). 
Estos mecanismos facilitan la ampliación de servicios financieros, aunque pueden dejar 
fuera a quienes no cumplen con los requisitos establecidos. 

Las microfinanzas y el microcrédito han extendido este tipo de prácticas hacia segmentos 
con menor acceso a la banca tradicional. La literatura señala que, si bien han ampliado 
las oportunidades de financiamiento para hogares de bajos ingresos, también han 
reproducido esquemas contractuales centrados en obligaciones individuales y disciplina 
crediticia (Roodman, 2012). De modo complementario, estudios sobre los efectos del 
crédito en la participación laboral confirman que estos productos operan bajo incentivos 
y estructuras propias de la racionalidad financiera convencional (Karlan, Osei, Osei-Akoto, 
& Udry, 2016). 

Las bases históricas de esta racionalidad han sido analizadas desde la sociología 
económica. Una lectura clásica vincula el surgimiento del capitalismo moderno a formas 
de organización social y cultural que privilegiaron la acumulación racional, la disciplina en 
la administración de recursos y la planificación económica individual (Weber, 2001). Estos 
elementos continúan presentes en la estructura financiera actual y orientan la manera en 
que se diseñan productos, se evalúa el riesgo y se regulan las operaciones. 

El conjunto de prácticas descrito conforma un sistema financiero que se rige por 
principios diferentes a los que sustentan las instituciones comunitarias analizadas 
previamente. La comparación entre ambos permite distinguir con claridad las 
divergencias entre una racionalidad sustentada en obligaciones relacionales y otra 
estructurada a partir de compromisos contractuales. Este contraste es central para 
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examinar los puntos de encuentro y las fricciones que pueden surgir cuando ambos 
sistemas coinciden en un mismo territorio, especialmente en contextos donde las 
prácticas financieras comunitarias mantienen vigencia junto con políticas públicas 
orientadas a la formalización y ampliación del sistema financiero. 

Inclusión financiera: enfoques contemporáneos y evidencia para América Latina 

La inclusión financiera se ha convertido en un eje relevante dentro de las políticas 
destinadas a reducir la pobreza y promover el desarrollo económico. La literatura 
especializada señala que este concepto abarca no solo el acceso a servicios financieros 
formales, sino también su uso continuado y la calidad de los productos disponibles, 
elementos que inciden en la capacidad de los hogares para manejar riesgos, movilizar 
recursos y sostener actividades productivas. Diversos estudios han documentado avances 
a escala internacional vinculados al crecimiento de la infraestructura financiera, la 
difusión de tecnologías digitales y la incorporación de innovaciones en los sistemas de 
pago (Demir et al., 2022). 

En América Latina, sin embargo, persisten brechas significativas tanto en acceso como 
en utilización de servicios financieros, que afectan con mayor intensidad a las poblaciones 
rurales e indígenas. La evidencia disponible muestra que el uso de cuentas, crédito y 
medios de pago formales continúa siendo reducido en estos grupos, y que factores como 
la informalidad laboral, los costos de transacción y la distancia a puntos de atención 
influyen en esta situación. Investigaciones basadas en encuestas regionales indican 
además que la inclusión financiera está vinculada a características sociodemográficas, 
niveles de confianza institucional y disponibilidad de infraestructura digital (Martínez 
et al., 2022; Orazi et al., 2023). 

La literatura también destaca el papel de la innovación tecnológica en la reducción de 
barreras de acceso. El desarrollo de plataformas digitales, billeteras electrónicas y 
mecanismos de autenticación remota ha permitido ampliar servicios financieros hacia 
zonas donde la infraestructura bancaria tradicional es limitada. Investigaciones recientes 
muestran que la tecnología puede reducir costos, facilitar pagos y ampliar la oferta de 
productos financieros accesibles a segmentos excluidos, aunque sus efectos dependen 
de la capacidad institucional para regular riesgos y asegurar condiciones adecuadas de 
protección al usuario (Dhahri, Omri, & Mirza, 2024). 

En paralelo, estudios sobre estabilidad financiera señalan que la expansión de la inclusión 
financiera requiere condiciones institucionales adecuadas, ya que la estructura del 
mercado bancario y la regulación del sistema pueden influir en los incentivos para ofrecer 
servicios a segmentos excluidos. Evidencia internacional sugiere que estructuras de 
mercado más competitivas tienden a generar productos más accesibles, aunque se 
requieren marcos regulatorios que aseguren la sostenibilidad del sistema y mitiguen 
riesgos asociados a endeudamiento excesivo o prácticas crediticias inadecuadas (Feghali 
et al., 2021). 

En el caso específico de América Latina, varios estudios han documentado que la 
inclusión financiera está asociada a variables como nivel educativo, acceso a tecnologías 
digitales y confianza institucional. El análisis de tendencias regionales indica que la región 
ha experimentado avances desiguales entre países y que la inclusión financiera de 
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pueblos indígenas continúa rezagada en comparación con otros grupos poblacionales, 
incluso cuando se controlan variables de ingreso y localización geográfica (Uruena Mejía, 
2018). Estos hallazgos refuerzan la necesidad de considerar dimensiones culturales e 
institucionales para comprender la adopción o rechazo de servicios financieros formales, 
especialmente en territorios con tradiciones financieras comunitarias. 

La evidencia disponible ofrece un marco para analizar cómo las políticas de inclusión 
financiera interactúan con prácticas comunitarias preexistentes. En la siguiente sección 
se examinarán estas interacciones identificando puntos de convergencia y tensión entre 
ambos sistemas. 

Convergencias y tensiones entre prácticas financieras comunitarias y políticas de 
inclusión financiera 

El análisis comparado entre las prácticas financieras comunitarias andinas y las políticas 
contemporáneas de inclusión financiera permite identificar zonas de convergencia y de 
tensión. Ambos sistemas buscan ampliar la capacidad de los hogares para gestionar 
recursos, enfrentar contingencias y sostener actividades productivas, aunque operan bajo 
lógicas distintas. La literatura sobre inclusión financiera resalta la importancia de 
mecanismos formales que faciliten el acceso a servicios regulados con criterios de 
seguridad y estabilidad del sistema financiero (Feghali et al., 2021). En contraste, las 
prácticas comunitarias se fundamentan en relaciones sociales de reciprocidad y 
cooperación que priorizan obligaciones relacionales y sostén comunitario. 

Una primera zona de convergencia se observa en la función económica que cumplen 
ambos sistemas. Las prácticas comunitarias, como el ayni o la minka, generan 
mecanismos de provisión de recursos, diversificación de riesgos y apoyo mutuo que 
cumplen funciones equiparables a productos financieros básicos como ahorro, crédito o 
seguros informales. Estudios antropológicos han documentado que estas redes permiten 
gestionar necesidades económicas de corto plazo y sostener actividades productivas 
mediante la movilización de trabajo y recursos dentro de la comunidad (Faas, 2017; 
Wutich et al., 2017). Desde esta perspectiva, la inclusión financiera y las finanzas 
comunitarias comparten objetivos relacionados con la reducción de vulnerabilidad y la 
ampliación de capacidades económicas. 

A pesar de estas convergencias funcionales, la literatura señala tensiones importantes 
derivadas de diferencias normativas e institucionales. Las políticas de inclusión financiera 
operan dentro de marcos regulatorios que enfatizan la individualidad de los usuarios, la 
formalización de transacciones y el cumplimiento de estándares de supervisión. En 
cambio, las prácticas comunitarias se estructuran a partir de obligaciones relacionales 
que no se reducen a intercambios equivalentes y cuya legitimidad depende de normas 
culturales específicas. Estudios sobre pueblos indígenas en América Latina indican que la 
distancia entre estos sistemas genera desconfianza hacia instituciones financieras 
formales y limita la adopción de servicios regulados, incluso cuando estos son accesibles 
territorialmente (Villacorta et al., 2025). 

Otra tensión se relaciona con los criterios de valoración del riesgo. En las prácticas 
comunitarias, la confianza se basa en redes sociales conocidas y en compromisos 
recíprocos que se sostienen a lo largo del tiempo. En el sistema financiero formal, la 
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evaluación del riesgo se realiza bajo criterios estandarizados, historial crediticio del 
solicitante y un riguroso cumplimiento de requisitos documentales. Esta diferencia 
puede excluir a hogares que participan activamente en sistemas comunitarios pero que 
carecen de registros formales suficientes para acceder a productos regulados. 
Investigaciones comparativas en la región han mostrado que estas brechas afectan de 
manera desproporcionada a poblaciones indígenas (González-Vega et al., 2024). 

También existen tensiones en relación con los objetivos de desarrollo vinculados a las 
políticas públicas. El enfoque del Buen Vivir plantea criterios de bienestar asociados a 
relacionalidad y equilibrio social, lo cual contrasta con políticas orientadas a la expansión 
del crédito, la bancarización y la formalización económica. Estudios sobre conflictos entre 
prácticas comunitarias y políticas estatales muestran que la incorporación de enfoques 
de desarrollo basados en crecimiento puede generar incompatibilidades con visiones 
territoriales propias, especialmente cuando los programas financieros se articulan a 
esquemas productivos que no se ajustan a prácticas locales (Vanhulst & Beling, 2014; 
Villalba, 2013). 

Algunos análisis recientes señalan oportunidades para generar articulaciones híbridas 
entre sistemas formales y comunitarios. Programas de desarrollo rural como Haku 
Wiñay/Noa Jayatai, ejecutado por FONCODES en el Perú, han articulado transferencias 
productivas con esquemas de organización local y han mostrado impactos positivos 
sobre los ingresos autónomos de hogares rurales en pobreza extrema (Escobal & Ponce, 
2016). La metodología de banca comunal, aplicada por FINCA en Ecuador, por CRECER y 
Pro Mujer en Bolivia y por organizaciones como Microfinanzas Arariwa en el Perú, opera 
bajo lógicas de grupo solidario que funcionan como mecanismo de garantía y disciplina 
financiera, e involucra a las usuarias en la gestión colectiva del crédito (Maclean, 2012; 
Westley, 2004). En el plano cooperativo, la trayectoria de la Cooperativa de Ahorro y 
Crédito Jardín Azuayo, en el austro ecuatoriano, ilustra un proceso de finanzas sociales y 
solidarias sostenido sobre autogestión y gobernanza territorial (Salinas Vásquez, 2023). La 
literatura advierte, sin embargo, que el efecto de estas iniciativas depende de su 
capacidad para adaptarse a normas culturales locales y evitar la erosión de las prácticas 
de reciprocidad existentes (Dhahri et al., 2024). Estas experiencias sugieren que la 
convergencia entre ambos sistemas requiere marcos institucionales interculturales que 
reconozcan las formas comunitarias de gestión económica. 

Conclusiones 

El análisis realizado muestra que las prácticas financieras comunitarias andinas y las 
políticas contemporáneas de inclusión financiera responden a marcos institucionales y 
normativos distintos. Las primeras se sustentan en principios de reciprocidad, 
cooperación y relacionalidad que organizan el acceso a recursos, la distribución de riesgos 
y el sostenimiento de la vida comunitaria. Estos mecanismos cumplen funciones 
económicas fundamentales y mantienen vigencia en diversos territorios andinos, donde 
constituyen sistemas financieros locales basados en normas culturales específicas y redes 
sociales consolidadas. 

Las políticas de inclusión financiera se desarrollan dentro de marcos regulatorios 
orientados a promover la formalización económica, ampliar el acceso a productos 
financieros supervisados y garantizar la protección del usuario mediante estructuras 
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estatales de control. La literatura disponible muestra que estas políticas han contribuido 
a mejorar los niveles de acceso financiero en diversos países de América Latina, aunque 
las brechas continúan siendo significativas en el caso de las poblaciones rurales e 
indígenas. La distancia entre las prácticas comunitarias y los servicios formales se expresa 
en diferencias en los criterios de confianza, la manera en que se evalúa el riesgo y las 
funciones atribuidas a los productos financieros. 

El análisis comparado de ambos sistemas evidencia coincidencias en objetivos vinculados 
a la reducción de la vulnerabilidad y a la gestión de recursos, pero también tensiones 
relacionadas con sus fundamentos normativos y con las formas de organización social 
que los sostienen. El enfoque del Buen Vivir aporta un marco útil para interpretar estas 
tensiones, ya que propone concepciones de bienestar y organización económica que se 
alejan de los modelos de desarrollo centrados en el crecimiento. 

Los resultados del estudio indican que la articulación entre prácticas comunitarias y 
políticas de inclusión financiera requiere enfoques interculturales que reconozcan las 
formas locales de organización económica y ajusten los instrumentos institucionales a las 
particularidades de cada territorio. La integración de elementos comunitarios en los 
programas financieros y la consideración de normas culturales en el diseño de productos 
puede facilitar la relación entre ambos sistemas y contribuir a reducir brechas 
persistentes. 

La articulación entre ambos sistemas requiere traducirse en orientaciones operativas y 
no quedarse en el reconocimiento general. Tres líneas parecen prioritarias. La primera es 
el diseño de productos financieros híbridos que admitan garantías comunitarias (avales 
solidarios y compromisos recíprocos inspirados en el ayni) como sustituto válido de los 
colaterales individuales que la banca formal usualmente exige. La segunda es la 
implementación de programas de educación financiera intercultural que partan de las 
lógicas de reciprocidad y redistribución preexistentes, en lugar de imponer narrativas de 
alfabetización que invalidan tácitamente el conocimiento financiero comunitario. La 
tercera es el reconocimiento normativo de figuras como cajas comunales, juntas, 
pasanakus y rondas mediante regímenes de personería jurídica adaptados, que permitan 
su interacción con el sistema formal sin desnaturalizar su lógica organizativa. 

Líneas futuras de investigación pueden profundizar en análisis comparativos entre 
territorios andinos, evaluar el impacto de las tecnologías financieras en la reconfiguración 
de redes comunitarias y examinar experiencias en las que se hayan implementado 
modelos híbridos de inclusión financiera. La diversidad de territorios indígenas en 
Ecuador y la región permitiría diseñar investigaciones comparativas por zonas 
geográficas, densidad poblacional indígena en contraste con la mestiza, profundidad de 
las prácticas ancestrales, entre otros elementos. Estos estudios pueden ofrecer evidencia 
útil para el diseño de políticas públicas que incorporen la diversidad cultural y fortalezcan 
capacidades económicas locales. 
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